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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Cantero Ojeda, Carlos

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

Concurrieron, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; la Ministra de Salud, señora María Soledad Barría Iroume, y el Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, señor Marcelo Tokman Ramos.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 24ª, ordinaria, en 4 de junio del año en curso, que no ha sido observada. 
Las actas de las sesiones 25ª y 26ª, ordinarias, en 10 y 11 de junio del años en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.



(Véase en los Anexos el Acta aprobada).
IV. CUENTA

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensajes


Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena (boletín N° 5.324-07).


2.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletín N° 5.522-07).


3.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, sobre pueblos indígenas (boletín N° 4.069-07).


--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Veintisiete de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:



Con el primero inicia un proyecto que extiende la bonificación por retiro voluntario creada por la ley N° 20.209, crea una bonificación adicional para el personal que indica e introduce modificaciones a la ley N° 20.209, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 5.922-05) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a las Comisiones de Salud y a la de Hacienda.



Con los siete siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima (boletín N° 2.949-05).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de salarios base (boletín N° 5.433-13).


4.- Proyecto de reforma constitucional, en según trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (boletín N° 3.436-07).


5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 3.815-07).


6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (boletín N° 5.081-15).


7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre importación de mercancías al país (boletín N° 5.343-01).



Con los dieciocho siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes de las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (boletín N° 4.398-11).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (boletín N° 3.562-06).


3.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Destinado a Abolir la Pena de Muerte”, adoptado por la Asamblea General de la ONU, el 15 de diciembre de 1989 (boletín N° 4.732-10).


4.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte”, adoptado en Asunción, el 8 de junio de 1990, en el Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la OEA, y suscrito por Chile el 10 de septiembre de 2001 (boletín N° 4.733-10).


5.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Acuerdo sobre requisitos para el etiquetado de vinos del Grupo Mundial del Comercio del Vino, suscrito en Canberra, Australia, el 23 de enero de 2007 (boletín N° 5.612-10).



6.- Proyecto de ley, de la Cámara de Diputados, sobre comercio ilegal (boletín N° 5.069-03).


7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (boletín N° 3.139-05).


8.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (boletín N° 4.234-03)


9.- Proyecto que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (boletín N° 5.172-09).


10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una planta de tropa profesional para las Fuerzas Armadas (boletín N° 5.479-02).



11.- Proyecto de acuerdo, de la Cámara de Diputados, aprobatorio del “Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT), elaborado en Washington, el 19 de junio de 1970, enmendado el 28 de septiembre de 1979, modificado el 3 de febrero de 1984 y el 3 de octubre de 2001, y su reglamento anexo” (boletín N° 4.964-10).


12.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (boletín N° 5.083-04).



13.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (boletín N° 5.012-03).


14.- Proyecto de ley sobre remuneraciones del personal que se desempeñe en unidades militares en operaciones de paz o misiones equivalentes en el exterior (boletín N° 4.008-02).


15.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (boletín N° 3.975-13).


16.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (boletín N° 5.719-14).


17.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (boletín N° 3.588-08).


18.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).


--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la Ley Penal (boletín N° 5.458-07).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 78 de la Constitución Política, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema a don Haroldo Brito Cruz (boletín N° S 1.082-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Siete de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Josef Neudorfer Schmidtmeier (boletín N° 5.496-07).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con los dos siguientes comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado respecto de los siguientes proyectos de ley:



1.- El que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauce (boletines Nos 4.266-07 y 4.267-07, refundidos).



2.- El que modifica el decreto ley N° 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola, con el objeto de corregir la falsedad en la información declarada (boletín N° 5.043-01).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Con los cuatro restantes, informa que ha prestado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que sanciona a quien no preste un servicio previamente contratado (boletines Nos 3.817-03, 3.988-03 y 4.597-03, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Economía.



2.- Proyecto que adecua normas sobre procedimiento laboral, contenidas en el Libro V del Código del Trabajo, modificado por la ley N° 20.087 (boletín N° 5.764-13) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



3.- Proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a la madre Domnina García de Prado (boletín N° 5.728-17) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


4.- Proyecto que modifica la ley N° 20.174, para cambiar la denominación de la provincia “de Ranco” por la “del Ranco” (boletín N° 5.326-06) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 2.331 del Código Civil.



--Se toma conocimiento.



Del señor Contralor General de la República, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, referido a la posibilidad de dar urgencia a la revisión de cuatro contratos del Ministerio de Obras Públicas, relativos a diversos trabajos en el Camino Austral.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor García, relativo a la designación de don Fernando Coloma como Intendente de la Séptima Región.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la adquisición de sedes para embajadas de Chile en el mundo y sobre la situación de arriendos para el funcionamiento de las mismas.



De la señora Ministra de Planificación, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, referido a una denuncia de la Unión Comunal de Comunidades Mapuches de Collipulli en relación con el Programa Orígenes.



De la señora Ministra de Educación, por medio del cual responde a un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, respecto a la demanda de dos ex profesoras de la ciudad de Tocopilla por la denominada “deuda histórica de los profesores”.



Del señor Ministro de Justicia, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Núñez, referente a la posibilidad de hacerse parte en las acciones judiciales que llevan a cabo los dirigentes sindicales de la Universidad Santo Tomás y los familiares de don Jaime Oliva en contra de don Dante Yutronic.



Del señor Ministro de Justicia subrogante, mediante el cual da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señores Naranjo, Ávila y Muñoz Aburto, en que se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República adoptar las medidas que permitan que el señor Mauricio Hernández Norambuena cumpla en Chile la pena a que fue condenado en la República Federativa del Brasil (boletín N° S 1.043-12).



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Allamand, acerca de los problemas que afectan a la localidad de Quilacahuín, comuna de San Pablo.



De la señora Ministra de Salud, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, tocante a las medidas adoptadas para resolver el problema de contaminación que afecta al río Allipén, en la Décima Región.



Del señor Subsecretario de Pesca, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, referido a las dificultades que enfrentan los pescadores artesanales de la Región de Aisén.



Del señor Subsecretario de Justicia, con el que da contestación a un oficio cursado en nombre del Senador señor Frei, relativo a la situación del Centro de Cumplimiento Penitenciario de Osorno.



Del señor Subsecretario de Deportes, por medio del que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Frei, sobre la factibilidad de destinar recursos para la realización del Campeonato Mundial de Fútbol Infantil, por desarrollarse en la ciudad de Osorno, en enero de 2009.



Del señor Jefe de Gabinete del señor Ministro del Interior, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, atinente a la situación expuesta por la Unión Nacional de Ex Prisioneros Políticos de Chile respecto del otorgamiento de becas de estudio consignadas en la ley N° 19.992.



De la señora Directora Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, relativo a información sobre los volcanes que implican riesgo en Chile.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, mediante el cual da contestación a un oficio cursado en nombre del Senador señor Cantero, acerca de la situación de don Luis Alberto Albornoz.



Del señor Director del Servicio de Salud Talcahuano, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la reposición del hospital Penco-Lirquén.



Del señor Director Regional de Vialidad de la Región de Los Ríos, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Allamand, referente a proyectos de mejoramiento de la conectividad de la localidad de La Aguada, comuna de Corral.



Del señor Gobernador Marítimo de Valdivia, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Allamand, relativo a la instalación de un emisario submarino para evacuación de aguas servidas en el lago Ranco.



Del señor Alcalde de Corral, mediante el cual contesta dos oficios enviados en nombre del Senador señor Allamand, referidos a problemas que afectan a la localidad de La Aguada, comuna de Corral.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima,  con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 2.949-05) (Véase en los Anexos, documento 7).


De la Comisión de Obras Públicas, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Ávila, que sanciona el sobreconsumo de agua potable de uso domiciliario (boletín N° 4.837-09) (Véase en los Anexos, documento 8).



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de salarios base, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 5.433-13) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Quedan para Tabla.

Moción


De los Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi y Gómez, con la que inician un proyecto de ley que interpreta el artículo 93 del Código Penal, a fin de excluir de la extinción de responsabilidad penal, por amnistía, indulto o prescripción, a los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra consignados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes (boletín N° 5.918-07) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
Permiso constitucional



El Senador señor Muñoz Barra solicita autorización para ausentarse del país a partir del 14 de junio del año en curso.



--Se concede.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que adiciona recursos al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo, autoriza una capitalización de ENAP por el monto que indica e introduce otras modificaciones, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 5.902-05) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión celebrada hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1.- Otorgar quince minutos a los señores Senadores que solicitaron la sesión especial de mañana destinada a analizar la crisis energética en el corto y largo plazos, y distribuir el tiempo restante en la forma como se hace en Incidentes, dejando un lapso para los señores Ministros.



2.- Cambiar la actual denominación de la Comisión Especial encargada de analizar e informar sobre Campos de Hielo, por la de “Comisión Especial Campos de Hielo Sur”, y fijar como su objetivo “estudiar y proponer medidas que permitan el mejor conocimiento y la más plena integración de esa área del territorio nacional.”.



3.- Ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en materia de planificación urbana, hasta el lunes 4 de agosto, a las 12.



4.- Autorizar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para discutir tanto en general cuanto en particular, en el trámite de primer informe, el proyecto que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la Ley Penal.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.


RECHAZO A DECLARACIONES DE PRESIDENTE DEL SENADO EN DIARIO “EL MERCURIO” DE DOMINGO 15 DE JUNIO PASADO

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en uso de las facultades que el Reglamento me confiere, quiero referirme a la entrevista aparecida en el matutino “El Mercurio”, del domingo recién pasado, en que fui aludido en términos ofensivos por el Presidente del Senado.



En ella, el Senador Zaldívar manifestó textualmente lo siguiente: “entiendo que Escalona tuviera que estar fuera de Chile por su seguridad personal; tiempo que aprovechó muy bien en la RDA gracias a la Stassi.”.



Como Sus Señorías saben muy bien, la Stassi corresponde a la policía secreta, organismo de represión del régimen existente en ese país. Y el señor Zaldívar me alude vinculándome a dicha entidad represiva, lo que constituye, desde el punto de vista jurídico, injuria.



Rechazo terminantemente tal aseveración por parte del Presidente de la Corporación. Es evidente que implica una conducta impropia injuriar a los colegas que pertenecen a la misma institución que se preside.



Asimismo, deseo manifestar que el conjunto de alusiones relativas al sistema político de Chile, tanto de las fuerzas de Gobierno como de las de Oposición, es una manifestación muy elocuente de un profundo desprecio por la democracia. Ello me sorprende, viniendo del Presidente de una institución que precisamente debe velar por la estabilidad institucional y por el cumplimiento correcto de los principios y normas básicas del sistema democrático.



Por otra parte, las alusiones a los ex gobernantes Patricio Aylwin y Ricardo Lagos, al ex Ministro Enrique Correa y al ex Presidente de la Cámara de Diputados Gutenberg Martínez hacen gala, en mi opinión, de un lenguaje procaz, impropio de la función de Presidente del Senado.



Más allá de las imputaciones que personalmente me hace el Senador Zaldívar, no quiero dejar pasar esta oportunidad para llamar la atención de la Corporación respecto de la gravísima inconveniencia de que quien la preside exhiba ese tipo de conducta política que alude a otros Poderes del Estado y a la institucionalidad democrática en su conjunto en términos claramente abusivos, descomedidos y destemplados.



No puedo sino vincular esa temeraria imprudencia con lo que señala el título de la entrevista: “Los juicios a los militares deben terminarse  a la brevedad”.



En otras palabras, el afán de impunidad que rige la conducta del Senador Zaldívar lo empuja a una actuación impropia del rango de Presidente del Senado. Lo digo porque, si efectivamente quisiera que los juicios a los militares terminen a la brevedad, no habría caído en el incumplimiento de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y del Reglamento de la Corporación, al declarar inadmisible el proyecto del Presidente de la Cámara de Diputados, Juan Bustos, el cual, como ley interpretativa, tiene el propósito de que los juicios relativos a derechos humanos puedan avanzar e incluso concluir, llevando las investigaciones hasta las últimas consecuencias, a fin de que la verdad y la justicia se ejerzan.



Es decir, la contradicción flagrante en que incurre el Senador Zaldívar en el sentido de imposibilitar la discusión y aprobación de un cuerpo legal cuyo propósito es perseguir el ejercicio de la justicia, dotándola de un instrumento de legalidad que pase por encima de los instrumentos de impunidad que dejó el régimen dictatorial, en particular, la “Ley de Autoperdón” o de amnistía de 1978, con la frase de que los juicios a los militares deben terminarse a la brevedad, envuelve la voluntad de que dichos juicios concluyan sobre la base de que no haya ni verdad ni justicia y que, en consecuencia, pueda imponerse sobre nuestro país un velo de impunidad.



Como he señalado cuando he intervenido en la arena pública acerca de esta materia, no he incurrido en ofensa alguna, ni personal ni familiar, respecto de la conducta del Senador Zaldívar, sino que he enjuiciado tanto su actuación política como institucional, las cuales, en mi opinión, han pasado por encima de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



En consecuencia, me asiste la autoridad moral para recabar del Presidente del Senado el término de una conducta impropia de su rango e investidura y que no corresponde a la que se nos debe a nosotros y a la que lo obliga la estabilidad del país.

)------------------------(
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI.- Señor Presidente, dado que la urgencia para el proyecto que adiciona recursos al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo es “discusión inmediata”, solicito recabar el asentimiento del Senado para que la Comisión de Hacienda pueda sesionar simultáneamente con la Sala.



Hago presente que la Comisión deberá analizar tres iniciativas con la misma urgencia: la que acabo de señalar, la relativa a bonificaciones para el personal de salud -de que también se dio cuenta ahora-, y la que reajusta el salario mínimo, que llegará pronto.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Se autoriza.

)------------------------(
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, con respecto al acuerdo de Comités referente al cambio de denominación de una Comisión Especial, quiero precisar que su nuevo nombre es “Campo de Hielo Patagónico Sur”. Antes se confundía con “Campos de Hielo”, porque no se sabía si se refería al del norte o al del sur.



La áreas englaciadas en lengua aimara se definen como “confín helado”. Nuestro país tiene glaciares a lo largo y ancho de todo el cordón cordillerano de Los Andes y, al sur de la latitud del volcán Calbuco, estos se llaman “Andes Patagónicos”, nombre que le dieron sus descubridores.



Los principales geógrafos que exploraron esa zona, y que después defendieron su condición limítrofe, hablan de “Los Andes Patagónicos” o de “Campo de Hielo Patagónico Sur”.



Por lo tanto, creo que ese es el nombre exacto y no induce a confusión alguna con el de Argentina, porque allá se denomina 
“Hielos Continentales”, que claramente no revisten tal característica porque no cubren ningún continente.



En consecuencia, no debemos movernos a error en ese sentido.

)--------------(

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, deseo referirme a dos cuestiones distintas.

           RECHAZO A DECLARACIONES DE PRESIDENTE DEL SENADO EN DIARIO “EL MERCURIO” DE DOMINGO 15 DE JUNIO PASADO

La primera dice relación a las afirmaciones injuriosas del Presidente de la Corporación respecto de un Senador. Ello me parece completamente impropio.



Por tanto, pido que, en virtud del artículo 229 del Reglamento, tales antecedentes sean puestos en conocimiento de la Comisión de Ética del Senado.



Las opiniones políticas del Honorable señor Zaldívar son por cierto, discutibles. Pero la injuria infligida por el Presidente del Senado a un miembro de la Corporación -y lo digo en nombre del Comité de Senadores Socialistas- amerita que la Comisión de Ética conozca los antecedentes del caso.



Cabe recordar que, de acuerdo con sus funciones, dicho órgano técnico existe “con el objetivo de conocer y resolver cualquier situación de orden ético que afecte a los Senadores, la que tendrá las más amplias atribuciones para el desempeño de su cometido.”.



En consecuencia, pido que la entrevista publicada en El Mercurio, con la injuria correspondiente, sea puesta en conocimiento de la Comisión de Ética.

)-----------------(



En segundo lugar, y con relación al tema planteado por la Mesa y por el Honorable señor Horvath, la proposición relativa al nombre de la Comisión encargada de tratar el tema de Campos de Hielo Sur me fue sugerida, en calidad de Presidente de ella, por la Cancillería, por cuanto es la denominación con la que el Ministro de Relaciones Exteriores ha enfrentado el asunto.



Por tanto, sin perjuicio de que con el Senador señor Horvath hemos sostenido una discusión muy pertinente acerca del nombre y de la historia del lugar, y dado que la responsabilidad de conducir las relaciones exteriores del país, en nuestro orden constitucional, es facultad exclusiva del Presidente de la República, sugiero que mantengamos la denominación acordada inicialmente en ella: Comisión Especial Campos de Hielo Sur.


)----------------------(

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, solo quiero sumarme al reclamo expresado por el Senador señor Escalona y también a la propuesta de que los antecedentes pasen a la Comisión de Ética.



Gracias, señor Presidente.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Algunos señores Senadores han pedido que se reúna la Comisión de Ética de la Corporación, conforme  a lo establecido en nuestro Reglamento.



Cabe destacar que dicha Comisión se encuentra integrada, entre otros Senadores, por el Honorable señor Prokurica, quien fue designado cuando todavía no era Vicepresidente del Senado. Sin embargo, el Reglamento establece que no pueden conformarla el Presidente ni el Vicepresidente de la Corporación.



Entonces, no opera el trámite normal mediante el cual un Comité cambia a un Senador por otro de la misma bancada, como ocurre habitualmente en cualquier Comisión. En este caso, el reemplazante debe ser elegido por la Sala.



Por lo tanto, resulta indispensable que se elija el nuevo miembro de la Comisión de Ética -me imagino que quizás será del mismo partido político-, para que pueda sesionar.



El Presidente de la citada Comisión es el Honorable señor  Núñez.

El señor NÚÑEZ.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor NÚÑEZ.- Me gustaría saber quiénes conforman la Comisión de Ética, pues no nos hemos reunido, a pesar de que en su momento, fui elegido Presidente de ella.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Además de Su Señoría, quien la preside, dicha Comisión se halla conformada por los Senadores señora Alvear y señores Flores, Novoa y Prokurica que, como dije, no puede continuar en el ejercicio de ese cargo.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Muy bien.



Entonces, deben producirse los cambios que correspondan.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  En todo caso, el reemplazante debe ser elegido por la Sala.



En consecuencia, antes de que termine la presente sesión, imagino que el señor Presidente propondrá el nombre de otro señor Senador.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- No necesariamente debe designarse en esta sesión; puede ser mañana o también en otra.

El señor SABAG.-  Pido la palabra, señor Presidente.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  La tiene, Su Señoría.



Le ruego que demos por terminado el tema.

El señor SABAG.- Señor Presidente, precisamente quiero reafirmar lo señalado por usted. ¿Por qué debemos nombrar al reemplazante en esta sesión? ¿No puede ser en otra? Lo digo para que los Senadores de su bancada puedan resolver internamente el asunto.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- No, Su Señoría. No lo vamos a resolver en esta sesión.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, tengo una duda reglamentaria.



¿Basta que un señor Senador lo solicite para que entre en funcionamiento la Comisión de Ética? ¿Así opera?



Ignoro cómo se procede reglamentariamente en estos casos, porque no es el Senado quien está pasando a uno de sus miembros a dicho organismo. ¿Basta que la solicitud la haga un Senador o un Comité?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, el artículo 232 del Reglamento consagra: “Corresponderá a la Comisión asesorar a la Mesa y absolver las consultas que ésta o cualquier Senador le formulara ante una situación o actuación determinada”.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, bajo la lógica del funcionamiento de la Comisión de Ética, entiendo que se está aplicando el artículo 232 del Reglamento, en cuanto a que esta puede absolver consultas. En eso se centra el argumento del peticionario.



Entonces, no significa que el Senado como institución pase a alguien a la Comisión de Ética, sino que un Parlamentario hace una consulta al citado órgano respecto de un punto determinado.

El señor NARANJO.-  Se pide un pronunciamiento.

El señor GAZMURI.-  Una opinión.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Así es, señor Senador.

El señor COLOMA.- Gracias, señor Presidente.

)-----------(

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia y después entraremos en el Orden del Día.

El señor ARANCIBIA.- Me referiré a otro tema, señor Presidente.



En la Cuenta de la sesión de hoy se informó acerca del ingreso de un proyecto que concede y extiende beneficios a trabajadores de la salud.



Adelantándonos a su entrada a la Sala, en la Comisión analizamos hoy día en la mañana dicha iniciativa con la señora Ministra del ramo y acordamos votarla en forma muy rápida -su texto ya lo habíamos consensuado-, para después enviarla a la Comisión de Hacienda.



Por lo tanto, solicito que se proceda de esa manera, pues al parecer en reunión de Comités se llegó a un acuerdo diferente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En reunión de Comités se pidió que ese proyecto fuera solo a la Comisión de Hacienda.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- No, señor Secretario. En Comités se acordó enviarlo a las Comisiones de Salud y de Hacienda.



Entiendo que la de Salud ya lo analizó, por lo cual corresponde que ahora lo estudie la de Hacienda.

El señor ARANCIBIA.- Entonces, señor Presidente, solicito que recabe la autorización del Senado, con el objeto de que la Comisión de Salud pueda sesionar simultáneamente con la Sala para votar el referido proyecto y  mandarlo a la de Hacienda.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Si le parece a la Sala, se procederá en esos términos.



Acordado.

El señor ARANCIBIA.- Gracias, señor Presidente.

V. ORDEN DEL DÍA

ENMIENDA A LEY Nº 18.450 PARA ACCESO DE AGRICULTORES ARRENDATARIOS A PROYECTOS DE RIEGO

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Fomento de Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, permitiendo a los agricultores arrendatarios postular a los proyectos de riego, con segundo informe de la Comisión de Agricultura.

 
--Los antecedentes sobre el proyecto (3336-01) figuran en los                  Diarios de Sesiones que se indican: 
 

Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 47ª, en 9 de noviembre de 2005.


Informes de Comisión:


Agricultura, sesión 10ª, en 9 de abril de 2008.

Agricultura (segundo), sesión 26ª, en 11 de junio de 2008.

Discusión:



Sesión 17ª, en 6 de mayo de 2008 (se aprueba en general).
El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el señor  Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 6 de mayo del año en curso.



La Comisión de Agricultura deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que todas las indicaciones presentadas fueron retiradas por su autor. No obstante ello, dicho órgano técnico introdujo dos modificaciones de carácter meramente formal, las cuales fueron acordadas por unanimidad.



Sus Señorías pueden consultar el texto respectivo en el boletín comparado que tienen en sus escritorios.



Corresponde señalar que las enmiendas aprobadas en forma unánime deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión.



Finalmente, la Comisión de Agricultura deja constancia de que, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Coloma, Espina, Naranjo y Vásquez), acordó que no procede que esta iniciativa sea analizada por la Comisión de Hacienda, atendida su naturaleza.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala,….

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Pido la palabra. 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor NARANJO.- ¡Sin debate, señor Presidente! 

)---------------(

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, lamento intervenir de nuevo sobre un tema que al parecer molesta, pero deseo señalar que el asunto que planteó el Senador señor Escalona debe verlo la Comisión de Ética -o quien sea, conforme a las normas- y luego. Esto no se puede dejar para diez, quince días más, con toda franqueza, cualquiera que sea el Senador afectado. Esa ha sido mi conducta permanente.



En segundo término, señor Presidente, los Comités de Ética se forman de acuerdo con los partidos; en ellos siempre hay un representante de cada colectividad. Por tanto, pediría a la Mesa que arbitrara los medios para que el Partido Renovación Nacional -se lo he dicho a su Comité- nombre a quien corresponda para estos efectos, pero ello no debe prorrogarse sine díe, porque si pasan diez o quince días se pierde la noción de lo que sucedió y para mí esta cuestión es principal en la relación entre nosotros.

)---------------(

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará en particular el proyecto.



--Así se acuerda.
CONCESIÓN DE PERMISO PARA TRABAJADORES AL INTERIOR DE LOCOMOCIÓN COLECTIVA

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede permiso para trabajadores al interior de la locomoción colectiva, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4332-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 28ª, en 21 de junio de 2007.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones, sesión 25ª, en 10 de junio de 2008.

Discusión:



Sesión 26ª, en 11 de junio de 2008 (queda para segunda discusión).

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.  
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que la discusión de este proyecto se inició en la sesión del miércoles 11 recién pasado, oportunidad en la que se informó que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones rechazó la idea de legislar en esta materia por tres votos en contra (Senadores señora Matthei y señores Cantero y Novoa) y una abstención (Senador señor Pizarro).



Corresponde señalar que en esa sesión el Comité del Partido Socialista solicitó segunda discusión respecto de esta iniciativa.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, esta es una iniciativa muy simple, que pretende resolver un problema importante que afecta a muchos trabajadores ambulantes, sobre todo de las principales ciudades del país -ellos han constituido una organización bastante seria: el Sindicato Nacional de Trabajadores Independientes Ambulantes del Transporte y Anexos (SINTRALOC)-, y que básicamente apunta a intentar formalizar esta actividad. 



Sabemos que el comercio ambulante es una realidad que ocurre en nuestro medio, que tiene que ver con distintos factores, en especial con las dificultades que presenta el mercado laboral para la inserción de muchas personas en él. Y aquí de lo que se trata es de formalizarlo a través de la identificación, de la generación de un registro, de la resolución de los temas impositivos, a fin de que estos trabajadores independientes puedan tributar de alguna manera, exhiban una adecuada individualización -incluso ya la tienen-: uniforme, fotografía, etcétera. Y, por tanto, creo que el proyecto apunta en una muy buena dirección. 



A mí me sorprendió la diferencia de criterio que se produjo entre las dos Comisiones técnicas: la de la Cámara y la del Senado. Se hicieron observaciones al proyecto -algunas de ellas las comparto-, por ejemplo, las que dicen relación al reglamento y al organismo calificador del registro de los vendedores sujetos a este proceso de formalización. En el texto aprobado por la Cámara, esta responsabilidad se entregaba a las municipalidades. Se han estado trabajando ciertas indicaciones alternativas: podría ser algún otro organismo, podría elaborarse un reglamento más estricto, en fin. 



El proyecto es factible de ser mejorado. Como he dicho, apunta en una muy buena dirección y creo que sería muy complicado que nosotros desalentáramos los intentos de generar trabajos decentes, regulados, reconocidos y que cumplan también, en el caso del comercio ambulante, con el debido aporte impositivo, de patentes y demás.



Señor Presidente, invito a la Sala -porque entiendo que estamos en la discusión general, a pesar de que la iniciativa es muy corta- a aprobar la idea de legislar respecto de este proyecto, a fin de que la Comisión pueda hacerle los mejoramientos necesarios -a mi juicio, ellos son posibles- o, en su defecto, a enviarlo nuevamente a la Comisión, para que en ella se estudien las modificaciones que se pretenda introducir. Porque, en mi concepto, la alternativa del rechazo constituiría una muy mala señal. Ello nos obligaría a ir a una Comisión Mixta, donde de todas maneras vamos a tener que discutir el fondo del asunto. 



En suma, señor Presidente, creo que lo mejor para el Senado es que aprobemos en general el proyecto, de manera que la Comisión pueda mejorarlo y adecuarlo al tratarlo en particular, o, derechamente, que lo devolvamos a ella para un nuevo informe.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en la Comisión de Transportes oímos prácticamente a los representantes de todas las entidades o agrupaciones relacionadas con la materia -Impuestos Internos; Ministerio del Interior, que había planteado reparos a este texto legal; sindicato de trabajadores ambulantes, y, también, agrupaciones de microbuseros- y llegamos a la conclusión de que la iniciativa presentaba una cantidad enorme de inconvenientes.



Ninguno de los problemas que se han planteado acá está resuelto. El proyecto entra en conflicto con otras normas de la Ley de Tránsito, que tendrían que modificarse, como las que impiden transportar pasajeros de pie o poner música, en fin. 



El Senador señor Gazmuri me mira con una cara…, pero lo que pasa es que este proyecto no se refiere solo a los buses que andan por Santiago, sino también a los interurbanos, que son miles, y hay una cantidad de dificultades tremendamente graves. 



Más aún, nosotros pensamos que, con el propósito loable de formalizar una actividad, en la práctica se están creando muchos más problemas.



En lo personal, no tengo inconveniente en que el proyecto vuelva a la Comisión. Pero quiero señalar que ella hizo un estudio muy a fondo. Por lo tanto, no se trata de que lo hayamos mirado en forma ligera. Yo creo que si se opta por esa alternativa vamos a demorar más el trámite. En mi opinión, si se rechaza y va a una Comisión Mixta ahí será el momento de dar una solución definitiva a este asunto. 



Por tanto, insisto: no tengo objeción si la Sala quiere que la iniciativa vuelva nuevamente a Comisión. Pero sí advierto que en ella tuvimos dos, tres o más reuniones, que entrevistamos a todas las personas que tenían algo que decir sobre la materia y que nos encontramos con una oposición bastante fundada, tanto del Ministerio del Interior como de Impuestos Internos, del Ministerio de Transportes y de quienes operan microbuses urbanos y rurales.



Gracias.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, deseo reiterar de manera muy breve los argumentos que ya di en contra de este proyecto en la sesión anterior.



El fondo de la iniciativa es muy loable. El objetivo que busca es realmente positivo. Nadie lo puede poner en cuestión. El problema es que su aplicación, como lo dicen el Gobierno y Senadores de la propia Concertación, es muy compleja. ¿Por qué? Ante todo, porque rompe leyes vigentes. Están la cuestión de los pasajeros de pie, la de los ruidos, la de la obligación de quien sube a un medio de transporte de pagar su pasaje, etcétera.



Ahora, lo más grave es la generación de condiciones para que, por un lado, se produzcan vicios de evasión tributaria, y por otro, se rompa el encadenamiento que permite un control sobre el IVA, pues, sin duda, se incentivan ciertos abusos de proveedores que por esa vía quebrarían el proceso de fiscalización que lleva a cabo Impuestos Internos.



Ahora, estos argumentos no son míos, sino del Ejecutivo. Los representantes del referido Servicio vinieron a plantear precisamente aquel punto.



¿Qué nos expresaba el Ministro del Interior subrogante? Que la ley en proyecto provocaría graves problemas de seguridad ciudadana. Primero, porque el alcalde daría las tarjetas en comento, que tendrían aplicación más allá del ámbito de su comuna, e incluso, de su región, pudiendo aun alcanzar proyección nacional. Y segundo, porque no existe ninguna fórmula que posibilite la acreditación de los documentos mencionados; no hay cómo validarlos.



De otra parte, la autoridad gubernativa señala que existe una vinculación entre el comercio en cuestión y algunos abusos o excesos que se cometen, o en los medios de transporte, o en los terminales, argumento que fue ratificado por el presidente de los servicios de transporte público interprovincial.



Es muy larga la enumeración de los inconvenientes que presenta el proyecto. Ninguno de ellos ha sido resuelto. Y lo más grave es la formalización de un mecanismo que permite romper -repito la argumentación del representante del Servicio de Impuestos Internos- la política que diversos gobiernos han implementado, con éxito hasta ahora, para evitar la evasión tributaria y, particularmente, el quiebre del control sobre el impuesto al valor agregado.



Esos son, a mi entender, argumentos más que convincentes para no aprobar el proyecto en debate, señor Presidente.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Corresponde el uso de la palabra al Honorable señor Letelier, quien no se halla en la Sala.



Señores Senadores, hay dos propuestas acerca de este proyecto.



Una de ellas, formulada por el Honorable señor Gazmuri, es para volverlo a Comisión.



¿Les parece a Sus Señorías someterla a votación?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los señores Senadores que voten que sí lo harán para que el proyecto vuelva a Comisión; aquellos que voten que no, para que no vuelva.

El señor PIZARRO.- ¿A qué Comisión?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A la de Transportes.

El señor PIZARRO.- No. En la sesión anterior, los colegas Gazmuri y Letelier plantearon pasarlo a la de Trabajo, con lo que estoy de acuerdo.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- No fue esa la solicitud. El Honorable señor Gazmuri pidió volver la iniciativa a la Comisión de Transportes.



Estamos en votación.

El señor LETELIER.- Yo y otros Senadores habíamos pedido la palabra, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminada la votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: porque el proyecto no vuelva a Comisión, 12 votos; porque vuelva, 11.



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Ávila, Cantero, Gómez, Kuschel, Longueira, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica  y Sabag.



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Gazmuri, Girardi, Horvath, Letelier, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Ruiz-Esquide y Vásquez.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En consecuencia, la iniciativa no vuelve a Comisión



Senador señor Letelier, usted me pidió la palabra, pero no se encontraba en la Sala cuando llegó su turno.

El señor LETELIER.- Quería dar una opinión sobre el proyecto, que, según entiendo, aún no se ha votado.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Se votó la solicitud de enviarlo a la Comisión de Transportes, que fue rechazada.



Ahora corresponde pronunciarse sobre la idea de legislar.



La Honorable señora Matthei pidió abrir la votación.



¿Le parece a la Sala abrirla?



--Así se acuerda.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En votación general.


--(Durante la votación).
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Senador señor Letelier, tiene la palabra para fundar su voto.

El señor LETELIER.-  Señor Presidente, voy a pronunciarme a favor del proyecto.



Quiero partir diciendo que me sorprende que, tratándose de los sectores de la economía que tributan por renta presunta, no escuchamos al Director de Impuestos Internos hablar de elusión ni de evasión tributaria.



Aun más, muchos miembros de esta Corporación procuran hallar medidas especiales, legítimas, necesarias, por ejemplo, para los taxis colectivos, que suman más de 140 mil, que forman parte de un sector que no paga impuestos, que no declara sus ingresos. Y para eso no tenemos problemas. ¿Por qué? Porque se trata de gente que cumple una función pública y a la que se presume honesta (yo creo que lo es).



Ante las decenas de miles de personas que trabajan en el transporte escolar, que no declaran impuestos, que cumplen una función social y que también son honestas, Impuestos Internos nada pregunta. Pero sí he escuchado a varios Senadores -me incluyo entre ellos- plantear la necesidad de buscar una solución a esa gente para que no pierda competitividad, para que no se reduzcan los empleos que genera, para posibilitarle alimentar dignamente a su familia.



En el sector agrícola, uno podría dar múltiples ejemplos de personas que declaran por renta presunta. ¿Y se apegan a los datos exactos? No.



Uno entiende, señor Presidente, que se trata de gente que se gana la vida con dignidad, que cumple una función social y que genera fuentes ocupacionales de gran valor para la comunidad.



Sin embargo, cuando hoy se plantea un proyecto de ley que beneficia a familias asimismo honestas que quieren ganarse la vida dignamente, legalmente, esforzadamente, algunos levantan la voz y dicen: “¡Ah! ¡Impuestos Internos está preocupado!”.



Entonces, a ellas no debe buscárseles una solución. ¡No! Según algunos, hay que cerrarles las puertas, negarles el derecho al trabajo, a un trabajo que tiene que ver con el paisaje, la cultura y las tradiciones de nuestro país.



Uno podrá, señor Presidente, si existe voluntad política, buscar una salida para que los trabajadores referidos en el proyecto se formalicen aún más. Ellos nunca se han opuesto a hacerlo; jamás lo han cuestionado. Están dispuestos a organizarse tal como se lo pidió la autoridad; a formalizarse, en la medida que esta les indique cómo hacerlo, y a pagar patente.



El problema no radica en que dichos trabajadores pasen la frontera de una comuna u otra. Uno podría encontrar alguna estructura de patente. El profesional -lo digo con todo respeto- que paga patente en Santiago (un arquitecto, por ejemplo) ejerce igual en otras comunas. Por lo tanto, la falacia de que aquellos no pueden realizar su actividad en otro territorio comunal, en el fondo, no hace más que reflejar una falta de voluntad política.



La bancada de Senadores socialistas y la mayoría de los Diputados somos partidarios -y estoy seguro de que otros colegas de la Cámara Alta se hallan en igual posición- de buscar una solución para que las personas a quienes se procura beneficiar puedan trabajar con dignidad.



Lamento de veras, señor Presidente, las voces levantadas aquí por algunos que quieren quitar el derecho al trabajo a muchas familias e intentan tratar como delincuentes a gente digna que hoy nos acompaña en las tribunas.



Voto que sí.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, el rechazo que se pueda efectuar a esta iniciativa no envuelve en absoluto una condena a los vendedores ambulantes del más diverso tipo que día a día intentan, por todos los medios, ganar en forma digna el sustento para sus familias.



Lo que debe hacerse es no penalizar su actividad. Someterla al capricho de los alcaldes y a un sistema burocrático de otorgamiento de permisos puede resultar un remedio peor que la enfermedad. Es muy posible que por esta vía se consagren discriminaciones, que se distorsione por completo el sentido de la iniciativa y que surjan problemas de mayor magnitud que los que hoy se confrontan.



Creo que la sociedad chilena y, en particular, sus autoridades deben ser muy conscientes de que en nuestro país tiene vigencia un sistema que convierte a los seres humanos en elementos desechables. Diariamente vemos cómo numerosos compatriotas quedan al margen de toda posibilidad de acceder a un empleo digno. Y las razones son de la más diversa índole. Pero hay una fundamental: la creciente monopolización de la economía está llegando a un punto límite.



Ayer nos sacudimos de una dictadura política. Pero hoy Chile avanza cada vez con mayor celeridad hacia una dictadura económica. Y esta la sufren no solo los habitantes más modestos, sino también pequeños y medianos empresarios que han pasado a ser esclavos de grandes centros de poder que, a través de las megatiendas, de los megamercados, de las megafarmacias, van consolidando a su favor un esquema monopólico que establece reglas propias, al margen de las que rigen en el país. Y los abusos son cada día más manifiestos.



En ese contexto, la regulación de la actividad que desarrollan los vendedores ambulantes me parece más una amenaza que la conquista de derechos.



Tal como lo dije en la sesión anterior en que se trató esta materia, hay que lograr que a ninguna autoridad se le ocurra perseguir a los vendedores ambulantes, porque son chilenos dignos que están intentando ganar el sustento afirmándose en un espacio cada vez menor que aquel en que es posible llevar a cabo una actividad legítima.



Mientras se les estrechan los espacios a esas personas, se están creando condiciones para que muchas de ellas no tengan más alternativa que el campo delictual.



A eso parecen empujar a esa gente muchos que no miran el fondo del problema y solo atienden a los aspectos formales, vistosos. Pretenden despejar las ciudades y sus centros neurálgicos de algo que les incomoda. Porque la presencia de vendedores ambulantes es el signo de una sociedad que no da espacio para que la gente gane el sustento en forma digna.



La tarea no es ocultarlos artificialmente; no es poner un manto para que no se vean, sino asumir tal realidad, proteger a esas personas y permitirles llevar a cabo su honesta actividad.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Pido al público abstenerse de realizar cualquier tipo de manifestaciones. De lo contrario, me veré obligado a ordenar el desalojo de las tribunas.



Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, a mi juicio, la cuestión es muy simple.



Primero, el comercio ambulante existe. Estoy de acuerdo con el Senador que me precedió. Y entiendo que después de su alocución va a votar a favor del proyecto, no en contra.

El señor ÁVILA.- ¡No entendió nada de lo que dije…!

El señor GAZMURI.- Señor Senador…

El señor ÁVILA.- Parece que Su Señoría no estuvo atento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Ruego evitar los diálogos.



Continúe, Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, aquí se procura formalizar. Esa es toda la cuestión.

El señor VÁSQUEZ.- ¿Formalizar a quién?

El señor GAZMURI.- A los vendedores ambulantes. Porque se trata de una actividad que existe, legítima -como se ha dicho-, realizada por gente de esfuerzo que, además, se ha organizado y ha suscrito acuerdos con distintas autoridades.



Por lo tanto, me parece muy insólito que cerremos tal posibilidad y votemos en contra de esta iniciativa. En verdad, no lo entiendo.



Ciertamente, hay objeciones técnicas y burocráticas. Porque también debemos entender que a veces los organismos burocráticos del Estado no desean más problemas o no quieren resolver los existentes, pues son conservadores y les cuesta lo nuevo.



En este caso hay una voluntad clara de los referidos trabajadores de formalizarse, de organizarse. Están disponibles para pagar patente; igualmente, para corregir los aspectos aún discutibles del proyecto y apoyar lo que se resuelva acerca de ellos.



Existe, en efecto, una cuestión vinculada con el registro. Yo la planteé. Puede no ser la mejor idea su carácter municipal. Habrá que estudiarla. Existen diez o más fórmulas alternativas: registros regionales, reglamento de la Dirección del Trabajo, en fin. Discutámoslo.



Los problemas tributarios -lo dijo aquí el Senador señor Naranjo- son todos solucionables. Mucha gente tiene sistemas tributarios específicos.



Entonces, no entiendo las objeciones que llevan a votar en contra el proyecto.



Los aspectos relativos a la seguridad, con la actitud de los trabajadores y de sus sindicatos, se resuelven de muy buena manera. Existen un registro, uso de uniforme, identificación personal con foto del interesado. Y hay detrás una organización responsable. ¡Es evidente que ello aumenta la seguridad!



Ahora, al parecer, el Subsecretario dijo que aquella disminuía. ¡No veo cómo puede disminuir cuando se formaliza la actividad!



Estoy de acuerdo en que es posible hacer mejorías. Pero no considero razonable, sobre todo si queremos dar oportunidad de trabajo decente y reconocido a gente de esfuerzo, que se vote en contra del proyecto.



Así que, obviamente, me pronuncio a favor de la idea de legislar.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tal como lo expresé la semana pasada, el proyecto apunta en la dirección correcta de otorgar mayores grados de dignidad a una actividad que existe y que, de no ser reconocida, continuará en un ámbito donde solo es objeto de arbitrariedades, de represión, lo que no resuelve el problema.



Se intenta, por ende, su regularización. Y si bien vamos a formalizar la actividad de artista o de vendedor ambulante para que se ejerza al interior de los vehículos de transporte público, resulta paradójico prohibirla en tierra, en términos de que no pueda llevarse a cabo en las plazas, en las calles, y los alcaldes persigan a quienes la desarrollan.



Cuando pedimos que el proyecto volviera a Comisión, fue para posibilitar debatir por qué la autorización que vamos a conceder para realizar el trabajo en comento dentro de un medio de transporte público no se hace extensiva a quienes desarrollan igual actividad en la calle. Porque esta va a continuar. Y cada día existe mayor agresión. Carabineros, por expresa instrucción de muchos alcaldes, decomisa la mercadería a los vendedores ambulantes y corre para detener a los artistas y confiscarles sus instrumentos.



El conflicto más visible se registró, durante el verano pasado, entre la Municipalidad de Santiago y los pintores instalados en la Plaza de Armas, a quienes se pretendía obligar a pagar un tributo -imposible de cancelar, por su elevado monto-; de lo contrario, se les amenazaba con desalojarlos del lugar.



Otro aspecto que, de aprobarse la iniciativa, quedaría pendiente dice relación a la facultad de los conductores para permitir la actividad comercial o artística al interior de los vehículos de movilización colectiva. 



De la lectura del informe se desprende que fueron consultados todos los actores involucrados, menos ellos, no obstante disponerse que el ejercicio de dicha labor dependerá de su voluntad.



Por lo tanto, me habría gustado conocer su opinión, porque si no se encuentran incentivados para esos efectos o existe una política, de parte de los dueños de buses o de las grandes empresas del Transantiago, que se halla licitado, en orden a no admitir a vendedores o artistas, la futura ley será letra muerta.



En tal sentido, las reglas de comportamiento de estos últimos trabajadores al interior del bus, articulado o de cualquier naturaleza, deben ser concordantes, claramente, con el rol que cumplen los conductores. Y como estos no participaron en el debate de la iniciativa en la Comisión, me preocupa que puedan adoptar una actitud no coherente con lo que hemos expresado.



Por eso, señor Presidente, insisto en que es necesario aplicar un criterio como el que propongo en un proyecto de ley que se halla en trámite en la Comisión de Educación, tendiente a regular la ocupación de los bienes nacionales de uso público, que son de todos los chilenos. 



Así ocurre en Europa. Y a raíz del conflicto con los pintores de la Plaza de Armas nos preguntábamos por qué en París, en Roma, en Madrid, se permite a los artistas desempeñarse en esos espacios reguladamente, en convenio con la respectiva municipalidad, y no en Santiago. Aquí se les persigue, se les echa encima a Carabineros. En verdad, no comprendíamos que esa situación se hallara normada en ciudades modernas a las cuales deseamos parecernos cada día más y que nosotros no lo hiciéramos.



Entonces, habría sido positivo un segundo debate en esa línea, con el propósito de fortalecer la iniciativa y garantizar que sus disposiciones se cumplan en forma adecuada.



Votaré a favor, señor Presidente, porque me parece que el texto en debate se orienta en la dirección correcta. 



Sin embargo, hago notar que algunos de los aspectos recién señalados quedarán pendientes y se requerirá resolverlos durante la discusión del proyecto de ley de mi autoría a que hice mención. Ello, a fin de evitar el hecho paradójico de que los alcaldes podrán autorizar la actividad tanto de vendedores como de artistas callejeros al interior de los buses de locomoción colectiva, y no así en las plazas, calles y otros bienes nacionales de uso público.



Tales artistas muchas veces presentan creaciones propias, lo cual se inscribe en el mismo espíritu con que el Congreso, afortunadamente, despachó la Ley del Circo, mediante la cual contribuimos a ratificar y dignificar una actividad histórica en nuestro país, así como a regularizar su desenvolvimiento de acuerdo con los municipios.



Reitero que me pronunciaré a favor. Y espero que se puedan abordar las cuestiones pendientes, con el fin de que el cuerpo legal en proyecto sea verdaderamente eficaz.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, en primer término, quiero consignar que me preocupan y juzgo lamentables las expresiones de ciertos señores Senadores en orden a tratar de imputar falta de voluntad política a quienes integramos estas bancadas.



En segundo lugar, la aseveración de que se pretende quitar el derecho al trabajo constituye una interpretación antojadiza. 



Deploro que quien hace un rato pedía respetar la actitud de algunos parlamentarios incurra, breves minutos después, en exabruptos que a mí, por lo menos, me resultan una falta de consideración.



¿A qué se hace referencia al hablar de “sectores que buscan proteger intereses ocultos”? Porque si alguien sabe de eso, debe hacer la denuncia pertinente; si no, se convierte en cómplice.



Deseo subrayar que el cementerio está lleno de personas que abrigaron buenas intenciones. El proyecto fue pésimamente formulado. Y no lo dice solo el Senador que habla: basta leer las intervenciones de los propios parlamentarios de la Concertación.



El texto está lleno, en efecto, de buenas intenciones, pero es complejo en su aplicación, pues, aparte de otros problemas, le entrega la resolución al chofer. ¡Miren qué lindo…! ¡Qué cómodo…!



Y el alcalde también decide si da o no la tarjeta, con un manejo discrecional y, sin duda, político.



¿Qué dijo un Honorable colega? Que los vendedores, a pesar de contar con la autorización municipal respectiva, dependerán únicamente de la voluntad del chofer.



¿Qué dijo el Presidente de la Comisión de Seguridad y Antidelincuencia de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo? Que esto va a permitir un exceso de comercio ilegal.



¿Qué dijo el representante oficial de Ejecutivo? El Subsecretario del Interior subrogante señaló, clara y categóricamente -voy a leerlo para que no haya ningún error-, lo siguiente: “el Ejecutivo está en contra de esta iniciativa legal, cuyo enfoque, según los autores de la Moción está equivocado al situarlo en la lógica de solucionar un problema social, sin embargo, su aplicación no lo soluciona y genera otros problemas de índole social.”.



¡Eso no lo dicen parlamentarios de estas bancadas…! Lo dice el representante del Gobierno que concurrió a la Comisión...!

El señor NARANJO.- Esa persona está equivocada.

El señor CANTERO.- Entonces, ¡por Dios!, vayan a persuadirlos a ellos y no nos supongan a nosotros intenciones que no tenemos.



Y, más adelante, el Subsecretario agrega: “Desde el punto de vista del Ejecutivo, en este caso” -¡escuchen, por favor!- “solo se produce la legalización de una informalidad completa, porque más que una autorización municipal se debería exigir que aquel que desarrolle una actividad lucrativa de esta naturaleza pague las patentes correspondientes”. Y sigue con un largo detalle.



¿Qué dijo el señor Alberto Cuevas, de la Subdirección de Fiscalización del Servicio de Impuestos Internos? Que “en consideración a los instrumentos de fiscalización del Servicio de Impuestos Internos existe preocupación por lo que pudiera significar esta actividad comercial en relación con los esfuerzos que desarrolla el Servicio en el combate de otras actividades que generan serios problemas desde el punto de vista del Impuesto al Valor Agregado”.



¡No se trata de una argumentación nuestra, señor Presidente y señores Senadores…! ¡Es del representante del Servicio de Impuestos Internos que concurrió a la Comisión, en nombre del Gobierno, para dar su opinión en torno al proyecto…!



Y podría seguir repitiendo una serie de otros razonamientos.



¿Qué dijo, por ejemplo, otro representante del Ejecutivo: el señor Manuel Navarrete, Jefe de la Oficina de Fiscalización de Comercio Clandestino del mismo Servicio? “En consecuencia, todo el esfuerzo que ha realizado el Servicio de Impuestos Internos en esta materia, en conjunto con otros organismos, se verá afectado puesto que esta iniciativa legal apunta a formalizar lo informal, produciendo un problema tributario” de proporciones.



¡Es muy fácil fijar cargas a terceros! Porque, en el fondo, se está imponiendo una carga tanto a los dueños de los buses como a los choferes.



¿Y qué dijo el Presidente de una de las federaciones gremiales del transporte? Que está totalmente en contra de la iniciativa, primero, por los efectos que provoca, y segundo, porque contraviene una serie de normas legales reguladoras de la actividad de su sector.



Para concluir, que no se vengan a lavar las manos algunos señores Senadores -entiendo que es muy simpático parecer populista ante el público en las tribunas, particularmente cuando hay aplausos-, por cuanto casi todos los argumentos que leí son de personas de la Concertación que concurrieron al Parlamento en representación del Gobierno.

 

Nosotros compartimos las preocupaciones expuestas. Y estamos dispuestos a buscar las mejores soluciones, porque entendemos que aquí hay un problema social que genera consecuencias económicas y tributarias. 



Ojalá podamos lograr una decisión satisfactoria. Pero el proyecto, por esta vía, no conduce a ningún resultado práctico. 



Estoy cansado de buenas intenciones que han terminado en desastres.



Estoy cansado de buenas argumentaciones en el Congreso, en materia de educación, de salud, de transporte, que han finalizado en un fracaso.



No estoy dispuesto a ser solidario con ninguna de las ineptitudes que he observado en el desarrollo de ciertas ideas o en la aplicación de determinados conceptos, pues terminan siendo gravosos y dañinos para la gente y para aquellos a quienes se desea beneficiar.



Votaré en contra.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- A continuación se halla inscrito el Senador señor Letelier.



No se encuentra en la Sala en este momento.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, en la sesión pasada intervine respecto del proyecto, que, como bien se ha dicho acá, obedece a buenas intenciones y refleja la voluntad de formalizar y legalizar la actividad de quienes se ven obligados a trabajar en el comercio ambulante sin ningún tipo de garantía o derecho reconocido. Lo que se plantea derechamente es la posibilidad de dar autorización para que se cumpla esa labor en el transporte público. 



A mi juicio, la idea es buena -y así lo manifesté en la Comisión-, pero el problema radica en que el texto que nos ocupa presenta más interrogantes que soluciones. Y ello se ve agravado por el parecer negativo de otros actores importantes, como los representantes de las instituciones que podrían concurrir de manera positiva a ayudar a que este sector de la economía se formalizara. Me refiero a los municipios, al comercio establecido, a los servicios encargados de fiscalizar la actividad económica y al Ejecutivo, sin dejar de lado los aspectos de seguridad.



Aquí hay una propuesta, además, de un grupo de trabajadores organizados que estuvieron presentes en la Comisión y que, junto con algunos Diputados, han planteado la iniciativa, la cual, repito, busca legalizar la actividad de los primeros, formalizarla y brindarles la oportunidad de actuar con grados de normalidad y no en la situación en que lo hacen permanentemente.



Tal como lo expuse la semana pasada, en el debate en la Comisión fueron negativas al proyecto todas las posturas y opiniones, salvo las del propio sindicato. Pero igualmente dije, con mucha franqueza, que no se podía rechazar así como así -fue la razón por la cual me abstuve en el órgano técnico-, porque es posible mejorarlo. Es preciso buscar fórmulas o mecanismos, en una nueva discusión, que puedan corregir varios de los problemas que se han señalado.



No es posible entregar al conductor la responsabilidad de permitir o no que suban a un micro los ambulantes que cuenten con una autorización. Eso es dejar en letra muerta el texto de que se trata o entregarlo al libre arbitrio de una persona que no sabemos si andará o no de buen ánimo. Creo que es un elemento muy negativo. No se le puede dar al chofer de un bus, que ni siquiera es suyo, la facultad de decidir si alguien puede o no ejercer, en ese medio de locomoción pública, un trabajo autorizado por otra instancia, como los municipios.



Y no se puede abrir la posibilidad de entregar esas autorizaciones a estos últimos, porque aquí se ha dicho claramente que ello se puede prestar para mil y una situaciones.



Tampoco cabe pensar que todos los trabajadores ambulantes van a estar organizados o que a todos se les podrá exigir que pertenezcan a una entidad que responda por sus miembros, a fin de evitar las dificultades objetivas en materia de seguridad. No podemos hacernos los lesos respecto de estos problemas, pues existen, y los propios vendedores ambulantes son los primeros en reconocer esa realidad y los más interesados en que no se les confunda con la delincuencia. 



En mi concepto, correspondía haber enviado la iniciativa a la Comisión de Trabajo para buscar fórmulas distintas que permitieran avanzar en la legalización de quienes laboran en este nivel de informalidad.



No obstante, el Senado decidió algo diferente, y, por lo tanto, estamos abocados a aprobar o rechazar el proyecto.



Por mi parte, señor Presidente, voy a cambiar la abstención que manifesté en la Comisión y me pronunciaré ahora a favor de la idea de legislar, para hacer posible que en una segunda discusión se corrijan las cuestiones de fondo. Mientras exista una oportunidad de que este sector se legalice y formalice, debemos tratar de colaborar para que sea aprovechada, con buena voluntad, con imaginación. Y para tal efecto debe mediar también un esfuerzo de la institucionalidad del Estado, que ha sido tremendamente negativa para encarar la iniciativa.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero destacar la cantidad de tiempo que pasan las personas en los buses, particularmente en las grandes ciudades.



En segundo término, si uno mira el asunto con una perspectiva histórica, verá que siempre han existido trovadores, comerciantes ambulantes. Basta concurrir a una procesión o presenciar la de la Virgen de Lo Vásquez, por ejemplo, para observar una actividad comercial que satisface las más variadas necesidades de los participantes. Ello es así por mediar una demanda.



En seguida, no me parece bien presentado el proyecto. La eliminación, en forma simultánea, de las referencias a los “desaseados” y a “cualquier clase de comercio en el vehículo” constituye una mezcla que, incluso, podría estimarse como algo irrespetuoso.



Lo referente a quién va a tomar la decisión: el conductor, la línea o los pasajeros, es un asunto que debe ser analizado. Es preciso que se den determinados requisitos.



Respecto de la formalización se requiere un particular cuidado, porque aquellas que exige el Servicio de Impuestos Internos o cualquier autoridad fiscalizadora puede dejarlos a todos fuera.



En un área distinta, tenemos el caso de cerca de 200 mil personas que proveen leña, sobre todo en el centro sur y la zona austral, habiéndose exigido una certificación por el producto seco y el manejo adecuado del bosque, para llegar, finalmente, a la formalización del sector. Pero esto último significa también contar con crédito, con capital, para mantener una cantidad de madera inmovilizada y poder generar una condición virtuosa en el sentido de disminuir la contaminación. 



Formalizarlos es prácticamente liquidarlos. Y ese es un punto que no podemos escabullir.



Lo otro es una cuestión de procedimiento. Si en el Senado rechazamos el proyecto, este irá a una Comisión Mixta, con lo cual nos quedaría un área de maniobra casi igual a cero.



Lo que corresponde -y por eso voy a votarla favorablemente- es que la iniciativa se perfeccione en la discusión particular en la Comisión. Y si se ha escuchado a todo el mundo, que este sea vuelto a escuchar, sobre la base de las intervenciones y los antecedentes nuevos que han surgido aquí, a fin de evacuar una buena normativa.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la verdad es que la moción es bastante simple desde el punto de vista técnico. Se elimina, en el Nº 3 del artículo 91 de la ley 18.290, la frase “o cualquier clase de comercio en el vehículo”, y se establece un artículo 91 bis.



Y varios temas son difíciles de abordar. Porque, efectivamente, lo que leyó el Senador señor Cantero se consigna en la discusión en la Comisión. Además, existe una serie de opiniones contrarias a lo que se plantea.



Sin perjuicio de ello, parece que lo razonable es aprobar en general el proyecto e intentar, mediante las indicaciones que se le formulen, mejorar su texto. 



En mi opinión, falta aclarar, fundamentalmente, cómo va a operar el sistema. Porque se establece que se dará una autorización municipal y que se portará un carné con una foto, pero, en definitiva, el que va a permitir subir o no a un bus será el chofer. No se contempla un reglamento y no se dice cómo se van a entregar las distintas autorizaciones.



Entonces, señor Presidente, el proyecto es bastante malo desde el punto de vista técnico, pero puede ser interesante desde una óptica social. Por lo tanto, en su momento debió haberse aceptado, quizás, una de las propuestas que planteó el Honorable señor Pizarro, en el sentido de enviarlo a la Comisión de Trabajo, que es especialista en la materia señalada, mucho más que la de Transportes.



No sé si ahora es posible considerar esa posibilidad. Porque aquí no se trata de modificar la Ley del Tránsito, sino de establecer un criterio para que los comerciantes ambulantes puedan regularizar su actividad y contar con las autorizaciones necesarias, así como determinarse todo lo que tiene que ver con su relación de trabajo y con el Servicio de Impuestos Internos.



Entonces, parece razonable que el proyecto, tal como se encuentra, en vez de ir nuevamente a la Comisión de Transportes, vaya a la de Trabajo.



En mi concepto, la iniciativa es interesante y se puede mejorar, para resolver el problema social involucrado en la discusión. Lo demás es enfrentarnos con dimes y diretes sin ningún sentido. Lo que le interesa a la gente es que resolvamos un problema, el cual obedece a una situación que hoy día está mal estructurada.



Le pido, señor Presidente, considerar mi solicitud.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Señor Senador, en caso de aprobarse el proyecto, puede solicitar que sea visto por la Comisión de Trabajo. Pero en este minuto no es posible hacer tal petición.

El señor GÓMEZ.- Por lo expuesto, voto favorablemente.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, qué duda cabe de que el presente proyecto -ya aprobado por la Cámara de Diputados- resuelve el problema social de los trabajadores que venden en los diferentes microbuses.


Gran cantidad de Senadores en esta sesión ha señalado que la iniciativa se encuentra mal formulada, pero que, en principio, no estarían en contra de su esencia. Siendo así, creo que lo más lógico es lo planteado por los Honorables señores Pizarro y Gómez: aprobar el proyecto en general y luego hacerle todas las mejorías que requiere para que pueda ser puesto en práctica.



Ahora bien, no tengo claro si es la Comisión de Trabajo la que debiera perfeccionar la iniciativa. No obstante, lo fundamental es aprobarla hoy. Después decidiremos si se envía a la Comisión de Transportes o a la de Trabajo, pero con una finalidad precisa: resolver la situación que afecta a un significativo grupo de trabajadores, como son los vendedores ambulantes en los diferentes medios de movilización.



Voto a favor.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, se me han adelantado algunos colegas en expresar la misma idea, pero yo tengo una diferencia.



Entiendo perfectamente bien -de acuerdo con lo que he escuchado con gran atención- que los integrantes de la Comisión de Transportes han hecho una muy buena labor. Han fundamentado las razones por las cuales se oponen al proyecto. Lo encuentran dificultoso. Han recibido opiniones de distintas autoridades y de otros Senadores.



En consecuencia, me parece que no puede inferírseles el agravio de que la iniciativa no sea analizada de nuevo por dicho órgano técnico.



Distinto es -también voy a votar a favor- que una vez informada por la Comisión de Transportes sea remitida a la de Trabajo; es decir, que pase por ambas instancias.



No considero procedente sacar el proyecto de la Comisión de Transportes para enviarlo a la de Trabajo, como si la primera no hubiera hecho su tarea en la forma debida.



Espero que ambos órganos logren establecer los mecanismos necesarios para garantizar un correcto y adecuado ordenamiento de la labor que desarrollan los comerciantes ambulantes al interior de la locomoción colectiva.



Voto favorablemente.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, entre los autores de la iniciativa hay Diputados de Gobierno y de Oposición. Por consiguiente, no corresponde acusar responsabilidades de uno u otro lado.



En segundo lugar, justo en estos días apareció una información que indica que nuestra economía es una de las más formales de Latinoamérica. Y uno de los sectores informales en Chile lo constituye el de los vendedores ambulantes, en sus diversas expresiones. Pero, curiosamente, son ellos mismos quienes nos están pidiendo que demos un paso en la formalización de la actividad que desarrollan. Por tanto, si estos trabajadores quieren avanzar en ello, sería absurdo que el Senado les negara tal posibilidad. 


Este es el primer paso.



Obviamente que el Servicio de Impuestos Internos se iba a manifestar contrario a la iniciativa. Sería absurdo que su Director hubiera estado de acuerdo en circunstancias de que se están evadiendo tributos. También lo sería que la Cámara de Comercio hubiera manifestado su opinión favorable cuando siempre se ha opuesto a la existencia de los vendedores ambulantes.



Por eso creo que lo peor es ir contra la realidad: con esta iniciativa o sin ella, los vendedores ambulantes seguirán existiendo, pues, como muy bien lo manifestó el Senador señor Horvath, forman parte de la idiosincrasia de Chile.



Se nos presenta una gran oportunidad para dar un pequeño paso en la formalización de un sector que hoy es informal.



Los vendedores ambulantes no son culpables de serlo. El sistema económico los empujó hacia ese tipo de actividad. Pensar lo primero equivale a decir que los pobres son culpables de su pobreza. No lo son. Se trata de una situación económica provocada por un modelo que expulsa del mercado formal a determinados trabajadores y los obliga a desarrollar labores de otra manera.



En vez de asociar dicha actividad con la delincuencia o con algo incorrecto, creo que es el momento de dignificarla. La sociedad, en su conjunto, debe reconocer la función, tan digna, que realizan los vendedores ambulantes, quienes nos han solicitado que los ayudemos en la formalización de su trabajo.



Por lo expuesto, votaré favorablemente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: 12 votos a favor, 12 en contra y 4 abstenciones.


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Escalona, Gazmuri, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami y Vásquez.



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Cantero, Coloma, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Sabag.



Se abstuvieron los señores Ávila, Espina, Prokurica y Ruiz-Esquide.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Las abstenciones influyen en el resultado. Debe repetirse la votación.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto  (12 votos a favor, 10 en contra y 2 abstenciones, que se suman a la mayoría) y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 7 de julio, a las 12.



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Gazmuri, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Votaron por la negativa los señores Allamand, Cantero, Coloma, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Sabag.



Se abstuvieron los señores Espina y Prokurica.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Hago presente al público asistente que está prohibido efectuar manifestaciones. 


Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, no se ha resuelto mi petición de que el proyecto sea remitido a la Comisión de Trabajo para su discusión particular.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, la iniciativa pasará a la Comisión de Trabajo, en vez de a la de Transportes.



--Así se acuerda.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.
)----------(
El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, mañana hay sesión especial para tratar el tema de la crisis energética y a la misma hora se encontraba citada la Comisión de Trabajo para celebrar sesión ordinaria. ¿Habría que pedir ahora la autorización para funcionar paralelamente con la Sala?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Sugiero que la solicite mañana, al inicio de la sesión especial.

El señor ALLAMAND.- Entonces, así lo haré.

SUSTITUCIÓN DE ARTÍCULO 119 DE CÓDIGO DE AGUAS

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Proyecto, iniciado en moción de los Senadores señora Matthei y señor Pérez Varela, que sustituye el artículo 119 del Código de Aguas, con informe de la Comisión de Obras Públicas.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5818-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señor Pérez Varela y señora Matthei).


En primer trámite, sesión 11ª, en 15 de abril de 2008.


Informe de Comisión:


Obras Públicas, sesión 23ª, en 3 de junio de 2008.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es reemplazar el artículo 119 del Código de Aguas, que establece las menciones que deben contener las inscripciones originarias de los derechos de aprovechamiento de aguas, para lograr una mayor precisión y concordar esta materia con el artículo 45 del Reglamento de Catastro Público de Aguas en lo que concierne a la doble inscripción del derecho de aprovechamiento.



La Comisión de Obras Públicas discutió la materia solo en general, no obstante tratarse de una iniciativa de artículo único, y propone a la Sala que adopte igual resolución.



Dicho órgano técnico aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz-Esquide.



El texto pertinente se consigna en el primer informe.



Finalmente, la Comisión deja constancia de que la Dirección General de Aguas entregó una propuesta de indicación, la que se acordó analizar durante la discusión particular.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En discusión general la iniciativa.



Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, el proyecto en análisis, iniciado en moción de la Senadora señora Matthei y de quien habla y aprobado en forma unánime por la Comisión de Obras Públicas -como expresó el señor Secretario en su relación-, es simple.



En la actualidad las inscripciones de los derechos de aprovechamiento de aguas se consignan en dos momentos distintos: primero, ante el conservador de bienes raíces respectivo, que los técnicos llaman “inscripción originaria”, y luego, de acuerdo con el artículo 45 del Reglamento del Catastro Público de Aguas, en el Registro Público de Aguas, perteneciente a la Dirección General de Aguas.



La inscripción en el conservador de bienes raíces prueba las acciones que las personas poseen sobre determinados cauces de agua. Y el Catastro, como el detalle establecido es mucho más preciso, establece -por  decirlo de una manera más burda- cuál es el verdadero caudal que le corresponde al propietario del derecho.



El problema radica en que muchas veces se generan discordancias entre la inscripción realizada en el Registro Público de Aguas y la efectuada en el conservador de bienes raíces. Ello se produce porque el artículo 119 del Código de Aguas no es claro en cuanto a las características y los requisitos que debe tener la inscripción. Es más: para inscribir estos derechos, el conservador exige cada uno de los requisitos; pero estos, lamentablemente, no se definen con claridad en el mencionado artículo 119.



Por lo tanto, la iniciativa tiene como propósito solo estandarizar, uniformar lo que el Reglamento del Catastro señala en cuanto a las características para inscribir los derechos de aprovechamiento de aguas con lo establecido para la inscripción en el conservador de bienes raíces. 



Ello minimizará los conflictos, las dificultades y las discrepancias.



Al inicio de mi intervención expresé que la iniciativa es simple, porque se trata de precisar las menciones que debe contener la inscripción originaria -si los señores Senadores leen con atención la propuesta, verán que son siete-, todas las cuales deben ser demostradas ante el conservador de bienes raíces.



Por consiguiente, no formulamos una exigencia adicional, sino que planteamos un ordenamiento para homologar las normas de ambos registros.



En la Comisión, el Gobierno, a través del titular de la Dirección General de Aguas, organismo dependiente del Ministerio de Obras Públicas, manifestó su conformidad con la iniciativa. Asimismo, tal como consigna el informe, el Ejecutivo planteó una indicación para mejorar los procedimientos a fin de perfeccionar los derechos de aprovechamiento de aguas, propuesta que, sin duda, será analizada en la discusión particular.



En tal sentido, tenemos algún grado de discrepancia con la Dirección General de Aguas. Mediante la proposición señalada, dicho organismo busca tener un rol mucho más preponderante en la resolución de los conflictos, en lugar de que lo hagan los tribunales. A nuestro juicio, se debe perfeccionar el actual sistema procedimental, pero siempre han de ser los tribunales los que resuelvan las divergencias suscitadas entre particulares, entre particulares y juntas de vigilancia, entre particulares y el Estado o entre regantes.



En consecuencia, si bien miramos con simpatía la indicación referida, considero que durante el debate en particular se requerirán algunas modificaciones.



En síntesis, el proyecto nace de una moción elaboramos con la Senadora señora Matthei; es simple, y busca homologar las características que deben contener las inscripciones. 



Estimo que, si el Congreso lo aprueba, muchos de los conflictos, las discrepancias y las dificultades -que son variadas y permanentes- que hoy se producen en esta materia, en especial en el mundo rural, desaparecerán. Ello, porque contaremos con las mismas menciones tanto en la inscripción en el conservador de bienes raíces como en la del Registro Público de Aguas de la Dirección General de Aguas. Por tanto, se conocerán de antemano los caudales de agua que cada propietario tiene derecho a utilizar.



Ese es el sentido de la iniciativa.



En consecuencia, espero que la Sala apruebe la idea de legislar, tal como hizo la Comisión.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, el artículo el Código de Aguas que se propone modificar ha sido fuente de un sinnúmero de problemas.



De hecho, dos proyectos de ley han debido salvar de modo transitorio la falta de inscripción en el Registro Público de Aguas, dado que los  titulares de los derechos  de aprovechamiento se entienden propietarios -y, legalmente, así es- con la sola inscripción en el Registro de Propiedad de Aguas. Ello, porque, al igual que para todo inmueble u otro tipo de bien, como las minas, se establece como dominio o concesión (en el caso de yacimientos mineros) el registro formalizado ante el respectivo conservador.



Nos hemos encontrado -en la Comisión de Agricultura analizamos el punto en dos ocasiones, y en la de Obras Públicas, en una- con que no se podían pagar los subsidios de riego cuando los beneficiarios no tenían inscritos los derecho de aprovechamiento de aguas.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡En el Catastro, se entiende!

El señor VÁSQUEZ.- Exacto: en el Catastro.



Y mucho me temo, señor Presidente, que esa situación se vuelva a repetir. Baste recordar que el subsidio de riego vence en 2010; y si se prorroga, se mantendrá la exigencia de estar inscrito en el Catastro.



En consecuencia, votaré a favor de la idea de legislar. Todo lo que facilite la inscripción de derechos de aprovechamiento de aguas por parte de los propietarios será positivo.



Sin embargo, señor Presidente, pido que el proyecto sea visto por la Comisión de Agricultura. No podemos permitir que lo ocurrido con los subsidios vuelva a suceder a un número importantísimo de personas. En aquella ocasión, durante meses no se pagó el beneficio porque más de 15 mil propietarios no estaban inscritos en el Catastro. Ellos lo estiman como un trámite innecesario.



Cuando las aguas faltan, por norma general, se procede a reducir las cuotas en determinados porcentajes en las asociaciones de canalistas o en la comunidad que las aprovecha. 



De ahí que, señor Presidente, junto con anunciar mi voto favorable, solicito enviar el proyecto a la Comisión de Agricultura, tanto por lo que hemos vivido como por los problemas que los pequeños, medianos y grandes agricultores han sufrido en función del mencionado Catastro Público de Aguas.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, la intervención del Senador señor Pérez -autor de la moción, junto con la Honorable señora Matthei- me ahorra cualquier otro comentario.



Como miembro de la Comisión, debo decir que la iniciativa fue aprobada en forma unánime.



En realidad, las asociaciones de canalistas y todas las personas que de alguna forma deben cumplir con el requisito de que trata el artículo 45 del Código de Aguas, lo único que desean es que el proyecto sea tramitado rápido. Y su objetivo es -como se manifestó aquí- homologar dos registros que se llevan en el país en materia de derechos de aprovechamiento de aguas. 



Históricamente, los derechos originarios han estado inscritos en los conservadores de bienes raíces. Pero hoy día se pretende establecer una equiparidad en tal sentido, básicamente conforme a litros por segundo, y sujetar a determinada exigencia toda la nomenclatura relacionada con anteriores asignaciones de canales, derechos de agua, en fin.



Para ese efecto, la iniciativa homologa los dos registros, lo que facilitará los trámites. Por eso, contó con la aprobación unánime en la Comisión. Esperamos que ocurra lo mismo en la Sala y podamos despacharla cuanto antes.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, la moción presentada por los Honorables colegas pretende flexibilizar y homologar la inscripción en el Catastro Público de Aguas con la inscripción en el Registro de Propiedad de Aguas que llevan los conservadores de bienes raíces.



Sin embargo, los verdaderos títulos, los que valen y se ejercen, están inscritos en dichos conservadores. Dicho Catastro solo tiene carácter administrativo, en virtud del artículo 122 del Código de Aguas. Esto ha provocado la situación descrita por el Senador señor Vásquez, cual es que los inscritos en el Catastro Público, que es un acto administrativo, quedan impedidos de ejercer el legítimo derecho de propiedad que tienen los dueños de las aguas. 



Los primeros perjudicados fueron los agricultores y, curiosamente, la Comisión Nacional de Riego. Ella había destinado 14 mil millones de pesos a obras que se ejecutaron, pero no pudieron ser cobrados. Para hacerlo, se requería estar inscrito en el Catastro.



Es más: con respecto a muchas de las obras de riego realizadas por el Gobierno a través de canales y embalses construidos a lo largo del país, como La Paloma, Santa Juana, Digua, Pencahue, Laja-Diguillín, hoy día ninguno de los agricultores puede optar a subsidios para el riego, porque no  se hallan inscritos en el Catastro Público.



Por lo tanto, existe una limitante grave para los pequeños y medianos agricultores.



¡Cómo será que para poder pagar esos 14 mil millones de pesos tuvimos que aprobar una normativa especial!



En consecuencia, hay una medida administrativa relacionada con dicho Catastro que impide ejercer el legítimo derecho de propiedad a los agricultores que tienen las aguas. Y eso, incluso, significa una vulneración al artículo 19, número 26°, de la Constitución Política de la República, pues se ponen trabas al libre ejercicio del derecho de aprovechamiento de aguas.



Por ello, creo que el proyecto, que parece inocente, tendrá diversas consecuencias en virtud de lo señalado, siendo necesario escuchar a los sectores involucrados.



De otro lado, señor Presidente, es del caso destacar que la Comisión de Obras Públicas solo extendió invitación a ciertas personas, en especial a representantes de la Sociedad Nacional de Agricultura. Pero se los citó el lunes para el martes. Naturalmente, enviaron una carta declarando que  era imposible que una materia tan sensible como esta fuese expuesta de un día para otro.



Recuerdo que en uno de los viajes que realicé a mi Región visité San Carlos y me reuní con la Junta de Vigilancia del río Ñuble. Después de conversar sobre algunas materias, sus integrantes se manifestaron indignados por la forma en que se está procediendo. Dijeron que “cómo era posible que ello ocurra”. Vale decir, estimaron que era grave la situación.



Por eso, es importante escuchar a los sectores implicados en el asunto. Lo digo porque lo que ayer se vio como inocente, hoy implica diversas consecuencias. 



Incluso, mañana celebraremos una sesión especial para tratar el problema energético. 



Cabe señalar que tanto la Corfo como la Comisión Nacional de Riego realizan estudios para aprovechar las aguas. ¡Pero todo se encuentra parado por el cuello de botella que representa el artículo 122 del Código de Aguas!



Por lo tanto, señor Presidente, siendo este un proyecto con buenas intenciones -no me cabe duda-, debe escucharse a los sectores involucrados. 



La Sociedad Nacional de Agricultura invitó a diversos técnicos para ser escuchados por la Comisión de Obras Públicas. 



Una situación similar ocurre con la Junta de Vigilancia de los Regantes. Sus miembros no han sido consultados.



Porque esto, que parece un inocente proyecto de ley que tiende a facilitar las cosas, podría causar graves daños, como los que ha estado provocando el artículo 122 del Código de Aguas.



Sin embargo, se pretende perfeccionar ese precepto, en circunstancias de que fue necesario aprobar una normativa para suspender su aplicación. Si la idea es tratar de sacar muchas centrales de pasadas de agua, a lo mejor, nuevamente habrá que suspenderla.



Lo anterior hay que analizarlo de manera profunda.



Por último, reitero: por ser este un proyecto de ley no objetable, por lo menos hay que escuchar a los sectores involucrados antes de que llegue de nuevo a la Sala.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en verdad resulta loable el objetivo tendiente a lograr una mayor claridad respecto de las inscripciones de derechos de aprovechamiento de aguas, lo cual significa reemplazar el artículo 119 del Código de Aguas, haciéndolo concordante con el artículo 45 del Reglamento de Catastro Público. Así se evitarán errores u omisiones al momento de efectuar la doble inscripción.



El problema es real. Pero ésta es solo una parte de él. Hay algo más profundo, porque sería necesario resolver primero la equivalencia de la acción en los cauces. 



Los Senadores de sectores rurales y agrícolas saben que los cauces se encuentran divididos desde principios de siglos en diversas partes. Y si esto no queda saneado totalmente, el desorden y el caos de los diferentes cauces y cuencas en que se presenta tal situación se transformarán en una limitante para la convivencia y el desarrollo de la equidad entre los distintos usuarios de una fuente. Ejemplos patéticos de ello son los derechos de los regantes de los ríos Ñuble y Laja, por nombrar algunos.



Dicho de otra manera, ya que hay ánimo para tomar acuerdos y estamos en vías de hacerlo, ¿por qué no solucionamos todos los problemas que generan conflictos permanentes, ponen trabas al desarrollo y afectan la equidad? ¿Por qué no se revisan todas las normas que no hacen imperio, son ineficaces o no están actualizadas con la dinámica del desarrollo y con los conceptos modernos de equidad y gestión del agua? 



Lo anterior, por cierto, considerando en todo momento la valiosa opinión del lugar donde se viven y sufren los problemas, que son las regiones y los sectores que conocen exactamente las dificultades que surgen.



El problema existe, al igual que muchos otros que también requieren solución, como el artículo 172, sobre modificaciones de cauce.



En este sentido, uno se pregunta por qué hacer las cosas tan fáciles ante un interés parcial. A veces ellas se dificultan frente a los intereses de fondo. Por eso, creo que estos últimos deberían abordarse de una vez.



En el Registro Público de Derechos de Aprovechamientos de Aguas, según lo indica el Reglamento, deberán registrarse todos los derechos constituidos o reconocidos en conformidad a la ley. Tal inscripción, de acuerdo con lo establecido en los artículos 32 y siguientes de ese mismo texto, tiene el carácter de obligatoria, pues la Dirección de Aguas está obligada a no recepcionar la solicitud relativa a los derechos de aprovechamientos de aguas, a menos que los interesados exhiban copia autorizada del respectivo Catastro Público (artículo 33 del Reglamento). 



Las menciones que debe contener la referida inscripción, señaladas en el artículo 45 del Reglamento del Catastro, se consideran características esenciales de cada derecho de aprovechamiento de agua objeto de regularización. 



Sin embargo, con iniciativas individuales resulta perfectamente esperable que el problema global no se resuelva nunca. 



Insisto, el asunto de fondo radica en los miles de titulares con derechos no perfeccionados ni identificados por completo. La mayoría de ellos no cuenta con conocimientos ni recursos para regularizarlos. Por ello, la vía existente -la judicial- solo puede ser utilizada por quienes poseen recursos económicos. Se produce con eso nuevamente un asunto de equidad: el que posee dinero resuelve su situación, y quien no, la mantiene eternamente.



El Director General de Aguas señaló que su institución está de acuerdo con el proyecto en análisis. Aunque no tuve oportunidad de participar en el debate habido en la Comisión, me gustaría preguntar a dicha autoridad -tal vez los señores Senadores que representan a zonas rurales tienen la misma inquietud-: ¿soluciona esta iniciativa el problema a todo el mundo o con ella solo se atienden las necesidades de los más poderosos, por así llamarlos? 



La modificación al Código de Aguas de la ley N° 20.017, aparte de trancar las tramitaciones en la Dirección General por seis meses a lo menos,  permite que hoy solo puedan acceder al recurso los grandes empresarios cuando se entra en hipótesis de remate y tienen dinero para ofertar. Al respecto, cabe preguntar si la gente tendrá alguna razón para seguir en el campo cuando vaya quedando sin agua. 



Algunos dirán: “El Estado verá cómo resuelve el problema”. Como queremos anticiparnos a ello y posibilitar la regularización y el cuidado de los derechos de los pequeños propietarios, pensamos que esto requiere un debate mucho más profundo.



El Director General de Aguas en su informe propuso el establecimiento de un procedimiento voluntario, para que no sea necesario demandar al Fisco, sino solo hacer una presentación ante el tribunal respectivo. De ese modo, la DGA puede emitir un informe, para que, en mérito de este y con los antecedentes que proporcione el solicitante, se resuelva la solicitud. 



La idea de contar con una modalidad más expedita para el perfeccionamiento de los derechos de aprovechamiento de aguas ha sido analizada también, con toda propiedad, por la Sociedad Nacional de Agricultura. 



No obstante, la única institución que cuenta con capacidad técnica y la información necesaria para desenredar esta madeja llena de nudos ciegos es la Dirección General de Aguas. 



¿Por qué se piensa, entonces, en una solución vía tribunales o, al menos, mixta con tribunales? 



¿No sería mucho más práctico y efectivo que a la Dirección General de Aguas se la dotara de facultades directas para perfeccionar aquellos derechos no regularizados, a través de actos administrativos? 



¿No sería mejor que a la DGA se le otorgaran los recursos humanos y económicos necesarios para ello -constituye un trabajo muy sensible que requiere de un ente capacitado técnicamente y garante del interés colectivo-, dejando la alternativa de recurrir a los tribunales y que el peso de la prueba sea de quienes no concuerden con lo resuelto? Es decir, un procedimiento administrativo previo a la comparecencia judicial.



Advierto: si insistimos en que se recurra de manera inmediata a un juicio sin buscar la mediación de la Dirección General de Aguas, estaremos posibilitando que los únicos que puedan ganar en ese trámite sean los que cuentan con más dinero, más capacitación, más contacto y tengan la posibilidad de pagar a un abogado. 



Si se dieran las facultades anteriormente mencionadas a la Dirección General de Aguas, tendría que ser con plazos y recursos bien acotados. En mi opinión, esa sería la solución global definitiva, que apunta hacia la equidad con un garante público distinto de los tribunales. Porque estos no tienen por qué conocer la compleja trama de la ley de derechos de agua -como lo hemos señalado respecto de muchos asuntos laborales- ni en la Corte Suprema hay salas especializadas en la materia. 



Por lo tanto, al organismo técnico -la DGA- se le deben dar las instancias de mediación o resolución que sean apelables ante las instancias judiciales. Porque recurrir directamente a los tribunales deja en desmedro a los más modestos, quienes generalmente pierden por incapacidad de defensa.



En lo que dice relación a los derechos de volumen por unidad de tiempo, lo más seguro es que estos se reducirán, pues el vital elemento es cada vez más escaso. Su valor radica en que se establece un criterio, una proporcionalidad, de acuerdo con la disponibilidad de agua existente. Y para alcanzar una buena lógica habría que hacer una equivalencia global. La única institución -reitero- que la puede efectuar es la Dirección General de Aguas, dado su nivel técnico.



Entonces, señor Presidente, insisto en la necesidad de un debate mayor. No sé si la Comisión de Obras Públicas lo realizó. Porque esto no puede quedar entregado única y exclusivamente a la iniciativa particular de aquellos que poseen recursos para poder entablar estas acciones. El problema, que se viene arrastrando desde 1998, sigue enredado, y es aun peor. Por lo tanto, estamos tratando de corregirlo. 



¿Por qué no resolver el asunto de fondo de una vez por todas y no solo para los que tienen recursos? De esa forma evitaremos que algunas organizaciones se “suban por el chorro”. La Junta de Vigilancia del río Ñuble -que tiene harta buena voluntad- podría pensar en caudales del orden de los 50 metros cúbicos por segundo comprometidos en el riego histórico. Pretende, a través del perfeccionamiento judicial, alcanzar 109 metros cúbicos; es decir, prácticamente el doble o el triple de lo que ha necesitado hasta ahora, por el solo mérito de la inscripción. Y esto me parecería justo si estuviera debidamente resguardado y garantizado, aunque lo dudo. Siendo el agua un bien cada día más escaso, más allá de inscripciones y solicitudes, no tenemos certeza de que vaya a haber disponibilidad del vital elemento.



Las asociaciones de regantes son buenas,  porque defienden el derecho de las personas. Pero también persiguen soluciones que estén de acuerdo con los intereses de ellas. 



Yo apelo a que las observaciones que he hecho al proyecto sean consideradas, aunque pretendo presentar las indicaciones necesarias para mejorar su texto.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, si hay intención de  resolver el problema, solicito la apertura de la votación. Aunque varios señores Senadores intervendrán, tal vez Su Señoría podría acoger mi planteamiento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En verdad, si intervinieran todos quienes están inscritos, no podríamos votar hoy la iniciativa.

El señor LARRAÍN.- Abra la votación.

El señor LETELIER.- Que se abra, señor Presidente.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En votación general el proyecto.



--(Durante el fundamento de voto).
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el objetivo de la moción que estamos discutiendo es muy simple. Lo señaló el señor Senador que la presentó: modificar el artículo 119 del Código de Aguas. Así debe ser entendido por los Honorables colegas. No apunta a otra materia. Y en la Comisión de Obras Públicas nadie se pronunció en su contra. Constituye una enmienda para perfeccionar y facilitar las inscripciones de los derechos de aprovechamiento de aguas, lo que va a ayudar a grandes y pequeños propietarios de derechos, al homologar la exigencia de información que deben contener los dos registros existentes: el de los Conservadores de Bienes Raíces y los establecidos en el artículo 45 del Reglamento del Catastro Público de Aguas.



La Junta de Vigilancia del río Ñuble se ha reunido con varios señores parlamentarios. También lo hizo conmigo. Y a algunos les expresó cosas completamente falsas. No es el caso de lo planteado por el Senador señor Navarro.


Una de las inquietudes de Su Señoría se discutió en la Comisión. Su debate quedó pendiente. 



La indicación respectiva tiene que presentarla el Ejecutivo. La queremos analizar en la discusión particular. Se refiere básicamente al último asunto planteado por ese señor Senador.



Quiero señalar que en la Comisión se desarrolló un trabajo muy serio. Porque aquí da la impresión de que ella no ha escuchado a nadie. Muy por el contrario. 



La Junta de Vigilancia del río Ñuble ha formulado reparos precisamente respecto de una indicación del Ejecutivo que se nos pidió incorporar en esta moción para perfeccionar el mecanismo de reclamo existente frente a los tribunales, la cual, por cierto, vamos a discutir escuchando a las organizaciones interesadas y, también, a las personas que deseen participar a este respecto.



Sin embargo, debo señalar que la Comisión ha realizado un trabajo muy serio. Se trata de una iniciativa bastante buena, que otorga facilidades a todas las personas involucradas, especialmente a los pequeños propietarios de derechos de agua en relación con los que disponen de mayores recursos para efectuar todas las modificaciones propuestas. 



Por lo tanto, la moción apunta en el sentido correcto; el Ejecutivo la respaldó plenamente, y todos los miembros de la Comisión la votamos a favor. 



Así es que pediría circunscribirse al mérito del proyecto, sin perjuicio de que cada Parlamentario puede formular las indicaciones que estime pertinentes. 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez para fundamentar el voto. 

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, no tengo la menor duda sobre la muy buena intención de quienes han participado en la elaboración de este proyecto de ley. Así es que solo plantearé algunas inquietudes acerca de ciertos alcances de las modificaciones que se sugiere introducir al artículo 119 del Código de Aguas. 



Partiendo de la base de que dicho cuerpo legal es uno de los más intrincados del país, muy complejo, lo que deberíamos haber entendido hace mucho tiempo es la diversidad de nuestro territorio desde el punto de vista geográfico, dado que resulta absurdo que sus disposiciones rijan por igual tanto en Aisén como en Antofagasta. 



Es ilógico. El agua tiene un sentido por completo distinto desde Coquimbo hacia el norte. Existen por lo menos 3 macrozonas particularmente diferentes en cuanto a los alcances del citado Código. 



Reitero mi certeza sobre la buena intención de la iniciativa, porque permite a los pequeños y medianos propietarios agrícolas acceder con mayor facilidad a la obtención de los derechos de agua correspondientes. 



Pero tengo dudas -que con seguridad en las zonas central y sur no constituyen mayor problema- con relación al número 4 del artículo 119 propuesto, que dice: “El o los puntos donde se captará el agua y el modo de extraerla;”, pues se trata de un tema complejo en zonas donde los acuíferos se encuentran agotados. Y así ocurre en el norte con la mayoría de ellos. 



Por eso, cuando se designa uno o más lugares donde extraer agua subterránea, debe hacerse con precisión, ya que de lo contrario se generará una dificultad extraordinariamente grave: la ocurrencia de un litigio, que, al final, lo más seguro es que terminará siendo resuelto por la justicia. 



Por tal razón, no obstante avalar la idea de que la moción de los Senadores señora Matthei y señor Pérez Varela simplifica bastante los trámites que establece el actual artículo 119 del Código de Aguas -lo cual se desprende de su lectura-, no cabe duda, sin embargo, de que ciertas disposiciones contenidas en ella pueden resultar de difícil aplicación según la zona del país de que se trate. 



De ahí que me parece bien lo manifestado por el Honorable señor Sabag en el sentido de que se debe escuchar a todas las personas implicadas, con especial atención a las provenientes de distintos lugares del país, pues no es lo mismo el derecho de agua aplicado en la zona central que en la zona norte, y con mayor razón no es igual si lo remitimos a la Patagonia, que hoy se encuentra tan de moda. 



Entonces, pido -por favor- hacer un esfuerzo para adaptar las normas del Código de Aguas a las condiciones de cada una de las Regiones. 



Voto a favor.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en primer lugar, vuelvo a insistir en que la Mesa distribuya los tiempos como corresponde, ya que no es posible que algunos señores Senadores intervengan 15 minutos, otros, 10 minutos, y los últimos debamos limitarnos a 5 minutos. 



Creo que eso dificulta el debate. 



En segundo término, debo hacer presente que nosotros aprobamos el proyecto porque nos pareció adecuado. Escuchamos a las personas que tenían conocimientos técnicos, y dejamos expresamente establecido en el primer informe que, con ocasión del análisis en particular, se iba a analizar el tema oyendo a otras personas. 



En el referido informe -y de acuerdo con la información verbal proporcionada por las personas de Secretaría que trabajaron con nosotros-, se deja constancia de que la Sociedad Nacional de Agricultura manifestó que no podía concurrir a la Comisión por disponer de poco tiempo, y se acordó escucharla en la discusión particular del proyecto. 



Además, se pidió a uno de los señores Senadores dar nombres de personas para ser escuchadas por el órgano técnico -que ahora ha planteado la ausencia de ese trámite-, pero no dio a conocer ninguno en ese momento. 



En definitiva, se encuentra tan expresamente claro que lo que nos interesa es trabajar bien, ya sea en el informe relativo al debate en general como en el de la discusión particular, y oyendo a quien desee ser escuchado, que no tengo ningún inconveniente en aprobar la iniciativa y, de ese modo, ratificar mi voto entregado en ese instante. 



Ahora, señor Presidente, debo manifestar mi opinión general sobre el tema, que, obviamente, no muchos comparten. 



Yo siempre he considerado -desde que empezó a tratarse el asunto hace muchísimos años- que el agua es un elemento esencial, pertenece al país, por ende, a cada ciudadano globalmente considerado; es de la sociedad chilena, del Estado chileno. 



En tales condiciones, debe hacerse una adecuada distribución de dicho recurso, dependiendo de si se trata de la zona norte, central o sur, porque las circunstancias en cada una de ellas son distintas. Pero de ahí a enviar la iniciativa de nuevo a la Comisión de Obras Públicas, o ahora decidir su paso por la de Agricultura, perdónenme Sus Señorías, creo que significaría generar, por ese afán de mandar a una y otra Comisión, una dificultad muy grande en la discusión del proyecto. 



Tenemos una iniciativa tratada por 3 organismos técnicos, lo cual, evidentemente, no es un buen mecanismo. 



Por eso, la observación realizada en el sentido de que lo propuesto daña fundamentalmente a los propietarios de derechos de agua más pequeños no la entendí de esa forma, al igual que ahora. Pero si así fuera, sin duda, tendríamos que solucionarlo. 



Entonces, señor Presidente, lo que se debe hacer aquí es votar el proyecto -y yo me pronunciaré favorablemente-, que vaya a la Comisión para segundo informe, como corresponde, e invitar a todas las personas que deseen asistir, incluidos los señores Senadores, entre los cuales podría estar el Honorable señor Núñez, a quien con mucho cariño estoy respaldando en sus dichos, pero que no me escucha por estar conversando.

El señor LETELIER.- Está “reflexionando” sobre lo que expuso en su intervención.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Puede continuar, Su Señoría. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- En resumen, señor Presidente, propongo aprobar el proyecto, y que asistan todos los interesados a la discusión particular en la Comisión de Obras Públicas -cuyos nombres se nos prometieron, pero que no nos entregaron en el debate en general-, que es lo que corresponde, a la cual pueden concurrir los miembros de la Comisión de Agricultura que deseen emitir su opinión. 



Así es que, manteniendo claramente mi opción -tal vez en la próxima reencarnación- de que el agua sea un bien nacional y de que no se halle adscrita a la propiedad personal, sobre todo sabiendo con exactitud que las próximas guerras estarán motivadas por el agua y no por el petróleo, apruebo en general el proyecto.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo. 

El señor NARANJO.- Señor Presidente, si bien es cierto que en apariencia se trata de una iniciativa inocente tanto en su presentación como en su argumentación, reviste implicancias de distinta naturaleza. Y, en ese sentido, comparto plenamente lo señalado aquí respecto de que esta visión homogénea para realidades heterogéneas no corresponde. 



Por eso, estoy disponible para aprobar en general el proyecto, pero considero muy oportuno enviarlo a la Comisión técnica respectiva: la de Agricultura. 



No se trata de poner obstáculos al trámite de la normativa en debate. Me parece bien que continúe en la Comisión que ya la analizó en primera oportunidad, pero solicito a la Sala que ahora sea vista conjuntamente con la de Agricultura, que es la que está más directamente relacionada. 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier, con lo cual terminamos con la fundación del voto. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el agua es utilizada por varios sectores de la economía, como el industrial eléctrico, pero no solo por la agricultura, y lo digo a pesar de representar a una Región que usa intensamente dicho recurso. 



Sin embargo, independientemente de la utilización del agua, lo que se debe asumir es que el Parlamento -yo lo prefiero enfocar así- no hizo bien su trabajo cuando reformó el Código de Aguas (quizás no se contó con la asesoría adecuada), ya que los requisitos para inscribir en el Registro de Aguas del Conservador de Bienes Raíces no son los mismos que los establecidos en la ley, lo cual lleva a un conflicto innecesario. 



Y ese es un dato de la realidad, más aún si se considera que existen varios procedimientos de regularización o de perfeccionamiento, dada la historia de nuestro país. En algunos casos, los derechos de agua fueron inscritos de determinada manera, y en otros, de modo diferente. Necesitamos avanzar hacia una regularización, una estandarización de los procedimientos de inscripción en los conservadores de bienes raíces y, sin duda, establecer algo que la Dirección General de Aguas estima relevante, como es contar con unidades de medición de volúmenes por tiempo. Eso es básico. A veces, en las escrituras los derechos aparecen expresados como “tejas”; en otras, como “acciones por hectárea”, y en otras, como “acciones por cuadra”. Es decir, no hay armonía y, como lo han indicado otros Honorables colegas, lo que se exige para el Registro no es lo mismo que lo que se pide para los conservadores.



En el momento en que la Comisión de Obras Públicas analizó el proyecto, hubo coincidencia en cuanto a que su contenido debió haber sido abordado cuando, no hace mucho tiempo, se legisló sobre el Código de Aguas. No fue así. Por eso, quiero hacer un reconocimiento a sus autores, dado que, si bien la iniciativa no tiene gran trascendencia, constituirá un aporte importante para facilitar el trabajo de quienes deben inscribir, regularizar o perfeccionar derechos.



Un tema que surgió durante el debate fue la posibilidad de revisar, a petición del Ejecutivo, un aspecto relacionado con la situación que se presenta cuando hay controversia en la materia. Y existe voluntad en la Comisión para estudiarlo.



Comparto en plenitud la opinión del Senador señor Núñez en orden a que resulta necesario generar instrumentos que permitan diferenciar la realidad de los distintos territorios del país. En algunos lugares los acuíferos ya están absolutamente agotados. En varios la situación es dramática. La verdad es que se entregan derechos de aprovechamiento que exceden la disponibilidad del recurso. Y el problema se va a agudizar. Por ello, es fundamental establecer que los derechos se inscriban, homogéneamente,  en volúmenes por tiempo, única forma de prorratear el agua en caso de mayor escasez.



Nosotros pedimos que el proyecto sea aprobado en general. En lo personal, como Presidente de la Comisión de Obras Públicas, no tengo inconveniente en que lo vean todas las Comisiones que quieran, sin perder de vista que, aun cuando el uso del agua no es un problema exclusivo de la agricultura, su objetivo es estandarizar los requisitos para la inscripción tanto en el Registro Público como en los conservadores.



Otra cosa, señor Presidente -que no podemos hacer con motivo de la presente iniciativa-, es efectuar un debate sobre una política nacional de aguas. En nuestro país no existe, claramente, una definición estratégica sobre la materia y, tal como lo decía el Senador señor Ruiz-Esquide, el agua puede ser causa de muchos conflictos en el futuro. Es uno de los recursos naturales básicos para la supervivencia de la especie humana y, probablemente, deberíamos abrirnos a la idea de realizar una sesión especial acerca del tema en algún tiempo más.



Voto que sí. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos) y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 14 de julio, a las 12.



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Vásquez.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Se ha solicitado que el proyecto sea enviado también a la Comisión de Agricultura.



¿Habría acuerdo?

La señora MATTHEI.- No, señor Presidente. Que los Senadores interesados en él vayan a la Comisión de Obras Públicas.

El señor LETELIER.- Votemos, señor Presidente.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Quienes deseen que la iniciativa sea remitida solo a Obras Públicas deben votar “sí”.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se acuerda enviar el proyecto, para segundo informe, exclusivamente a la Comisión de Obras Públicas (12 votos contra 4 y 4 abstenciones).



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Espina, Flores, García, Horvath, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Votaron por la negativa los señores Muñoz Aburto, Naranjo, Sabag y Vásquez.



Se abstuvieron los señores Gazmuri, Letelier, Navarro y Núñez.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Pasamos al Tiempo de Votaciones. 
VI. TIEMPO DE VOTACIONES

MEDIDAS PARA EVITAR DISTORSIONES EN FIJACIÓN DE 

TARIFAS ELÉCTRICAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo de los Honorables señores Horvath, Ávila, Bianchi, Muñoz Aburto, Navarro y Vásquez.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1074-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 23ª, en 3 de junio de 2008.


Oficio de Comisión:



Economía, sesión 25ª, en 10 de junio de 2008.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que adopte medidas tendientes a evitar distorsiones en la fijación de las tarifas eléctricas.


Asimismo, que considere presentar indicaciones y le asigne “suma” urgencia al proyecto que modifica los procedimientos tarifarios de la Ley General de Servicios Eléctricos, que se encuentra pendiente en la Cámara de Diputados.



La Comisión de Economía, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó informar al Senado que esta iniciativa no le merece observaciones.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado.



--Se aprueba.
FOMENTO DE MEDIOS DE GENERACIÓN RENOVABLES, PROYECTOS HIDROELÉCTRICOS DE BAJO IMPACTO Y USO EFICIENTE 

DE ENERGÍA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Allamand, Frei, Horvath y Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1062-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 17ª, en 6 de mayo de 2008.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa tiene por objeto reconocer la importancia del desarrollo de la hidroelectricidad en el progreso del país, rechazar las descalificaciones efectuadas desde el exterior a nuestra institucionalidad ambiental y solicitar al Gobierno que continúe impulsando el manejo integrado de las principales cuencas hidrográficas del país y el fomento de los medios de generación renovables, los proyectos hidroeléctricos de bajo impacto y el uso eficiente de la energía.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado por 21 votos a favor y 3 en contra.



--Se aprueba.
POLÍTICA DE ESTADO EN MATERIA DE MONITOREO 

DE VOLCANES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo formulado por los Honorables señores Naranjo y Muñoz Aburto.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1070-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 19ª, en 13 de mayo de 2008.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La finalidad de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República la conformación de una comisión de especialistas que elabore una política de estado que permita establecer el monitoreo de los volcanes activos.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado.



--Se aprueba.
CAMBIO DE DENOMINACIÓN DE GRUPO DE ARTILLERÍA 

DE REGIMIENTO REFORZADO N° 7 CHACABUCO, 

DE CONCEPCIÓN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo de los Honorables señores Naranjo y Navarro.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1081-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 25ª, en 10 de junio de 2008.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que interceda para que el Grupo de Artillería del Regimiento Reforzado N° 7 Chacabuco, de Concepción, deje de denominarse “General Roberto Silva Renard”, como un acto de reparación a las víctimas de la Escuela Santa María, de Iquique.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1081-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 25ª, en 10 de junio de 2008.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En votación.

El señor LETELIER.- ¿Qué proyecto de acuerdo se votará, señor Presidente? 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- El número 4, señor Senador.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto de acuerdo (12 votos contra 10).



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Espina, García, Kuschel, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide y Sabag.


Votaron por la afirmativa los señores Escalona, Flores, Gazmuri, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami y Vásquez.
)----------------(

El señor NÚÑEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, deseo saber si, en mi condición de Presidente de la Comisión de Ética, estoy en condiciones, reglamentariamente, de convocarla a reunión.



No sé si es factible que lo haga el señor Secretario General. Porque entiendo que dicho órgano no tiene secretario como las demás Comisiones de nuestra Corporación.



Si el señor Secretario General puede hacerlo, le pido que convoque a la reunión especial  que se solicitó al comenzar la presente sesión -yo puedo conversar con él al respecto-, aun cuando todavía falta que el Comité pertinente nombre al reemplazante del Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Así es.



Lamentablemente, Su Señoría, en este momento no hay quórum para tomar acuerdos.



Empero, entiendo que cualquier Senador puede solicitar que se reúna la Comisión de Ética. Y así se ha hecho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La cita su Presidente.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor ALLAMAND:



A la señora Directora de la Oficina de la Superintendencia de Servicios Sanitarios de la Región de los Ríos y a los señores Director de la Comisión del Medio Ambiente de dicha Región y Alcalde de Lanco, pidiéndoles solución y sanciones ante PROBLEMAS DE REBASE EN PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS DE LANCO.



Del señor CANTERO:



Al señor Contralor General de la República, requiriéndole respuesta a DENUNCIA DE DOÑA GISELLA AVARIA FLORES, DE TALTAL (Segunda Región). A la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y al señor Director del Instituto Nacional de la Juventud, solicitándoles información sobre FINANCIAMIENTO PARA PARTICIPACIÓN EN SEGUNDAS JORNADAS DE AGUA Y JUVENTUD EN ZARAGOZA, ESPAÑA.


Del señor FREI:



A la señora Ministra de Educación, para requerir su opinión acerca de CARTA DE REPRESENTANTES DE ESCUELA AGRÍCOLA DE RÍO NEGRO SOBRE SUBVENCIÓN A INTERNADO y para que considere nota en cuanto a SITUACIÓN FINANCIERA DE DEPARTAMENTO DE EDUCACIÓN DE MUNICIPALIDAD DE SAN PABLO (ambos de Décima Región). Al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Director General de Aguas, solicitándoles informar sobre RESULTADO DE FISCALIZACIÓN EN TORNO A POZOS CLANDESTINOS EN PAMPA DEL TAMARUGAL. Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, tocante a SOLICITUD DE RECONSIDERACIÓN DE SANCIÓN A ESCUELA DE CONDUCTORES PROFESIONALES “ACADEMIA NACIONAL DEL TRANSPORTE S.A.”, DE SANTIAGO. Al señor Subsecretario de Pesca, solicitándole parecer sobre PETICIÓN DE SINDICATO DE TRABAJADORES INDEPENDIENTES PESCADORES ARTESANALES TRAVESÍA, DE NIEBLA. Y al señor Director Nacional de Vialidad, requiriendo su pronunciamiento con respecto a PROYECTO DE PAVIMENTACIÓN ASFÁLTICA EN SECTORES DE COMUNA DE SAN PABLO.


Del señor HORVATH:



A los señores Ministro del Interior y Presidente de la Junta Nacional de Bomberos, pidiéndoles FINANCIAMIENTO PARA SATISFACCIÓN DE REQUERIMIENTOS DE SEGUNDA COMPAÑÍA DE BOMBEROS DE LA JUNTA. A los señores Ministros del Interior, de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones, y Director Nacional de Aeronáutica Civil, solicitándoles MEDIDAS PARA DISMINUCIÓN DE RIESGOS EN VUELOS POR ZONA AUSTRAL. Al señor Ministro de Defensa Nacional; a las señoras Delegada Presidencial en Zona de Catástrofe de Palena e Intendenta de Aisén, y al señor Intendente de Los Lagos, solicitándoles disponer medidas para VIAJES TERRESTRES A CHAITÉN DE FAMILIAS ALBERGADAS EN REGIÓN DE AISÉN. Al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, planteándole OTORGAMIENTO DE CONCESIONES PROVISORIAS A EMPRESAS SALMONERAS AFECTADAS POR SISMO EN FIORDO DE AISÉN EN 2007. Y a la señora Ministra de Educación, pidiéndole SOLUCIÓN A PROBLEMAS DE ALUMNOS Y PROFESORES DE REGIÓN DE AISÉN.



Del señor ROMERO:



A Su Excelencia la Presidenta de la República, proponiéndole NOMBRE DE GENERAL JOSÉ BERNALES RAMÍREZ PARA PUERTO TERRESTRE DE LOS ANDES (Quinta Región).
)------------------(
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el turno del Comité Independientes, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Agradezco al Senador señor Flores por haberme cedido el tiempo del Comité Independientes.
DÍA MUNDIAL CONTRA MALTRATO

A ADULTOS MAYORES. OFICIOS


Señor Presidente, el domingo recién pasado, 15 de junio, se conmemoró el Día Mundial contra el Maltrato a los Adultos Mayores.



Al instaurarse por la Organización de las Naciones Unidas, en 1991, el objetivo de esa fecha especial era tener un día para promover la toma de conciencia sobre el abuso y el maltrato hacia los ancianos, en concordancia con el Plan Internacional de Acción de la ONU sobre la materia, que reconoce el abuso contra los mayores no solo como un asunto social o familiar, sino también como una cuestión de salud pública y de derechos humanos.



El maltrato a los adultos mayores es físico, psicológico, sexual, o expresado como negligencia o abuso patrimonial. Se ejerce de manera activa o pasiva y se presenta en distintos contextos, ya sea en el ámbito familiar, en las instituciones que les prestan asistencia y, por cierto, también en la sociedad que los discrimina, que los margina. 



Según cifras de Carabineros, a nivel nacional, en 2006 se registraron 1.236 denuncias por maltrato a adultos mayores, y el año anterior, 692. Sin embargo, tanto la policía como los especialistas estiman que existe una cifra mucho mayor, una cifra negra, que podría superar el 30 por ciento. Esto, debido a lo difícil que resulta que un adulto mayor concurra a una comisaría a estampar una denuncia contra quien -entre comillas- lo cuida y lo protege.



Para hacer frente a la referida situación y facilitar las condiciones que permitan a terceras personas o a los propios afectados denunciar tales abusos, el Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA) creó en junio de 2006 el Fono Atención, número 800400035, con cobertura nacional y gratuita, para recibir toda información que posibilite detectar, en el caso de los ancianos, situaciones de vulneración de derechos, maltrato o abandono.


Pero, como es fácil de suponer y comprobar, aquello se encuentra lejos de ser suficiente; o sea, es absolutamente insuficiente.



Lamentablemente, los medios de comunicación han dejado de informar y de sensibilizar sobre las tragedias que a diario viven en algún punto de Chile ancianas y ancianos.


Hubo un momento en que la “fiscalización” efectuada por la prensa provocó un fuerte impacto al mostrar hogares de reposo carentes de permiso para funcionar; asilos donde se abusaba de adultos mayores enfermos o postrados, o casos dramáticos, como el de una profesora que, semidesnuda, vivía encerrada en una pieza insalubre y estaba en los huesos, pese a que tenía cinco hijos (su marido también murió en el abandono y la pobreza, solo junto a sus mascotas).



Hoy ese drama ha sido reemplazado por otra situación atroz: el crimen sistemático en la persona de mujeres o femicidio. Y lo que digo no es una crítica ni un juicio de valor, sino solo una consideración de cómo nuestra sociedad, expresada muchas veces en los noticieros, únicamente ve una parte de la realidad y olvida o posterga situaciones más importantes. 



Compartimos y valoramos el esfuerzo realizado en nuestro país por avanzar hacia un sistema de protección social con derechos para los ancianos. Sin embargo, nos parece que dicho esfuerzo debe alcanzar con mayor vigor a los adultos mayores, especialmente a los más carenciados.


El SENAMA ha iniciado con su Directora una cruzada muy significativa, de gran alcance y con mucho esfuerzo y sacrificio.



Ciertamente, una pequeña parte de los recursos que hoy se invierten en el Transantiago y en la construcción de cárceles y carreteras concesionadas y de los que anualmente se destinan año tras año para combatir la delincuencia -debo recordar que, en las cárceles concesionadas, cada reo nos cuesta, a todos los chilenos, 526 mil pesos mensuales- serviría de mucho para ir en ayuda de chilenos y chilenas que, en el otoño de su existencia,  viven abandonados, enfermos o maltratados.



Pero también debemos ser autocríticos, señor Presidente, y decir que en materias política y legislativa es poco lo que hemos hecho.


Al revisar el Sistema de Información Legislativa vemos que en los 18 años de funcionamiento del Congreso Nacional solo se han presentado cinco proyectos de ley sobre maltrato a los adultos mayores. Cuatro de ellos fueron iniciativas de Diputados y uno lo presentó el Ejecutivo.



El Senador señor Prokurica me indica que formuló una moción sobre la materia.



El proyecto del Gobierno, que ingresó a tramitación el 3 de octubre de 2007, propone modificar la Ley sobre Violencia Intrafamiliar y otros cuerpos legales para incluir en nuestra legislación el maltrato al adulto mayor.


Claramente, en el Senado, pese a lo que acaba de puntualizar el señor Presidente, la materia no ha tenido un gran debate.



En igual dirección, quisiera rescatar un relevante análisis que hace el estudio “Avances en los marcos legales sobre las personas mayores”, presentado en la Reunión de Gobiernos y Expertos sobre Envejecimiento de Países de América del Sur, realizado en Buenos Aires en noviembre de 2005.



Allí se expresa que en Chile, no obstante que los adultos mayores se pueden ver beneficiados o protegidos por diversas normativas -decreto ley N° 3.500; disposiciones constitucionales inherentes a la materia; Ley sobre Violencia Intrafamiliar; decreto N° 2.601, que aprueba el Reglamento de Establecimientos de Larga Estadía para Adultos Mayores, y ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor-, las personas mayores no disponen de una ley específica para hacer valer sus derechos.



Como contrapartida, el mismo estudio, elaborado por la CEPAL y el Fondo de Población de la ONU, cita a modo de ejemplo a Brasil, que, mediante la ley N° 10.741, de 2003, estableció derechos fundamentales, especiales, de ciudadanía y de asistencia judicial para los mayores de 60 años.



Esa normativa también reglamenta los derechos que deben observar las instituciones dedicadas a la atención de personas mayores, a su vigilancia y defensa, a través de instituciones públicas.



Se trata de un instrumento jurídico versátil, cuyo propósito es operativizar la garantía de los derechos consagrados por medio de políticas públicas y mecanismos procesales.



El artículo 3 del referido cuerpo legal mandata a la familia, a la comunidad, a la sociedad y al poder público para que asegure a la persona mayor, prioritariamente, la efectividad de sus derechos fundamentales (derechos a la vida, a la salud, a la alimentación, a la educación, a la cultura, al deporte, a la realización de diversas actividades en su tiempo libre, al trabajo, a la ciudadanía, a la libertad, a la dignidad, al respeto y a la convivencia familiar y comunitaria), previendo su ejercicio de manera eficaz.



Respecto del derecho a la vida, la legislación brasileña considera el envejecimiento como un derecho personalísimo, y su protección, como un derecho social.



En lo relativo a los derechos a la libertad, al respeto y a la dignidad, la mencionada ley conmina al Estado y a la sociedad a considerar al adulto mayor como un sujeto de derechos civiles, políticos, individuales y sociales. Y, en cuanto a los alimentos, dispone que, en caso de que los familiares no posean las condiciones económicas para proveerlos, deberá otorgarlos el poder público. Es decir, el Estado se hace cargo de atender a los ancianos.



Para el caso de que los derechos reconocidos a los adultos mayores sean amenazados o violados por acción u omisión de la sociedad o del Estado; por falta, omisión o abuso de la propia familia, cuidador o institución, o en razón de su condición personal, la ley brasileña consagra penas que van desde los dos meses a los doce años de reclusión. No por tratarse de un familiar muy cercano -hijo, padre o nieto- existe derecho a maltratar a un anciano. Ello debe ser penado. La legislación en comento así lo hace, y esperamos que la chilena también lo recoja.



Por su parte, la discriminación hacia una persona mayor impidiendo o dificultando su libre acceso a operaciones bancarias o a medios de transporte, o simplemente humillándola o menospreciándola tiene una pena de reclusión de seis meses a un año, más multa. Es decir, también se considera la dignidad. Y si la víctima está bajo los cuidados del infractor, la pena se aumenta en un tercio, no importando que exista relación de parentesco.



Claramente, en la materia nos falta mucho por avanzar para llegar a marcos legales como el brasileño. Estamos en deuda con nuestros ancianos y adultos mayores de hoy, pero también con los de mañana. Porque, según nuestra progresión demográfica, serán más numerosos que los niños y jóvenes. Y cada uno de los que se hallan en el Senado avanza raudamente hacia tal condición.



Por eso, al recordar tan importante fecha, que probablemente pasó inadvertida para la mayoría por la celebración del Día del Padre o por el partido de la selección chilena de fútbol, que ganó a la de Bolivia, aprovecho de replantear lo que propusimos con el Senador Pedro Muñoz en diciembre de 2006 a través de un proyecto de acuerdo que fue aprobado por la Sala del Senado. Mediante él les solicitamos a la Presidenta de la República, al Comité de Ministros para el Adulto Mayor, al Ministerio de Relaciones Exteriores y a la Directora del Servicio Nacional del Adulto Mayor que Chile tomara la iniciativa, tal como lo hizo en materia de personas con discapacidad, y promoviera ante la Asamblea General de la ONU o ante su Consejo de Derechos Humanos de esta Organización, el estudio de una declaración internacional de derechos de las personas de la tercera edad -similar a la Declaración Universal de los Derechos del Niño-, como antesala de una convención internacional de derechos de esas personas.



En el futuro, los adultos mayores serán los habitantes más numerosos de la Tierra.



Una declaración de derechos fundamentales del adulto mayor proclamada por las Naciones Unidas se hace del todo evidente y necesaria.



En el proyecto de acuerdo mencionado también planteamos que Chile propusiera a la Asamblea General de la ONU o al Consejo de Derechos Humanos de esta Organización la creación de un órgano especial, de alta jerarquía, tal como la UNICEF o el ACNUR, para seguir el cumplimiento de acuerdos, pactos, conversaciones, convenciones o tratados de todo tipo sobre la materia en comento.



Señor Presidente, uno de los valores más significativos que nos enseñan culturas mucho más antiguas que la nuestra es el respeto a los mayores. Así se hace en China y en todas las culturas precolombinas: andina, aimara, mapuche, en fin, de Chile y del resto de América Latina.



En nuestro país, el respeto a los ancianos es un rasgo social que hoy solo conservan los pueblos originarios. Sin duda, debiéramos tratar de incorporarlo a nuestra convivencia social.



Todos llegaremos a viejos, tarde o temprano; al menos eso esperamos. Las expectativas de vida juegan a nuestro favor. Ese paso es ineluctable.



Por todo lo expuesto, señor Presidente, solicito que se remita copia de mi intervención a la señora Presidenta de la República; a los Ministros de Relaciones Exteriores, de Justicia, de Trabajo, de Salud y de Planificación, y a la Directora Nacional del SENAMA, en la esperanza de que podamos abrir y construir un espacio de diálogo y trabajo para mejorar las condiciones nacionales e internacionales de vida, trabajo, protección, salud y, por sobre todo, respeto a los adultos mayores.



Los clubes de adultos mayores son las organizaciones que más crecen en Chile. Existen miles y miles a lo largo del país. Esas personas se han integrado de manera plena no solo para vivir esta etapa de la vida en forma más feliz, sino también para ser solidarias con el resto de los chilenos.



¡Patagonia sin represas!, señor Presidente.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

FALLECIMIENTO DE PERIODISTA SEÑOR HERNÁN BARAHONA
El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, el domingo recién pasado, 15 de junio, en la madrugada, falleció el destacado periodista don Hernán Barahona, a quien cupo un rol especial en la historia contemporánea de nuestro país.



En efecto, tuvo la tarea trascendental y clave de rescatar la grabación del último discurso que pronunció el Presidente Salvador Allende, el 11 de septiembre de 1973, cuando arreciaba el ataque contra el Palacio de La Moneda por parte de las Fuerzas Armadas, que perpetraban en aquel instante el golpe de Estado que terminó con nuestra democracia.



Para su conocimiento, señor Presidente, la intervención de Salvador Allende se llevó a cabo cerca de cuatro horas antes de su muerte, y salió al aire a través de Radio Magallanes, que en aquel entonces pertenecía al Partido Comunista.



El periodista Hernán Barahona logró sacar la cinta respectiva desde la emisora exactamente cuando esta iba a ser allanada y ocupada por las fuerzas militares, y entregarla a la dirección ya clandestina, en aquel instante, del Partido Comunista, lo que posibilitó que tal discurso fuera conocido por todos los chilenos y por la opinión pública mundial.



Hernán Barahona falleció a consecuencia de un cáncer que, según entiendo, lo afectaba desde hacía dos años.



Ese prestigioso periodista tenía 71 años. Además de ejercer como tal, fue muy buen escritor y profesor en la Universidad de Chile.



En el exilio, trabajó en Radio Praga Internacional, en la entonces Checoslovaquia, y en medios de prensa de la República de Cuba.



En los últimos años, aparte impartir la enseñanza del Periodismo, fue director de Radio Nuevo Mundo.



Quienes lo conocieron lo evocan como sagaz, imperturbable, alegre, audaz e irreverente.



Como señaló su amiga la ex parlamentaria comunista Mireya Baltra, se ha perdido un hombre que supo “conquistar con su carisma el cariño de millones de radioescuchas” a lo largo y ancho del planeta.



Al terminar, señor Presidente, quiero agradecer a Hernán Barahona su osadía y la valentía que tuvo en aquel aciago día. Sin su actitud decidida no habríamos podido conocer una de las piezas oratorias más notables de la historia política contemporánea de nuestro país.



He dicho.

)---------(

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo que resta al Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Navarro, por cinco minutos.

El señor NAVARRO.- Me referiré a diversas materias.

SITUACIÓN DE HOGARES ESTUDIANTILES 

PARA INDÍGENAS. OFICIOS


Señor Presidente, solicito que se oficie a MIDEPLAN; a las Intendencias de La Araucanía, del Biobío y de Los Lagos, y al Ministerio de Educación para pedirles que nos envíen todos los antecedentes relativos a los hogares destinados a estudiantes de origen indígena -mapuches, aimaras, en fin-, sin importar la denominación del pueblo a que pertenezcan.



Me gustaría tener claridad sobre cuántos de esos establecimientos funcionan en cada una de las Regiones, incluidas las del norte; a cuánto alcanza su financiamiento y cuánto gasta el Estado en su administración; cuál es la capacidad física y la cantidad real de estudiantes que allí pernoctan, viven, estudian, por cuanto tengo la convicción de que los recintos se hallan sobrepoblados.



Todos han hecho un esfuerzo. Los estudiantes se han “estrechado”. Sin embargo, la demanda lleva, para hacer realidad el sueño de ser profesional, a que muchos de estos jóvenes, provenientes de zonas rurales, ingresen a hogares que aún no se encuentran plenamente habilitados.



Debo recordar que el Acuerdo de Nueva Imperial, suscrito por el Presidente Aylwin, y la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, integrada por expertos y miembros de las propias comunidades, dan cuenta de que la problemática indígena todavía sigue pendiente. Y ello dice relación, de manera muy especial, a la igualdad de acceso a la educación superior y, también, a la media, ya que muchos de esos jóvenes deben ir a estudiar a los centros urbanos y permanecer allí de lunes a viernes, debiendo recurrir a los hogares estudiantiles por carecer de medios económicos.



Se hace urgente destinar los recursos necesarios para la construcción de establecimientos que alberguen a jóvenes de origen indígena, a fin de que puedan desarrollarse de manera coherente con la idiosincrasia de su pueblo, y, especialmente, para dotar a tales recintos de las facilidades y comodidades que permitan a los estudiantes alcanzar un mejor rendimiento.



He conocido algunos de esos hogares en Temuco y en Concepción. Son pequeños. Si bien la mayoría de ellos están adecuadamente administrados, carecen de recursos de manera evidente. Por ello, necesitamos impulsar una política nacional de hogares estudiantiles indígenas en todas aquellas regiones donde exista la demanda respectiva.



A eso se han comprometido los Gobiernos de la Concertación, desde el de Patricio Aylwin, pasando por el de Eduardo Frei Ruiz-Tagle y el de Ricardo Lagos, hasta el actual, de Michelle Bachelet.



Por lo tanto, me gustaría tener a mi disposición toda la información pertinente, sobre todo la relativa a la proyección de la demanda, porque no es posible que los estudiantes continúen hacinados en establecimientos que, en la mayoría de los casos, ofrecen mínimas y precarias condiciones para estudiar. Son solo para pernoctar, pues no existe ningún elemento que permita desarrollar actividad alguna de carácter académico o estudiantil.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable señor Navarro, conforme al Reglamento.

DESPIDOS EN EMPRESA DE LOS FERROCARRILES DEL ESTADO.

OFICIO


En seguida, señor Presidente, solicito que se oficie a la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, pues la situación en la Región del Biobío, en particular en Concepción, se ha tornado especialmente grave -cinco ex trabajadores realizan una huelga de hambre que ya va a completar más de una semana- tras las movilizaciones que se llevaron a cabo hace algunos días en rechazo a lo que se ha denominado “privatización” o “sectorización” de EFE.



Son mil 400 trabajadores a lo largo del país, la mayoría de ellos de 55 años o más. Su inquietud, en estos momentos, son los despidos de personal. Desde que asumió el nuevo gerente se habría manifestado que media un mandato del Gobierno para despedir gente, es decir, para achicar la planta.



En el caso del Biotrén, en la Región del Biobío, solicito, una vez más, que sea posible ver un detalle de los costos que se están pagando por la mantención de los equipos: esos trenes viejos, caros, que, además, andan vacíos. Mientras no exista una inversión mayor para dotar a la intercomuna de Lota y Concepción de una línea de mediano alcance, de 30 kilómetros, los vagones seguirán viajando vacíos, con un fuerte subsidio.



Deseo conocer el costo por pasajero.



Los trabajadores de EFE han solicitado múltiples audiencias…

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor NAVARRO.- ¿Tan poco, señor Presidente?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- ¿Cuánto más necesita, señor Senador?

El señor NAVARRO.- Tres minutos. Seré muy breve.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Los tiene, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Gracias, señor Presidente.



Deseo solicitar al Directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado y, en particular, al señor Jorge Rodríguez Grossi, su Presidente, que, tal como fue el planteamiento de este último a muchos Parlamentarios, el costo de la crisis y de lo que se robaron en esa entidad no sea pagado por los trabajadores. Si se van a adoptar medidas, deben tomarse todas las acciones necesarias para evitar lanzarlos a la cesantía.



Y estimo que la huelga de hambre que se realiza en la Región que represento -que ya se vuelve dramática y que tuvo su origen en los despidos cursados en represalia por las movilizaciones realizadas- debe terminar.



Si EFE quiere hacer las cosas de ese modo, no encontrará apoyo. Otra cosa es si respeta al menos al capital humano, ya que ello no ocurrió con el capital económico, que se farrearon, que se llevaron para la casa. Y en ello entra todo lo que se ha señalado. Es algo que ha sucedido durante los Gobiernos de la Concertación.



Porque lo primero que corresponde es reconocer que quienes se equivocaron con la política de la Empresa no fueron los trabajadores, quienes, por lo tanto, no pueden pagar los platos rotos por el despilfarro.



En este sentido, estamos de acuerdo con la modernización, pero esta se debe realizar de la mano y de acuerdo con la parte laboral, que solo quiere diálogo.



En consecuencia, espero que EFE nos pueda informar acerca de cuál es el plan de modernización, la política que seguirá para llegar a la Región del Biobío, las inversiones que se efectuarán, el plan de despido y la reducción de personal, y, especialmente, el porqué se toman estas medidas.



Las filiales que se han creado carecen de inversiones planificadas. Me gustaría que nos dieran a conocer detalladamente cuál es la planificación de la creación de filiales; a cuánto ascienden los recursos con que se contará durante 2008 y qué cantidad se proyecta para el próximo año. Deseamos saber si los directores reciben dieta y a cuánto asciende esta.



Los trabajadores han agotado todos los medios. Se reunieron con Ministros de Estado y autoridades regionales, pero la situación sigue estancada. Las cinco personas a que hice referencia se mantienen en huelga de hambre, mas estimo que no tienen por qué pagar las consecuencias de una mala política.



Cada vez que se plantea la cuestión de los 20 mil millones de pesos mensuales que cuesta el subsidio al Transantiago, miles de trabajadores de EFE se preguntan por qué se permitió esa situación y por qué ahora, en su caso, deben pagar con sus puestos de empleo y el sacrificio de sus familias.



Espero que el conflicto se arregle. Hemos realizado el acto de buena voluntad de mediar, para que la huelga de hambre termine y no pase a mayores.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Honorable señor Navarro, conforme al Reglamento.

DERRAME DE SUSTANCIAS TÓXICAS EN VENTANAS. OFICIOS


Por último, solicito que se oficie a ENAP y a la Intendencia de la Región de Valparaíso, con el fin de que hagan llegar todos los informes sobre el vertimiento ocurrido el lunes pasado en Ventanas, que afectó seriamente a las playas de la zona y provocó un grave daño al patrimonio de los pescadores. Muchas personas, incluidos numerosos niños, debieron ser atendidas por cuadros de intoxicación.



La localidad, a pesar de tener dos mil habitantes, concentra  una gran cantidad de empresas y también muchos pescadores artesanales.



Solicito que las entidades mencionadas, así como la CONAMA y la autoridad sanitaria, proporcionen todos los antecedentes posibles sobre el accidente, especialmente en lo relativo a las medidas que se están tomando para mitigar sus efectos y compensar a quienes sufrieron las consecuencias, entre ellos, de manera fundamental, los pescadores artesanales.



He dicho, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido con su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:3.







Manuel Ocaña Vergara,
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ACTA APROBADA

SESION 24ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 4 DE JUNIO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero,  Sabag y Vásquez.



Actúa de Secretario General, el titular del Senado señor Carlos Hoffmann Contreras y de Prosecretario, en calidad de subrogante, el Abogado Secretario Jefe de Comisiones, señor Mario Labbé Araneda, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se da por aprobada el acta de la sesión vigésimo segunda, ordinaria, de 20 de mayo del año en curso, que no ha sido observada.
______________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (Boletín N° 5.081-15).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos del señor Contralor General de la República:



Con el primero, da respuesta a un oficio cursado en nombre de los Honorables Senadores señores Larraín, Longueira y Novoa, relativo los gastos incurridos en la implementación del Plan de Transporte Urbano de Santiago.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, referido a un proyecto de riego financiado por CONADI en la Comunidad José Maniqueo, comuna de Carahue, IX Región.



Dos del señor Ministro del Interior:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, al cual adhirió el Honorable Senador señor García, relativo a la investigación efectuada por la Contraloría General de la República en la Gobernación Provincial de Malleco.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la reapertura del Fiordo Aysén.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante el cual informa que ha concluido el período de gratuidad para las actuaciones de regularización de posesión y tenencia de armas.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativo a la situación que afecta a doña Paula Arévalo.



De la señora Ministra de Planificación, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la propuesta para modificar el Plan Regulador Metropolitano.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, por medio del cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Zaldívar, relativo a los pensionados afiliados a la Central Unitaria de Pensionados, Jubilados y Montepiadas de Chile.



Dos de la señora Ministra de Salud, con los que contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referidos al proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (Boletín N° 4.991-15) y a la aplicación de fungicida por vía aérea informada por Bosques Arauco.



Dos de la señora Ministra de Bienes Nacionales:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a regularización de títulos de dominio en el sector Las Rocas, río Puelo, comuna de Cochamó.



Con el segundo, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido al acceso a la playa de Cau Cau, balneario de Horcón, comuna de Puchuncaví.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Girardi, Naranjo, Vásquez y Zaldívar, mediante el cual se solicitó la adopción de un conjunto de medidas para fomentar el reciclaje de desechos electrónicos (Boletín N° S 1.040-12).



De la señora Subsecretaria de Marina, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a los detalles técnicos que fundamentan la reapertura del Fiordo Aysén.



Del señor Subsecretario de Justicia, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, referido a los denominados “quinquenios penitenciarios”.



De la señora Subsecretaria de Salud Pública, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a cumplimiento de la normativa para equipos extintores y certificación de empresas encargadas de su reparación y mantención.



Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, acerca de la forma en que se enfrentará el alza de las tasas de interés.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales de la Región de Valparaíso, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al proyecto de concesión de Caleta Horcones, en la V Región.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Orpis, Arancibia, Bianchi, Gómez y Prokurica, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que modifica la fecha en que el Presidente de la República debe dar cuenta al país del estado político y administrativo de la Nación (Boletín N° 5.886-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Honorables Senadores señores Horvath y Bianchi, con la que inician un proyecto de ley sobre proceso de recursos hidrobiológicos (Boletín N° 5.903-03).



-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, con el que solicitan a la señora Ministra de Educación la adopción de diversas medidas para fortalecer la educación artística y técnica (Boletín N° S 1.077-12).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Pérez Varela, para ausentarse del país a partir del día 7 de junio de 2008.



-- Se otorga el permiso solicitado.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al el señor Secretario General,  quien señala que el señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para tratar como si fueran de Fácil Despacho, las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (Boletín N° 3.778-18).



2) Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y Federativa del Brasil, suscrito en Santiago el 26 de abril de 2007, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores (Boletín N° 5.276-10).



3) Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y de Paraguay, suscrito en Santiago el 7 de junio de 2007, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores (Boletín N° 5.428-10).



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien expresa su críticas respecto de la forma en que se procedió a votar en la sesión del día de ayer los proyectos de acuerdo de su autoría y de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica, en relación con la violaciones a los derechos humanos cometidas en China, en el sentido que no había en ese momento el número de Senadores requerido por los artículos 56 de la Constitución Política de la República y 54 del Reglamento del Senado para adoptar acuerdos y solicita que, por lo tanto, se vuelva a efectuar la votación de esos asuntos en esta sesión.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al el señor Secretario General, quien explica que, tal cual se señala en el acta de dicha sesión, al momento de votarse esos proyectos había 16 señores Senadores en la Sala, cifra mayor a los 12 que se requería en esa oportunidad para adoptar acuerdos y agrega que, en virtud de los dispuesto en el artículo 54 del Reglamento del Senado, se requiere del voto conforme de la mayoría absoluta de los Senadores presentes para dar por aprobado un proyecto de acuerdo, quórum que, en este caso, no se alcanzó.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Naranjo, Larraín, Novoa, Pizarro, Romero, Núñez y Gazmuri.



Durante sus intervenciones, los Honorables Senadores señores Larraín, Novoa y Pizarro, emiten diferentes consideraciones respecto a la interpretación de los artículos 56 de la Constitución Política de la República y 54 del Reglamento del Senado.



Por su parte, el Honorable Senador señor Gazmuri sugiere a la Mesa que se revise el acuerdo adoptado por la Sala en cuanto a la tramitación de los proyectos de acuerdo. Añade que en la sesión del día de ayer solicitó hacer uso de la palabra para dar a conocer la opinión de la Comisión de Relaciones Exteriores acerca de estos asuntos, cuestión que no pudo realizar. Agrega que si la intención de la Sala es votar estos proyectos aún sin cumplir con ese trámite, sería mejor que, derechamente, se eliminara ese trámite.



Finalmente, el señor Presidente señala que, sin perjuicio de reconocer el derecho del Honorable Senador señor Naranjo a solicitar la aclaración de aquellos procedimientos respecto de los cuales pudiera tener dudas en cuanto a su juridicidad, precisa que en la sesión del día de ayer se utilizó el procedimiento que reglamentariamente correspondía, verificándose que hubiera en la Sala el número de Senadores que las disposiciones citadas precedentemente exigen para adoptar acuerdos y que al votarse los referidos proyectos ambos fueron rechazados, pues no alcanzaron el quórum exigido para su aprobación.



Ante esta situación, agrega el señor Presidente, la Mesa le sugiere al Honorable Senador señor Naranjo que presente un nuevo proyecto de acuerdo sobre esta materia, el que podría refundir ambas iniciativas en una sola, u otra fórmula que su Señoría desee adoptar.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas, y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y 

Ciudadanía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, cómo si fuera de Fácil Despacho, de acuerdo a lo acordado precedentemente por la Sala y respecto del cual el Comité Partido Unión Demócrata Independiente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicitó segunda discusión en la sesión 21ª, ordinaria, de 14 de mayo del año en curso.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas, y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal, correspondiente al Boletín Nº 3.778-18.



Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan del acta de la sesión precedentemente citada



El señor Secretario General hace presente que los artículos 78 bis, 157 bis y 226 bis, propuestos en el artículo segundo del proyecto, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 77 y 84 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo prevé el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Agrega, finalmente, que el artículo 78 ter propuesto en el artículo segundo del proyecto en informe, posee el carácter de norma de quórum calificado, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, según lo prevé el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a  los Honorables Senadores señores Vásquez, Naranjo y Letelier.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Vásquez expresa su preocupación porque esta iniciativa, que contiene diversas normas de carácter procesal, no haya sido informada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Sobre el particular, el señor Presidente recuerda que en la sesión 52ª, ordinaria, de 12 de septiembre de 2007, la Sala acordó, a proposición de esa Comisión, que el proyecto fuera informado solamente por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Al intervenir, el Honorable Senador señor Letelier plantea que el proyecto sea aprobado en general y que en el segundo trámite reglamentario, la iniciativa sea informada por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, en ese orden.



Así se acuerda.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 27 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas de día 16 de junio del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1. Incorpórase, en el párrafo 5°, del Título III del Libro I, un artículo 89 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 89 bis.- El Ministro de Justicia podrá disponer, de acuerdo con los tratados internacionales vigentes sobre la materia y ratificados por Chile, o sobre la base del principio de reciprocidad, que los extranjeros condenados por alguno de los delitos contemplados en los artículos 411 bis y 411 quater, cumplan en el país de su nacionalidad las penas corporales que les hubieren sido impuestas.”.


2. Derógase el artículo 367 bis.


3. Intercálase,  en el Título VIII del Libro II, el siguiente párrafo, con los artículos que se indican:


“5 bis. De los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas


Artículo 411 bis. El que con ánimo de lucro facilite o promueva la entrada ilegal al país de una persona que no sea nacional o residente será castigado con reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


Artículo 411 ter. Se aplicará la pena señalada en el artículo anterior en su grado máximo cuando se ejecutare el hecho poniendo en peligro la integridad física del afectado.


Asimismo, si se pusiere en peligro la vida del afectado o si éste fuera menor de edad, dicha pena se aumentará en un grado.


Las mismas penas de los incisos anteriores junto con la inhabilitación absoluta en su grado máximo, se impondrán si el hecho fuere ejecutado, aun sin ánimo de lucro, por un funcionario público.


Artículo 411 quater. El que mediante violencia, intimidación, coacción, engaño o abuso de poder capte, traslade, acoja o reciba personas para que sean objeto de alguna forma de explotación laboral o sexual, incluyendo la pornografía, o extracción de órganos, será castigado con la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales. 


Si la víctima fuere menor de edad se impondrá la misma pena del inciso anterior, aun cuando no concurriere ninguna de las circunstancias allí señaladas.


Artículo 411 quinquies.- Será circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz que conduzca al esclarecimiento de los hechos investigados o permita la identificación de sus responsables; o sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de otros delitos de igual o mayor gravedad. En estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en un grado.


Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisas, verídicas y comprobables, que contribuyan necesariamente a los fines señalados en el inciso primero.


Si con ocasión de la investigación de otro hecho constitutivo de delito, el fiscal correspondiente necesita tomar conocimiento de los antecedentes proporcionados por el cooperador eficaz, deberá solicitarlos fundadamente. El fiscal requirente, para los efectos de efectuar la diligencia, deberá realizarla en presencia del fiscal ante quien se prestó la cooperación, debiendo este último previamente calificar su conveniencia. El superior jerárquico común dirimirá cualquier dificultad que surja con ocasión de dicha petición y de su cumplimiento.


La reducción de pena se determinará con posterioridad a la individualización de la sanción penal según las circunstancias atenuantes o agravantes comunes que concurran; o de su compensación, de acuerdo con las reglas generales.


Artículo 411 sexies.- Para determinar si existe reincidencia en los delitos sancionados en este párrafo, se considerarán las sentencias firmes dictadas en un estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida.”.


Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


1. Incorpóranse, en el párrafo 2° del Título IV del Libro I, los siguientes artículos, nuevos, del siguiente tenor:


“Artículo 78 bis.- Protección de la integridad física y psicológica de las personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de personas. El Ministerio Público, sin perjuicio de lo dispuesto en este código, decretará todas las medidas necesarias tendientes a asegurar la plena vigencia de todos los derechos de las personas víctimas de estos delitos. Cuando se trate de niños o niñas, velará especialmente porque reciban de los servicios públicos a cargo de la protección de la infancia y adolescencia un trato acorde a su condición de víctimas y dispondrán que se efectúen las acciones tendientes a la revinculación familiar, si fuere procedente de acuerdo al interés superior del niño, niña o adolescente.


En los casos en que las víctimas de los delitos establecidos en los artículos 411 bis y 411 quater del Código Penal, carezcan de representante legal o cuando, por motivos fundados, el juez estime que los intereses de las personas menores de edad son independientes o contradictorios con los de aquel a quien corresponda representarlo, el juez le designará un curador ad lítem de cualquier institución que se dedique a la defensa, promoción o protección de los derechos de la infancia.”.


“Artículo 78 ter.- Privacidad y protección de identidad. La identidad de las víctimas deberá siempre mantenerse en reserva, pudiendo sólo ser conocida por los intervinientes.


Las audiencias a que den lugar los procesos incoados por la infracción a lo dispuesto en los artículos 411 bis y 411 quater del Código Penal, cuando se refieran a delitos cometidos contra menores de edad, serán privadas.”.


2. Incorpórase, en el Título VI del Libro I, el siguiente artículo 157 bis, nuevo:


”Artículo 157 bis.- Medidas cautelares reales especiales. En los delitos contemplados en los artículos 411 bis y 411 quater del Código Penal, el ministerio público podrá solicitar al juez de garantía que decrete, sin comunicación previa al afectado y aun antes de la formalización de la investigación, las medidas cautelares reales que sean necesarias para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dineros provenientes de los delitos materia de la investigación.”.


3. Incorpórase, en el Título I del Libro II, en el orden que corresponda, el siguiente artículo 226 bis, nuevo:


“Artículo 226 bis.- Agentes encubiertos. El fiscal que dirija la investigación, podrá solicitar al juez de garantía, autorización para que funcionarios policiales puedan ocultar su identidad oficial e involucrarse o introducirse en las organizaciones o asociaciones destinadas a la comisión de los delitos contemplados en los artículos 411 bis y 411 quater del Código Penal, con el objetivo de identificar a los participantes, reunir información y recoger antecedentes necesarios para la investigación.


El agente encubierto podrá tener una historia ficticia. La Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación deberá otorgar los medios necesarios para la oportuna y debida materialización de ésta.


El agente encubierto estará exento de responsabilidad criminal por los delitos en que incurra y no haya podido impedir, siempre que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación y guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de la misma.


El empleado público o el profesional que viole el secreto de la identidad del agente encubierto, será sancionado con presidio menor en su grado medio a máximo y con la suspensión de cargo y oficio público o profesión titular, según corresponda, en su grado medio a máximo.


Lo establecido en el artículo 222, será aplicable también al delito contemplado en el artículo 411 bis del Código Penal.”.


Artículo tercero.- Introdúcense, en el decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece normas para extranjeros en Chile, las siguientes modificaciones:


1. Sustitúyese en el N° 2 del artículo 15, la expresión “a la trata de blancas” por la siguiente: “el tráfico ilegal de migrantes y trata de personas”.


2. Incorpórase, en el párrafo IV del Título I, en el orden que corresponda, un artículo 33 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 33 bis.- Las víctimas del delito previsto en el artículo 411 quater del Código Penal, que no sean nacionales o residentes permanentes en el país, tendrán derecho a presentar una solicitud de autorización de una residencia temporal por un período mínimo de seis meses, durante los cuales podrán decidir el ejercicio de acciones penales y civiles en los respectivos procedimientos judiciales o iniciar los trámites para regularizar su situación legal de residencia.


En ningún caso podrá decretarse la repatriación de las víctimas que soliciten autorización de residencia por existir grave peligro para su integridad física y psíquica resultante de las circunstancias en que se ha cometido el delito en sus países de origen.”.


Artículo cuarto.- Intercálase, en el artículo 5° del decreto ley N° 2.460, de 1979,  ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, a continuación de la oración “controlar el ingreso y la salida de personas del territorio nacional;”, el siguiente párrafo: 


“adoptar todas las medidas conducentes para asegurar la correcta identificación de las personas que salen e ingresan al país, la validez y autenticidad de sus documentos de viaje y la libre voluntad de las personas de ingresar o salir de él;”.


Artículo quinto.- Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 3° del decreto ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados, los vocablos “número 1 del artículo 367 bis” por  “artículo 411 quater”.”.
______________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y Federativa del Brasil, suscrito en Santiago el 26 de abril de 2007, con informe de la Comisión de 

Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, cómo si fuera de Fácil Despacho, de acuerdo a lo acordado precedentemente por la Sala y respecto del cual el Comité Partido Unión Demócrata Independiente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicitó segunda discusión en la sesión 21ª, ordinaria, de 14 de mayo del año en curso.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y Federativa del Brasil, suscrito en Santiago el 26 de abril de 2007, correspondiente al Boletín Nº 5.276-10.



Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan del acta de la sesión precedentemente señalada.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que la iniciativa tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 N° 18 de la Carta Fundamental, ya que incide en el ejercicio del derecho a la seguridad social, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de lo señores Senadores en ejercicio, según lo prevé el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general y particular a la vez el proyecto, ningún señor Senador hace uso de la palabra. 



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto, es aprobado por 23 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República Federativa del Brasil", suscrito en Santiago, el 26 de abril de 2007.".

_____________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y y de Paraguay, suscrito en Santiago el 7 de junio de 2007, con informe de la Comisión de 

Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, cómo si fuera de Fácil Despacho, de acuerdo a lo acordado precedentemente por la Sala y respecto del cual el Comité Partido Unión Demócrata Independiente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicitó segunda discusión en la sesión 21ª, ordinaria, de 14 de mayo del año en curso.



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y de Paraguay, suscrito en Santiago el 7 de junio de 2007, correspondiente al Boletín Nº 5.428-10.



Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan del acta de la sesión precedentemente señalada.



El señor Secretario General hace presente que la iniciativa tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 N° 18 de la Carta Fundamental, ya que incide en el ejercicio del derecho a la seguridad social, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de lo señores Senadores en ejercicio, según lo prevé el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general y particular a la vez el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Bianchi y Navarro.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto, es aprobado por 24 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República de Paraguay", suscrito en Santiago, el 7 de junio de 2007.".

- - -



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo unánime de la Sala para ocuparse, a continuación, del Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como integrante del Consejo Nacional de Pesca al señor Sergio Pulido Roccatagliata, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, correspondiente al Boletín N° S 1.065-05, ya que el plazo que tiene el Senado para emitir su pronunciamiento en la materia vence el viernes 6 de junio próximo.



Así se acuerda.

______________

Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como integrante del Consejo Nacional de Pesca al señor Sergio Pulido Roccatagliata, con informe de la Comisión de 

Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como integrante del Consejo Nacional de Pesca al señor Sergio Pulido Rocatagliata, correspondiente al Boletín N° S 1.065-05, y para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia del número 5) del inciso segundo del artículo 53 de la Constitución Política de la República.



Agrega que Su Excelencia la Presidente de la República expresa en su solicitud que de los siete consejeros que le corresponde nombrar y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 146 de la Ley General de Pesca y Acuicultura solamente resta la designación de uno de ellos, tramite que, señala, es imprescindible para que pueda funcionar correctamente el Consejo Nacional de Pesca.



El señor Secretario General  añade que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura recibió en audiencia al señor Pulido, quien en la actualidad se desempeña como Rector de la Universidad de Tarapacá y es de profesión psicólogo, actividad en la cual ha emprendido investigaciones y estudios aplicables a entidades como el Consejo Nacional de Pesca.



Añade que la unanimidad de los integrantes de la Comisión informante, Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi, Escalona, Horvath y Orpis acordó informar a la Sala que el señor Pulido reúne los requisitos legales para integrar el Consejo Nacional de Pesca.



El señor Secretario General  hace presente, finalmente, que el Senado debe dar su acuerdo con el voto conforme de los tres quintos de los señores Senadores, de conformidad a lo dispuesto en el número 5) del artículo 146 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

- - -



En votación el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, es aprobado por 22 votos a favor y la abstención del Honorable Senador señor Navarro, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, al quórum exigido por el número 5) del artículo 146 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Queda terminada la discusión de este asunto.

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota, con segundo informe de la Comisión 

de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia



El señor Secretario General informa que se trata proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota correspondiente al Boletín N° 5.648-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la para cuyo despacho ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.


Añade que la Comisión de Hacienda, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: los artículos primero transitorio, segundo transitorio y tercero transitorio (que pasa a ser quinto transitorio).

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 1.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 3.

IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.

V.- Indicaciones retiradas: no hay.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: número 2.
- - -


A continuación, el señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en la citada disposición reglamentaria, declara aprobadas en particular las disposiciones mencionadas en el punto I., precedentemente señalado.

- - -


Luego, el señor Secretario General señala que la Comisión de Hacienda propone  efectuar las siguientes modificaciones al proyecto despachado en general:

Artículo único

Letra a)


Sustituir, en el inciso séptimo propuesto en esta letra, el guarismo “2030” por “2034”.
Artículos transitorios

---

Artículos tercero y cuarto, nuevos


Intercalar los siguientes artículos tercero y cuarto transitorios, nuevos, pasando el actual artículo tercero transitorio a ser quinto transitorio, sin otra enmienda:


“Artículo tercero transitorio.- No obstante lo dispuesto en el inciso sexto del artículo primero del D.F.L Nº 1 de 2001 del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.420, el monto de los proyectos de inversión realizados en la provincia de Arica que podrán acogerse a los beneficios contenidos en el mencionado cuerpo legal, deberá ser superior a los señalados a continuación:


a)  2008 y 2009: 1000 Unidades tributarias mensuales


b)  2010: 1500 Unidades tributarias mensuales


c)  2011: 2000 Unidades tributarias mensuales.


Artículo cuarto transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6º del DFL Nº 3, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que establece el Estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo de las regiones extremas, para aquellas regiones que no hayan sancionado las bases del llamado a postulación a los beneficios contenidos en este cuerpo legal, el plazo para sancionarlas será de 30 días a contar de la publicación de esta ley en el diario oficial.


Transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior se podrá proceder de acuerdo a las siguientes normas:


1. Las peticiones o solicitudes de bonificación se recibirán hasta dentro de los 45 días siguientes al plazo señalado en el inciso primero.


2. El intendente regional respectivo deberá dictar la resolución a que se refiere el artículo 13 del citado decreto con fuerza de ley N° 15, dentro de los 30 días siguientes a la fecha señalada en el numeral anterior.


Respecto del procedimiento de entrega y pago de las bonificaciones, éste se regirá de acuerdo a los términos señalados en el título II del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda. No obstante lo señalado, sólo podrán ser pagados durante los años 2008, 2009 y 2010.”.

- - - 
Artículo tercero transitorio 


Pasa a ser artículo quinto transitorio sin otra enmienda.

- - -


El señor Secretario General agrega que dichas enmiendas fueron acordadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión informante, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei y García, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada. 


Seguidamente, el señor Presidente somete a votación las referidas enmiendas, las que son aprobadas por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Modifícase el artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota, y modifica cuerpos legales que indica, de la siguiente forma:


a) Reemplázanse los incisos séptimo y octavo por los siguientes:


“Los contribuyentes podrán acogerse al beneficio del crédito establecido en este artículo hasta el 31 de diciembre de 2011 y sólo se aplicará respecto de los bienes incorporados al proyecto de inversión a esa fecha, no obstante que la recuperación del crédito a que tengan derecho podrá hacerse hasta el año 2034.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, tratándose de inversiones en construcciones o inmuebles efectuadas en la provincia de Parinacota, el porcentaje de crédito a que se refiere el inciso segundo será del 40%.”.


b) Agrégase el siguiente inciso noveno:


“Igual porcentaje se aplicará a las inversiones efectuadas en la provincia de Arica en inmuebles destinados preferentemente a su explotación comercial con fines turísticos, calificados como de alto interés por medio de una resolución fundada del Director del Servicio Nacional de Turismo. Quienes soliciten este beneficio deberán presentar antecedentes técnicos suficientes que justifiquen su otorgamiento. La resolución fundada que otorgue el beneficio, así como los antecedentes que la justifican deberán ser publicadas en el sitio web del Servicio Nacional de Turismo.”.


Artículo primero transitorio.- El artículo único de esta ley comenzará a regir el 1 de enero de 2008.


Artículo segundo transitorio.- No obstante lo dispuesto en los párrafos segundo y tercero de la glosa 08 de la Partida 50 Tesoro Público, Capítulo 01 Fisco, Programa 02 Subsidios, de la ley Nº 20.232, de Presupuestos del Sector Público para el año 2008, durante el año 2008 se podrán destinar al pago de bonificaciones aquellos recursos señalados en el mencionado párrafo segundo. Para efectos de la concesión de bonificaciones a pagar durante el referido año, éstas se podrán aprobar en los términos señalados en el artículo 38 del decreto ley N° 3.529, de 1980 y en el decreto con fuerza de ley N° 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 3, de 2001, del mismo Ministerio, estándose, además, a lo dispuesto a continuación:


1. Las peticiones o solicitudes de bonificación se recibirán hasta dentro de los 45 días a contar de la publicación de esta ley.


2. El intendente regional respectivo deberá dictar la resolución a que se refiere el artículo 13 del citado decreto con fuerza de ley N° 15, dentro de los 30 días siguientes a la fecha señalada en el numeral anterior.


Respecto del procedimiento de entrega y pago de las bonificaciones, éste se regirá de acuerdo a los términos señalados en el título II del decreto con fuerza de ley Nº 15, de 1981, del Ministerio de Hacienda. No obstante lo señalado, sólo podrán ser pagados durante los años 2008, 2009 y 2010.


Artículo tercero transitorio.- No obstante lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 1° del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Hacienda, de 2001, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.420, el monto de los proyectos de inversión realizados en la provincia de Arica que podrán acogerse a los beneficios contenidos en el mencionado cuerpo legal, deberá ser superior a los señalados a continuación:


a) 2008 y 2009: 1.000 unidades tributarias mensuales

b) 2010: 1.500 unidades tributarias mensuales


c) 2011: 2.000 unidades tributarias mensuales.


Artículo cuarto transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6º del decreto con fuerza de ley Nº 3, del Ministerio de Hacienda, de 2001, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 15 del Ministerio de Hacienda, de 1981, que establece el Estatuto del Fondo de Fomento y Desarrollo de las Regiones Extremas, para aquellas Regiones que no hayan sancionado las bases del llamado a postulación a los beneficios contenidos en este cuerpo legal, el plazo para sancionarlas será de 30 días a contar de la publicación de esta ley en el diario oficial.


Transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior, se podrá proceder de acuerdo a las siguientes normas:


1. Las peticiones o solicitudes de bonificación se recibirán hasta dentro de los 45 días siguientes al plazo señalado en el inciso primero.


2. El intendente regional respectivo deberá dictar la resolución a que se refiere el artículo 13 del citado decreto con fuerza de ley N° 15, dentro de los 30 días siguientes a la fecha señalada en el numeral anterior.


Respecto del procedimiento de entrega y pago de las bonificaciones, éste se regirá de acuerdo a los términos señalados en el Título II del decreto con fuerza de ley Nº 15, del Ministerio de Hacienda, de 1981. No obstante lo señalado, sólo podrán ser pagados durante los años 2008, 2009 y 2010.

Artículo quinto transitorio.- El mayor gasto que irrogue la aplicación del artículo segundo transitorio de esta ley se financiará con traspasos desde el ítem 50-01-03.24.104, de la partida Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos vigente.”.

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos, correspondiente a Boletines números 3.345-07 y 3.959-07, refundidos, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y en particular a la vez, por tratarse de una iniciativa de artículo único, decisión que propone a la Sala igualmente adoptar.



El señor Secretario General agrega que la Comisión aprobó el proyecto por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Gómez, Muñoz Aburto y Pizarro y una abstención, del Honorable Senador señor Espina, y efectuó las siguientes enmiendas al proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados que se concretaron en la sustitución del texto que proponía la Honorable Cámara por el siguiente:


“Artículo único.- Fíjase el verdadero sentido y alcance de las causales de extinción de la responsabilidad penal que se establecen en el artículo 93 del Código Penal, en orden a que deberá entenderse que la amnistía, el indulto y la prescripción de la acción penal y de la pena no serán aplicables a los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes.”.

- - -


En discusión en general y particular el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Senador señor Arancibia.



En su intervención, el Honorable Senador señor Arancibia solicita al señor Presidente que declare la inadmisibilidad del proyecto en discusión, toda vez que la iniciativa tuvo su origen en la Honorable Cámara de Diputados, lo que resulta contrario a lo dispuesto en el inciso segundo artículo 65 de la Constitución Política de la República, el cual exige que “las leyes sobre amnistía y sobre indultos generales sólo pueden tener su origen en el Senado”.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a  a los Honorables Senadores señores Gómez y Larraín.



A continuación, el señor Presidente señala que, sin entrar a pronunciarse sobre el fondo de lo que plantea este proyecto de ley, declara inadmisible esta iniciativa pues resulta contraria a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 65 de la Constitución Política de la República, el cual exige que las leyes sobre amnistía y sobre indultos generales sólo pueden tener su origen en el Senado y no en la Cámara de Diputados.



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Letelier, quien solicita que se revise la declaración de inadmisibilidad precedente, ya que en su concepto, la Sala tiene la facultad de pronunciarse respecto de la misma.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien solicita que el proyecto sea enviado nuevamente a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con el fin de revisar esta materia y emitir un nuevo primer informe.



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Letelier quien solicita que se cite a reunión de Comités para analizar lo obrado.



El señor Presidente procede a citar a reunión de Comités.



La declaración de inadmisibilidad de este proyecto queda para ser considerada en la reunión de Comités de la próxima semana.

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que autoriza la construcción de monumentos a víctimas de la masacre de la Escuela Santa María de Iquique, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza la construcción de monumentos a víctimas de la masacre de la Escuela Santa María de Iquique, correspondiente al Boletín N° 4.766-24, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Agrega que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Ruiz-Esquide, acordó considerar esta iniciativa de ley en general y en particular, con el objeto de agilizar su tramitación, y la aprobó en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -



En discusión en general y en particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Cantero, Navarro, Orpis y Naranjo.



A continuación, el señor Presidente suspende la sesión ya que no hay el número de Senadores exigido por los artículos 56 de la Constitución Política de la República y 54 del Reglamento del Senado para votar esta iniciativa.



Se suspende la sesión a las 18:00 horas.



Se reanuda la sesión a las 18:16 horas.



El señor Presidente declara que ha terminado el Orden del Día de esta sesión, quedando pendiente la discusión de este proyecto de ley.

_____________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Allamand:



1) Al señor Fiscal Regional del Ministerio Público de la Región de Los Ríos, requiriendo información sobre las denuncias y detenidos por delitos que indica en dicha Región.



2) Al señor Director Regional de Vialidad de la Región de Los Ríos, solicitando antecedentes relativos al plan de obras para la construcción de la conexión vial entre Vivanco y Lago Ranco.



- Del Honorable Senador señor Bianchi al señor Gerente General de la Empresa Nacional del Petróleo, requiriendo la cuenta actualizada de las inversiones en proyectos de exploración y explotación en el Lago Mercedes, XII Región. 



- De los Honorables Senadores señores Horvath y Kuschel, a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, solicitando que estudie un sistema para el otorgamiento de fondos a las comunas de Cisnes, Palena, Futaleufú y Hualaihué, con el objeto que puedan enfrentar adecuadamente los efectos de la erupción del Volcán Chaitén.



- Del Honorable Senador señor Larraín: 



1) A la señora Ministra de Educación, con el fin de que informe acerca de la reposición de la Escuela Palmilla de Linares, en la VII Región.



2) Al señor Director General de Aguas, solicitando información respecto del funcionamiento de los derechos de agua en el país y, en especial, en la VII y IX Regiones.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
_____________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Núñez, quien se refiere a la insuficiente dotación de médicos en el Hospital de Huasco, III Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Salud, para que disponga la dotación completa de dichos profesionales en el referido centro asistencial e informe acerca del destino del mismo.



Luego, el señor Senador se refiere a los problemas sufridos por los habitantes de la población Tiltil Bajo, comuna de Copiapó, debido a la rotura y filtraciones de agua potable proveniente de inmuebles de propiedad de la empresa sanitaria Aguas Chañar S.A. y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios para que informe si dicha empresa cumple con las normas pertinentes para la prestación del servicio y con el programa de desarrollo que se comprometió a ejecutar cuando se le adjudicó la concesión.



Adhiere a estas peticiones, el Honorable Senador señor Prokurica.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Núñez, con la adhesión del Honorable Senador señor Prokurica, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



A continuación hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a los problemas de financiamiento que afectan al Cuerpo de Socorro Andino y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministros del Interior y de Hacienda con el objeto de que analicen esta situación y estudien la posibilidad de disponer un adecuado financiamiento para dicha entidad.



Luego, el señor Senador se refiere a los problemas existentes en el sector pesquero, en especial, en el de la pesca de la merluza como así también de otros recursos y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor  Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y, por su intermedio, a los señores Subsecretario de Pesca y Director Nacional de Pesca, para que se efectúe la revisión de todo el proceso de muestreo de la pesca artesanal en la comuna de Talcahuano.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Seguidamente, interviene el Honorable Senador señor Letelier, quien se refiere a la situación que afecta a los deudores habitacionales de la villa Manuel Ford, en la comuna de San Vicente de Tagua-Tagua y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo información sobre el particular y que estudie un mecanismo para dar solución a este sector.



A continuación, el señor Senador se refiere a la necesidad de efectuar una segmentación del transporte de carga nacional en atención a la cantidad de kilómetros que se deben recorrer y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor  Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para que informe si se ha realizado algún estudio sobre esta materia y  al señor Gerente General de los Ferrocarriles del Estado y al señor Secretario Ejecutivo de SECTRA, para que informen si cuentan con antecedentes sobre el particular.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Letelier, de conformidad al Reglamento del Senado.
____________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien adhiere a los planteamientos formulados por el Honorable Senador señor Navarro en relación con la necesidad de otorgar un adecuado financiamiento al Cuerpo de Socorro Andino y a la petición de oficio efectuada. 



Luego, el señor Senador se refiere a la necesidad de revisar la calidad de diversos caminos existentes en distintas comunas de la X Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, para que disponga las medidas pertinentes para cumplir con ese cometido.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath quien se refiere a diversos problemas que afectan a la comuna de Lago Verde, XI Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Director Nacional de Vialidad y Subsecretario de Telecomunicaciones; señora Ministra de Planificación; señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía y a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, para que informen respecto de las materias que se indican en cada caso.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités Mixto, Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, Partido Unión Demócrata Independiente, Independientes y Partido Demócrata Cristiano.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE EXTIENDE BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO CREADA POR LA LEY Nº 20.209, CREA UNA BONIFICACIÓN ADICIONAL PARA PERSONAL QUE INDICA E INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEY 20.209

(5922-05)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el presente proyecto de ley por el que se extiende la bonificación por retiro voluntario establecida en la ley N° 20.209, se crea una bonificación adicional para el personal que indica y se introducen modificaciones a la ley N° 20.209.
Las disposiciones propuestas mediante este proyecto de ley se enmarcan en las políticas de mejoramiento, tanto en las condiciones laborales como de carrera funcionaria y de incentivos al egreso, que mi Gobierno ha venido implementando para el personal del Sector Salud.
Cabe hacer presente que los beneficios que se someten a la discusión del H. Congreso han sido objeto de un proceso de diálogo permanente con los gremios del Sector Salud, él que ha permitido construir importantes acuerdos que son recogidos en la presente iniciativa.  
EXTENSION Y REFORZAMIENTO DE LA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO ESTABLECIDA EN LA LEY N° 20.209.
En primer término, el proyecto de ley 
establece una extensión temporal y aumenta el número de cupos de la bonificación por retiro voluntario creada por la ley N° 20.209. De este modo, se amplía la vigencia de la bonificación al 31 de diciembre de 2010 y se establecen 5.600 nuevos cupos, permitiendo, asimismo, que funcionarios originalmente fuera de la cobertura de la bonificación, puedan acceder a ella en las condiciones que establece el proyecto.
En concreto, se da un importante impulso para que los funcionarios de mayor edad puedan retirarse de manera apropiada, permitiendo que, entre los cupos originalmente establecidos en la ley N°20.209 y los que se vienen a agregar con este proyecto de ley, al 31 de diciembre de 2010, hayan podido acceder al beneficio un total de 8.600 funcionarios.
BONIFICACION ADICIONAL PARA FUNCIONARIOS QUE INDICA.
Con el objeto de proporcionar mejores condiciones de retiro a los funcionarios del Sector Salud, el presente proyecto crea una bonificación adicional, focalizada especialmente en aquellos funcionarios afiliados al sistema del Decreto Ley N° 3.500, de  1980. En este contexto, un universo de más de 7.500 funcionarios accederá al beneficio.  
Este beneficio se pagará por una sola vez, y equivaldrá a la suma de 527 UF para los funcionarios que pertenezcan o hayan pertenecido a las plantas de profesionales y directivos y  de 395 UF para quienes pertenezcan o hayan pertenecido a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. 
MODIFICACION DE LA LEY 20.209.
Finalmente, se introducen una serie de modificaciones a la ley N° 20.209. 
Como es de su conocimiento, dicha iniciativa, aprobada el año pasado en este parlamento, contempló, entre otros diversos beneficios, una importante modificación de la estructura de las plantas de los Servicios de Salud, que permitirá una movilidad significativa del personal, entre el inicio de la aplicación de los Decretos con Fuerza de Ley que se dicten al efecto y el año 2010.

En este contexto, y considerando la importancia que representa para el Sector y nuestros funcionarios este proceso, el Gobierno ha resuelto modificar el artículo cuarto transitorio de la ley 20.209, adelantando al año 2009 el flujo financiero considerado originalmente para el año 2010. 
Esta medida significará, en la práctica, la plena vigencia de los DFL durante el segundo semestre del presente año, logrando, en este período, un encasillamiento que involucrará a un mayor número de funcionarios en un solo proceso y que permitirá una importante movilidad del personal. 
En mérito de lo anteriormente expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.-
Otórgase, hasta en un máximo de 5.600 cupos, la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.209, a los funcionarios que, perteneciendo a las instituciones a que se refiere el inciso primero de dicho artículo, tengan o cumplan sesenta o más años de edad, si son mujeres, y sesenta y cinco o más años de edad, si son hombres, entre el 1 de enero de 2009 y el 30 de junio de 2010, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde el 2 de enero de 2009 y hasta el 31 de diciembre de 2010, ambas fechas inclusive.


Los cupos que establece el inciso anterior podrán ser incrementados con los establecidos en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.209, que no hayan sido utilizados al 31 de diciembre de 2008.


Las edades exigidas para impetrar la bonificación a que se refiere el inciso primero del presente artículo podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.


Los funcionarios que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Normalización Previsional o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio de este mismo decreto ley, según corresponda.


Igualmente, podrán acceder a la bonificación a que se refiere el inciso primero del presente artículo, los funcionarios de las instituciones señaladas en el inciso primero del artículo primero transitorio de la ley N° 20.209 que, entre el 1 de enero de 2007 y 30 de junio de 2010, hayan obtenido u obtengan la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio. 


Asimismo, tendrán derecho a la bonificación a que se refiere el inciso primero del presente artículo, los profesionales funcionarios afectos a las normas de las leyes N°s.15.076 y 19.664, que hayan sido traspasados desde los Servicios de Salud a la Subsecretaría de Salud Pública en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº5, de 2004, del Ministerio de Salud, que cumplan los requisitos de edad y renuncia voluntaria establecidos en el inciso primero del presente artículo.


La bonificación se concederá en un máximo de 2.800 cupos para el año 2009, que podrán ser incrementados de conformidad a lo establecido en el inciso segundo de este artículo. Podrán  acogerse a la bonificación en este período, los  funcionarios que cumplan los requisitos de edad exigidos por el inciso primero de este artículo entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2009 y que presenten su postulación a más tardar el 31 de mayo de 2009, para hacer efectiva su renuncia voluntaria  hasta el 31 de diciembre de dicho año.


Durante el año 2010, la bonificación se concederá por un máximo de 2800 cupos, los que podrán ser incrementados por los cupos no utilizados durante el período a que se refiere el inciso anterior. Podrán  acogerse a la bonificación en este período, los  funcionarios que cumplan los requisitos de edad exigidos por el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2010 y que presenten su postulación a más tardar el 31 de mayo de 2010, para hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el 31 de octubre de dicho año.


En el  evento de que quedaren cupos sin ser utilizados en el período a que se refiere el inciso anterior, se abrirá un período especial de postulación entre el 2 de noviembre y el 15 de diciembre de 2010. Los funcionarios que postulen en este período deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el 31 de diciembre de dicho año. Finalizado dicho plazo, todos los funcionarios que cumpliendo los requisitos no postularon en este período especial, se entenderá que renuncian irrevocablemente a la bonificación.


El departamento de personal o la unidad que desempeñe dichas tareas, efectuará la verificación de los requisitos para acceder a la bonificación de retiro dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de cierre del proceso de postulación a que se refieren los incisos anteriores.


Tratándose de los funcionarios a que se refiere el inciso quinto del presente artículo, la solicitud para impetrar el beneficio se deberá presentar al jefe superior de la institución en la que hubieren cesado en funciones, en los plazos y condiciones que se señalan en los incisos precedentes. 


El monto, base de cálculo, incremento, preferencias, características, exigencias, restricciones, modalidades y procedimiento previstos en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.209 y en el Decreto Supremo N°109, de 2007, del Ministerio de Salud, se aplicarán, en cuanto fueren procedentes, para el otorgamiento de la  bonificación que contempla este artículo.


La bonificación se devengará y pagará por la institución en que se hayan desempeñado los funcionarios referidos en este artículo, a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que concede la bonificación.

Artículo 2º.-
Los funcionarios de planta y a contrata que, acogiéndose a la bonificación a que se refiere el artículo anterior, se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el Decreto Ley N° 3.500, de 1980, y coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional equivalente a la suma de 527 Unidades de Fomento en el caso de los beneficiarios que pertenezcan o hayan pertenecido a las plantas de profesionales y directivos, y de 395 Unidades de Fomento, para los beneficiarios que pertenezcan o hayan pertenecido a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares.


Para efectos de determinar el monto de esta bonificación adicional, los profesionales funcionarios a que se refiere el inciso sexto del artículo anterior se entenderán asimilados a la planta de profesionales.


Esta bonificación adicional, cuando correspondiere, se pagará conjuntamente con la bonificación a que se refiere el artículo anterior, y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. Asimismo, será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.

Igualmente, tendrá derecho a esta bonificación adicional el personal de planta y a contrata señalado a continuación, que se encuentre o haya estado afiliado al Sistema de Pensiones establecido en el Decreto Ley N° 3.500 de 1980, y que cotice o hubiere cotizado en dicho sistema, según corresponda: 

a) Los funcionarios que se hayan acogido o se acojan a la bonificación por retiro voluntario establecida en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.209; 

b) Aquellos que, cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.209, no se acogieron a ella y cesaron en funciones entre el 1 de enero de 2007 y el 31 de diciembre de 2008; 

c) Aquellos que, postulando a la bonificación a que se refiere el artículo primero de la presente ley, no accedan a ella por falta de cupos, habiendo igualmente cesado en funciones. 


Los funcionarios a que se refiere el inciso anterior, para acceder a la bonificación adicional de este artículo, presentarán sus solicitudes ante el jefe superior de la institución u organismo en el cual hubieren cesado en funciones, a partir del 1 de enero de 2009 y hasta el 31 de diciembre de 2010. Con todo, si dichos funcionarios no presentan las solicitudes para acceder a la bonificación dentro del plazo indicado, se entenderá que renuncian irrevocablemente a dicho beneficio. Respecto de estos funcionarios, la bonificación se devengará y pagará a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la concede.

Artículo 3º.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.209:


1)
Al artículo segundo transitorio:



a)
Sustitúyese el párrafo segundo del numeral 1) por el siguiente:




“Las plantas de personal que se fijen en virtud de lo dispuesto en este numeral, se deberán proveer, según corresponda, de conformidad a lo previsto en los artículos tercero y cuarto transitorios.”.



b)
Sustitúyese su  numeral 2) por el siguiente:




“2) En las plantas de personal fijadas de conformidad al numeral anterior, y respecto de los Servicios de Salud que el Presidente de la República determine, se incluirán un total de 3.288 cargos que se deberán proveer de conformidad a lo previsto en el artículo cuarto transitorio. Dichos cargos no podrán exceder los números máximos que a continuación se indican:

Planta 

Número máximo de cargos

Profesionales

2.127

Técnicos


  230

Administrativos

  826

Auxiliares


  105”.


La distribución de los cargos señalados precedentemente se efectuará en los decretos con fuerza de ley que se dicten en virtud de la facultad a que se refiere el numeral anterior.”.   


2)
Al artículo tercero transitorio:



a)
Elimínase en la letra b) de su inciso primero la siguiente frase: “y que cumplan los requisitos respectivos”.



b)
Elimínase en su inciso segundo la siguiente frase: “y que cumplan los requisitos respectivos”.



c)
Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso tercero, a ser  sexto:




“Los requisitos generales y específicos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se refiere el numeral 1) del artículo segundo transitorio no serán exigibles, para efectos del encasillamiento ni de los concursos internos a que se refiere este artículo, respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia de los respectivos decretos con fuerza de ley”.  




Con todo, tratándose de la planta de técnicos entre los grados 15° al 12°, ambos inclusive, sólo podrán encasillarse o participar en los concursos internos a que se refiere este artículo, en su caso, los funcionarios titulares y a contrata que a la fecha de entrada en vigencia de los respectivos decretos con fuerza de ley se encuentren nombrados o contratados en alguno de dichos grados así como aquellos que cumplan las exigencias establecidas en el inciso segundo del artículo cuarto transitorio de la presente ley.




A los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia de los respectivos decretos con fuerza de ley y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley que correspondan.”.

3)
Al artículo cuarto transitorio:



a)
Sustitúyese en su inciso primero la oración “La provisión de los cargos que se crearán entre los años 2008 y 2010, se efectuará” por la siguiente: “La provisión de los cargos a que se refiere el numeral 2) del artículo segundo transitorio se efectuará una vez finalizado el proceso de encasillamiento a que se refiere el artículo anterior,”.  



b)
Sustitúyese su inciso final por el siguiente:




“El mayor gasto que se pueda derivar de lo dispuesto en los artículos segundo y tercero transitorios, no podrá exceder de $12.940.896.- miles en el año 2008, y $24.787.917.- miles en el año 2009.”.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA
Artículo único.-
El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.
Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): EDMUNDO PÉREZ YOMA, Vicepresidente de la República.- MARÍA SOLEDAD BARRÍA IROUME Ministra de Salud.- ANDRÉS VELASCO BRAÑES, Ministro de Hacienda

2

OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTRO DE LA CORTE SUPREMA A DON HAROLDO BRITO CRUZ

(S 1082-05)

DE
:
PRESIDENTA DE LA REPUBLICA 

A
:
SEÑOR PRESIDENTE DEL H. SENADO
1. Se encuentra vacante un cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema, por cese de funciones de don Alberto Chaigneau del Campo.
2. De conformidad al inciso tercero del artículo 78 de la Constitución Política de la República, corresponde al Presidente de la República, con acuerdo del Senado, designar a los Ministros de la Corte Suprema, de una cinquena que le haga llegar el máximo Tribunal del país.
3. Mediante oficio Nº 1934, de fecha 15 de abril de 2008, la Excma. Corte Suprema hizo llegar al Poder Ejecutivo la cinquena, conformada por miembros pertenecientes al Poder Judicial, en base a la cual corresponde al Presidente de la República hacer su proposición al Senado.
4. En mérito de lo anterior, y de conformidad a lo establecido en el artículo 78 de la Constitución Política de la República, vengo solicitar el acuerdo de esa H. Corporación, para designar en el cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema, a don HAROLDO BRITO CRUZ.
Saluda a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE SANCIONA A QUIEN NO PRESTE UN SERVICIO PREVIAMENTE CONTRATADO

(3817-03, 3988-03 y 4597-03)



Con motivo de las Mociones, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores:
1.- Agrégase el siguiente artículo 23 bis, nuevo:
“Artículo 23 bis.- El deber de profesionalidad del proveedor a que alude el artículo anterior, incluye, en todo caso, y sin perjuicio de lo indicado en el artículo 3°, letra e), la obligación  de informar y compensar de manera íntegra, expedita y oportuna a los consumidores afectados por las fallas o deficiencias en el cumplimiento de las condiciones de contratación ofrecidas o convenidas respecto de un bien o servicio.
Si la falla o deficiencia ha podido afectar a un grupo o colectivo de consumidores, el proveedor deberá informar por medios idóneos a los afectados y comunicar a los órganos fiscalizadores sectoriales competentes o al Servicio Nacional del Consumidor, en su caso,  antecedentes suficientes sobre la falla o deficiencia, individualización del grupo o colectivo de consumidores afectados y el modo cómo se efectuarán las devoluciones, descuentos o pagos que correspondan.

En caso de cobros indebidos en las cuentas de servicios básicos domiciliarios, contratación masiva de créditos, servicios financieros o de otros servicios por los que se pague derecho de suministro, conexión, instalación, incorporación o mantención  que se facturen o cobren periódicamente, la empresa deberá pagar a los consumidores que reclamen un monto adicional igual al duplo de lo cobrado indebidamente, con un mínimo de 0.1 unidades tributarias mensuales y un máximo de 3 unidades tributarias mensuales. El pago de esta pena sólo procederá respecto de aquellos afectados que hayan reclamado el cobro antes que la empresa cumpla la obligación de informarles contenida en los incisos anteriores.
El proveedor deberá mantener canales expeditos para la recepción de reclamos, al menos equivalentes a aquellos disponibles para la oferta y comercialización de bienes y servicios, y no podrá condicionar su recepción al pago del monto reclamado. El reglamento determinará los aspectos que debe contener el reclamo y la forma en que los proveedores cumplirán esta obligación.
Se entenderá acogido el reclamo de un cobro, realizado directamente por el consumidor o a través del Servicio Nacional del Consumidor o de algún órgano fiscalizador, si éste no es respondido por el proveedor respectivo dentro del plazo de 30 días de presentado. En todo caso, corresponderá al proveedor acreditar la procedencia del cobro ante el órgano administrativo o jurisdiccional competente.
Las fallas o errores administrativos o técnicos que se produzcan durante los procesos de cobro, facturación, comunicación o recepción de pagos, por parte de los proveedores señalados en el inciso tercero, no podrán originar cobros adicionales al consumidor.
El comprobante de pago de las tres últimas cuotas de períodos domiciliarios hará presumir los pagos de los anteriores períodos correspondientes a esos mismos servicios.

Para efectos de lo establecido en el presente artículo, el reclamo efectuado ante el Servicio Nacional del Consumidor o ante algún órgano fiscalizador se entenderá presentado ante la empresa, desde la fecha en que cualquiera de éstos se lo comunique.
Las devoluciones, descuentos o pagos establecidos a favor del consumidor en el presente artículo, serán efectuados de conformidad a lo establecido en el inciso tercero del artículo 25.”.
2.- Modifícase su artículo 25 de la siguiente forma:
i.- Agrégase en su inciso segundo, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la siguiente frase:
“a menos que las regulaciones sectoriales especiales que les correspondan contemplen multas superiores para sancionar las infracciones cometidas por los responsables.”.
ii.- Añádese en su inciso tercero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:
“Dicho descuento o reembolso deberá verificarse en el período de facturación siguiente al de la  interrupción, más reajustes e intereses. El no cumplimiento de la obligación anterior será castigado con las multas a que hacen referencia los incisos precedentes, según sea el servicio de que se trate.”.
iii.-  Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:
“En el silencio de las leyes especiales que les rigen, los órganos fiscalizadores sectoriales aplicarán las disposiciones anteriores y las contenidas en el artículo 23 bis de la presente ley, de conformidad con aquéllas.”.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ADECUA NORMAS SOBRE PROCEDIMIENTO LABORAL, CONTENIDAS EN EL LIBRO V DEL CÓDIGO DEL TRABAJO, MODIFICADO POR LA LEY Nº 20.087

(5764-13)



Con motivo de la Moción e Informe que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Modifícanse las siguientes normas del Código del Trabajo:

A) Agrégase en el artículo 439 bis, el siguiente inciso final:

"Con todo, si en cualquier región del país la cercanía y conectividad de las comunas lo hace aconsejable, se podrán decretar diligencias para ser realizadas sin necesidad de exhorto.".
B) Suprímese el inciso tercero del artículo 446.

C) Sustitúyese, en el número 5 del artículo 454, el número “7” por el número “8”.

D) Intercálese, en el inciso final del artículo 489, a continuación de su punto seguido (.), la siguiente oración:

“En este caso no será aplicable lo dispuesto en el inciso primero del artículo 488.".
E) Elimínase en el inciso primero del artículo 497, la frase “En caso de que el trabajador opte por el procedimiento monitorio,”, iniciando con mayúscula la voz “será” que sigue a continuación.
F) Intercálase, en el inciso quinto del artículo 500, la palabra “contestación”, precedida de una coma, entre la voz “conciliación” y la disyunción “y”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CONCEDE, POR ESPECIAL GRACIA, LA NACIONALIDAD CHILENA A LA MADRE DOMNINA GARCÍA DE PRADO

(5728-17)




Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, a la religiosa española Madre Domnina García de Prado.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 20.174 PARA CAMBIAR LA DENOMINACIÓN DE LA PROVINCIA “DE RANCO” POR LA “DEL RANCO”

(5326-06)



Con motivo de la Moción e Informe que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.-Reemplázase, en los artículos 1° y 2° de la ley N°20.174, la frase “de Ranco” por “del Ranco”.”.
***


Hago presente a V.E. que el artículo único del proyecto fue aprobado tanto en general como en particular por 70 votos a favor, en ambos casos, de 117 Diputados en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE TRANSFORMA LA CASA DE MONEDA EN SOCIEDAD ANÓNIMA

(2949-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje del Ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos, con urgencia calificada de “suma”.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.
A las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, la Subsecretaria, señora María Olivia Recart; las asesoras, señora Tamara Agnic y señora Andrea Pinto; y el asesor jurídico, señor Adrián Fuentes. 

De la Casa de Moneda, su Director, señor Gregorio Iñiguez; la Fiscal, señora María Soledad Rojas; y el Asesor Jurídico, señor Carlos Bravo.

De la Dirección de Presupuestos; el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Julio Valladares.
De la Asociación de Especies Valoradas, su Presidente, el señor Oscar Miñones y su Secretaria, señora Rosa Padilla. 

De la Asociación de Funcionarios Unión del Personal, su Presidente, señor Patricio Véliz y su Secretaria, señora Silvia Flores. 
De la Asociación Gremial de Industriales Gráficos de Chile (ASIMPRES), su Vicepresidente, señor Roberto Tapia y el Gerente, señor Jaime Ojeda. 
Del Banco Central, el Gerente General, señor Alejandro Zurbuchen, y el Fiscal, señor Miguel Angel Nacrur.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
El artículo 1°, por el cual se autoriza al Estado a desarrollar actividades empresariales requiere de quórum calificado para su aprobación, conforme al número 21 del artículo 19 de la Constitución Política, en relación con el artículo 66, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Transformar el servicio público Casa de Moneda de Chile en una sociedad anónima, lo que le permitirá ser más competitiva en el cumplimiento del rol que le asigne la ley. 
- - -
ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- El decreto con fuerza de ley N° 228, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto de la ley orgánica de la Casa de Moneda de Chile.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje expone que en la actualidad, la Casa de Moneda de Chile se rige por el decreto con fuerza de ley N° 228, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que le otorga la naturaleza jurídica de un servicio público, no obstante que en la práctica desarrolla una especial actividad de empresa. En lo esencial, le corresponde elaborar monedas y billetes, imprimir especies valoradas, refinar oro y plata de propiedad fiscal y del Banco Central, acuñar oro, etc.

Lo anterior, señala, trae como consecuencia que nos encontramos ante una verdadera empresa del Estado, sometida a las rígidas normas de derecho público, que le impiden actuar con eficiencia y competitividad, más aún cuando, de acuerdo a la legislación vigente, en particular con la amplia facultad del Banco Central para contratar, dentro o fuera del país, la impresión de billetes y la acuñación de monedas, incluidas las de oro, debe competir y ser comparada con otras casas de moneda del mundo y proveedores de servicios similares.

En síntesis, continúa, la actual estructura jurídica de Casa de Moneda de Chile es inadecuada, con escasa flexibilidad, que le impiden cumplir eficientemente el rol que le asigna su ley orgánica, debido a lo cual constituye un imperativo transformarse en una entidad que le permita realizar sus actividades en forma eficiente y moderna.

Por otra parte, expresa que la tendencia contemporánea en nuestro país, en lo que dice relación con la realización de la actividad empresarial del Estado, es que ésta se realice a través de la creación de una sociedad anónima que se sujete a todas las normas de las sociedades anónimas abiertas. Con ello se obtiene que se le aplique la normativa común existente para dichas empresas y que sea supervisada por la Superintendencia de Valores y Seguros, con lo cual queda sometida a normas y control que se perciben de mayor especialización y rigurosidad para sus negocios, pero sin la rigidez de aquellas que gobiernan a los servicios públicos.

Además, indica que la estructura jurídica de sociedad anónima es la que se ha estimado más acorde con la norma constitucional que permite al Estado desarrollar actividades empresariales (N° 21, artículo 19 de nuestra Carta Fundamental), por cuanto ésta señala que, "en tal caso, esas actividades estarán sometidas a la legislación común aplicable a los particulares, sin perjuicio de las excepciones que por motivos justificados establezca la ley".

Por otra parte, finaliza, la experiencia llevada a cabo en diversas empresas estatales, indica que la sociedad anónima es una estructura jurídica eficiente para lograr que el Estado desarrolle la actividad empresarial que le corresponda realizar. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Director de Casa de Moneda, señor Iñiguez, manifestó que la institución se enfrenta a un escenario complejo debido a que más que un servicio público es una empresa que vende especies valoradas y que enfrenta una alta competencia. Señaló que el Banco Central de Chile, que es el principal cliente de Casa de Moneda, comenzó hace unos años a contratar con empresas extranjeras, y aunque no les ha ido mal en términos económicos, no están en condiciones de competir en cuanto a la fabricación de billetes, para lo cual se requiere adquirir nuevas tecnologías, lo que bajo el esquema actual no es factible.

Expuso que se han hecho algunas inversiones de bajo monto que han sido muy rentables, pero la inversión necesaria para producir billetes no se ha efectuado por requerir unos 60 millones de dólares.

Planteó que otro problema que han enfrentado por ser un servicio público es que no se puede delegar en el exterior la representación legal del Director del Servicio, cuestión que es exigida en los contratos sobre la materia con los otros Estados. Es así que sólo han podido celebrar actos jurídicos con Venezuela y Bolivia que han eliminado el referido requisito de los contratos celebrados. Asimismo, cuando se habla de que la institución que representa acuña moneda para Argentina, Costa Rica, República Dominicana e Israel, lo que realmente ocurre es que Casa de Moneda fabrica el producto y quien lo distribuye y vende es la empresa Armat.

Agregó que al convertirse en empresa se obtienen las ventajas de poder nombrar representantes y aprovechar el prestigio de Casa de Moneda, por el contrario, señaló que de no aprobarse el cambio jurídico propuesto Casa de Moneda no es viable.

Expresó que en los últimos años se han importado algunas máquinas de alta tecnología para fabricar las nuevas patentes y para acuñar cospeles, y todas las empresas otorgan a Casa de Moneda créditos por el plazo máximo de 120 días, lo que demuestra la confianza existente en la gestión del Servicio.

Indicó que necesitan mejores instrumentos de gestión para enfrentar las licitaciones públicas del Banco Central y la creciente competencia, especialmente en el rubro billetes que representa el 36% de la facturación del Servicio.

En cuanto a los funcionarios y trabajadores de Casa de Moneda que pasan a regirse por el Código del Trabajo, señaló que corresponden a 356 funcionarios de planta o asimilados a ésta y 143 personas contratadas en base a honorarios, con una antigüedad promedio de siete años, a los cuales el proyecto les reconoce todos los años de servicio para efectos de indemnizaciones y otras materias. Precisó que los funcionarios de planta propiamente tales, regidos por el Estatuto Administrativo, son 90.

Manifestó que respecto a los funcionarios el proyecto los dignifica e incluso da la posibilidad de que las personas contratadas en base a honorarios que tengan una antigüedad igual o superior a 10 años puedan jubilar. Asimismo, a un porcentaje de los 90 funcionarios de planta se les da la posibilidad de seguir perteneciendo al Ministerio de Hacienda en una planta adscrita correspondiente al 30% de esos 90 funcionarios.

Señaló que el proyecto autoriza al sector privado a realizar las mismas actividades que hoy efectúa en exclusiva Casa de Moneda. Además, observó que existe la falsa idea de que el Servicio estaría subsidiado por lo que sería una competencia desleal.

Sostuvo que el proyecto elimina el problema de la falta de información sobre el Servicio al tener que publicar la Ficha Estadística Codificada Uniforme (FECU) comunicando sus estados financieros cada tres meses, y el que sea sociedad anónima cerrada tiene el beneficio de que no se pueda transar ni vender en la Bolsa de Valores. Además, el que la propiedad de Casa de Moneda sea del Estado otorga una garantía adicional a los intrumentos de fe pública producidos.
El Honorable Senador señor Ominami consultó el motivo por el cual la tramitación del proyecto demoró seis años en la Honorable Cámara de Diputados.

La Subsecretaria de Hacienda, señora Recart, expresó que recién en el año 2006 se logró un acuerdo con los funcionarios y trabajadores con relación a beneficios laborales que no estaban incluidos en el proyecto original.

El Honorable Senador señor Frei inquirió acerca de cuáles son los competidores del ámbito privado a los que se enfrenta Casa de Moneda.

El Director de Casa de Moneda, señor Iñiguez, señaló que enfrentan una competencia, principalmente en la fabricación de billetes, de una compañía inglesa, De La Rue, que además pretende utilizar a Casa de Moneda como proveedor del producto, de una compañía francesa, Charles Oberthure, de la empresa alemana G y D y de la estatal Australian Note Printing. El resto de las fábricas de billetes en su mayoría pertenecen al Banco Central del país respectivo, las que no exportan su producción.

El Honorable Senador señor Ominami preguntó  cómo y quién produce los billetes en Estado Unidos.

El señor Iñiguez expresó que es el Ministerio del Tesoro quien se encarga de la mencionada producción.

El Honorable Senador señor Frei consultó en qué momento nuestro país comenzó a adquirir billetes en el extranjero.

El señor Iñiguez manifestó que en el año 1995 el Banco Central modificó el proceso de adquisición, al establecer que cada postulante pudiera adjudicarse la fabricación de un solo billete, permitiendo la compra en el extranjero, y observó que para el año 2010, de mantenerse la situación actual, Casa de Moneda no fabricará ni un solo billete de curso legal en nuestro país. Agregó que, por el contrario, respecto de las monedas, ganan todas las licitaciones, produciéndose la totalidad de ellas en Casa de Moneda.

A continuación la Comisión recibió al Presidente de la Asociación de Especies Valoradas, señor Miñones, quien manifestó estar de acuerdo con el contenido de la presente iniciativa, tanto es así que su Asociación ha trabajado muchísimo para sacarla adelante.

Observó que la transformación de Casa de Moneda es necesaria y mejora las perspectivas socioeconómicas de los funcionarios, además de corresponderse con la realidad de que la institución es una fábrica y no un servicio público.

Expuso que Casa de Moneda logra autofinanciarse pero no tiene ninguna de las ventajas de las empresas porque los trabajadores no pueden participar de las utilidades que ella genera. Sostuvo que los funcionarios se encuentran por debajo del resto de la Administración Pública, con un promedio de tres grados menos en la Escala Única de Sueldos.

Planteó que el proyecto original del año 2002 no les convenía a sus asociados porque no se contemplaban beneficios para los funcionarios, pero con la nueva administración directiva lograron una buena relación y complementación que llevó a modificar la iniciativa legal de forma de satisfacer las aspiraciones de los asociados.

Concluyó manifestando que tienen un acuerdo en orden a todos los beneficios socioeconómicos, que existen 12 países que mandan a hacer sus monedas en Chile, que la aprobación del proyecto en la Cámara de Diputados se debió a votos provenientes de todas las bancadas y que si la iniciativa no se convierte en ley, Casa de Moneda desaparecerá en el año 2010. 

El Honorable Senador señor Ominami expresó entender que el total de funcionarios y trabajadores es 499, de los cuales 200 pertenecen a la Asociación de Especies Valoradas, y consultó a qué estamentos pertenecen y en qué calidades trabajan los mencionados 200 funcionarios.   

El Presidente de la Asociación, señor Miñones, sostuvo que pertenecen a los diversos grados y sirven en las distintas calidades de planta, contrata y honorarios. Agregó que existen aproximadamente 160 funcionarios que no pertenecen a ninguna de las Asociaciones.

La Secretaria de la Asociación de Especies Valoradas, señora Padilla, manifestó su adhesión al contenido del proyecto de ley, entre otras cosas porque es la oportunidad de mejorar las condiciones económicas y laborales de los funcionarios, tanto por el contenido de la iniciativa como por el Protocolo de acuerdo que existe con el Ministerio.

El Honorable Senador señor García consultó si a la Asociación pertenecen tanto funcionarios regidos por el Estatuto Administrativo como trabajadores regidos por el Código del Trabajo, y si reciben el pago de horas extraordinarias cuando corresponde.

El Presidente de la Asociación, señor Miñones, expuso que de la Asociación forman parte personas que se encuentran en ambas condiciones y que se cumplen las normas legales en cuanto al pago y compensaciones de las horas extraordinarias cuando éstas se producen. 

La Subsecretaria de Hacienda, señora Recart, señaló que en el traspaso de Casa de Moneda a sociedad anónima se les reconoce a todos los trabajadores y funcionarios la antigüedad por los años servidos, para efectos de indemnizaciones por años de servicio y para la obtención de la bonificación establecida por la llamada ley ANEF.

El Honorable Senador señor García preguntó cómo van a jubilar quienes trabajan a honorarios si no tienen cotizaciones previsionales.

La asesora del Ministerio de Hacienda, señora Agnic, sostuvo que es difícil de regular la situación de quienes trabajan en base a honorarios, porque algunos han cotizado voluntariamente y otros no, y por eso se dejó esa clase de cuestiones para ser negociadas cuando al aprobarse el proyecto se abra un período de negociación no reglada.

El Honorable Senador señor García comentó que se trata de un problema grave no resuelto.

El Presidente de la Asociación, señor Miñones, planteó que las personas que trabajan en base a honorarios son las más felices con el cambio jurídico, dado que les entrega estabilidad laboral, y agregó que en la primera negociación se reconocerán las cotizaciones previsionales.

A continuación la Comisión escuchó al Presidente de la Asociación de Funcionarios Unión del Personal, señor Véliz, quien expresó no estar de acuerdo ni con el proceso de elaboración ni con el proyecto de ley referido a Casa de Moneda, y las razones son que el Servicio debe cumplir un rol asignado por ley; que como empresa no logrará nuevos trabajos ni de Chile ni del extranjero sino que lo hará con una mejor gestión. Que la renovación tecnológica del Servicio se ha hecho con anterioridad sin necesidad de constituirse en sociedad anónima; que la institución es rentable, como lo demuestran la fabricación de billetes para Venezuela y Bolivia, por lo que la autonomía del Banco Central para la compra de billetes no es un problema fundamental; y que, a pesar de que al proyecto se le han hecho modificaciones en materia laboral que valoran y comparten, no están de acuerdo con que se privatice a los funcionarios y se les quite sin más la estabilidad laboral de que gozan, ya que regirse por el Código del Trabajo es complicado y mucho peor de lo que tienen actualmente.

Además, sostuvo que se han verificado prácticas antisindicales por parte del Jefe del Servicio, lo que ha hecho que su Asociación no pueda participar en igualdad de condiciones en el proceso de transformación.

El Honorable Senador señor Frei solicitó que precise los funcionarios que forman parte de su Asociación.

El Presidente de la Asociación, señor Véliz, indicó que son 200 funcionarios, todos de planta, y ofreció enviar el listado con los asociados a la organización que representa.

El Honorable Senador señor Frei observó que no cuadran los números de asociados entregados por las dos agrupaciones ya que de ser correctas se superaría el número total de trabajadores y funcionarios de Casa de Moneda. 

El Honorable Senador señor García consultó si la principal objeción de su Asociación tiene que ver con asuntos laborales, que se podrían solucionar con medidas para facilitar la jubilación o mejores indemnizaciones como se hizo en el caso de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, o con la transformación jurídica del Servicio.

La Secretaria de la Asociación de Funcionarios Unión del Personal, señora Flores, sostuvo que el principal problema para aceptar la transformación de Casa de Moneda es que el dinero destinado a los funcionarios y trabajadores en el proceso es poco. Además, agregó que deben vivir con el temor de ver rebajadas sus remuneraciones y de tener que devolver parte de ellas en virtud de un dictamen de la Contraloría General de la República.

El Honorable Senador señor Ominami consultó cuál es la remuneración promedio de los funcionarios y que pasará con ellas al pasar Casa de Moneda a ser sociedad anónima.

El Presidente de la Asociación, señor Véliz, planteó que el monto promedio aproximado es de 280.000-300.000 pesos.

La Subsecretaria de Hacienda, señora Recart, expuso que el proyecto de ley da por bien pagadas las asignaciones que objetó el referido dictamen de la Contraloría General de la República, y la base de las remuneraciones que tendrán los trabajadores una vez que se produzca la transformación en sociedad anónima será el que tienen hoy, incluyendo el dinero que objetó el ya mencionado dictamen.

El Presidente de la Asociación, señor Véliz, manifestó que son varios los beneficios laborales que se pierden, relacionados con vacaciones progresivas, licencias médicas, asignaciones en base a la consecución de metas y, especialmente, la estabilidad laboral que debería ser valorada de mejor forma al momento de establecer beneficios para los actuales funcionarios.

La Secretaria de la Asociación, señora Flores, señaló que todos los funcionarios de planta debieran tener el derecho a optar por permanecer dentro de la planta adscrita en la Administración Pública.

El Honorable Senador señor Ominami expresó que es razonable que lo funcionarios de planta puedan permanecer como tales dentro de una planta adscrita.

A continuación la Comisión recibió al Vicepresidente de la Asociación Gremial de Industriales Gráficos de Chile, señor Tapia, quien realizó una exposición del siguiente tenor:

En su condición de Director de la Asociación Gremial de Industriales Gráficos de Chile, ASIMPRES, y en representación de toda la Industria Gráfica Privada Nacional, agradeció a la Honorable Comisión de Hacienda del Senado su buena voluntad para invitarlos para hacer presente su visión con respecto a “Casa de Moneda” como Institución y del Proyecto de Ley, “Casa de Moneda S.A.”.

Señaló que la Industria Gráfica Chilena está compuesta por mas de 10.000 microtalleres, pequeñas y medianas empresas, que producto de las aceleradas y obligatorias innovaciones tecnológicas de sus equipos y maquinarias, vive desde hace más de 10 años una fuerte competencia interna y en los últimos años una creciente competencia externa que los obliga a una constante reducción de sus márgenes de comercialización, llevándolos hoy en día a financiar sus inversiones con créditos a no menos de 10 años plazo. En esta industria y empresas anexas laboran más de 50.000 trabajadores, la mayoría de ellos con un nivel medio o técnico profesional y nuestro mercado es en un 90% nacional ya que no somos competitivos con las industrias de la región y mucho menos con las asiáticas. 
Las ventas son aproximadamente de mil millones de dólares en productos impresos como periódicos, libros, revistas, textos escolares, materiales educativos, técnicos y complementarios, piezas publicitarias, etiquetas, estuches, cajas, formularios de todo tipo como piezas valoradas, cheques, juegos de azar, documentos de fe pública y comunicación impresa en general.

Manifestó que la Industria Gráfica Chilena, especialmente la privada, producto del esfuerzo de muchas generaciones de sus empresarios y trabajadores es un reconocido líder en calidad y seguridad a nivel latinoamericano, en todos los productos ya señalados, menos en papel moneda, ya que por ley no están autorizados a producirlos.

Si hoy tuviera la posibilidad de hacerlo, por las desventajas comparativas y competitivas como la materia prima -papel moneda-, distancias, tecnología y economías de escala, no lo harían, ya que es muy difícil ingresar al mercado de las casas de monedas de los países desarrollados así como las de China, India, Corea, etc. Con el agravante que cada día en el mundo se necesitará menos papel moneda impreso.

Expresó que al analizar el proyecto de ley que transforma la actual “Casa de Moneda” en “Casa de Moneda S.A.”, les preocupa como esta ley salvaguardará la no existencia de una competencia desleal de una industria que ayer, hoy y el día de mañana actualizará su tecnología, potenciará su capacidad fabril y competirá con recursos públicos o mejor dicho con dineros de todos los chilenos. 

Observó que les preocupa que este proyecto no defina ni acote su objetivo legal, pudiendo así, producir y competir en condiciones ventajosas en todos los nichos de negocios y productos que hoy hacen sobrevivir a las MIPyMes, PIMES y Mediana Industria Gráfica Nacional. 

Planteó que, siendo mas específico, el artículo primero es tan amplio que señala: “Autorízase al Estado para desarrollar actividades empresariales de carácter industrial y mercantil en materias gráficas o de aquellas que hagan sus veces”, no señalando ni explicitando cuáles.

En el artículo tercero no señala ni especifica, ¿Qué tipo de planchas y qué se define legalmente por billetes, que elaborará por cuenta propia o ajena?, ¿Cuál es la definición legal de especies valoradas? ya que para nuestra industria todos los productos impresos tienen algún valor. ¿Hay alguna ley que explique y acote que se entiende por especies valoradas a las que hace mención este proyecto?

¿Cuál es la definición legal de documentos de fe pública y qué impresión de documentos de fe pública requieren seguridad especial? 

¿Qué áreas técnicas o profesionales abarcará la prestación de servicios, desarrollo de proyectos, realización de consultorías y asesorías desarrollará específicamente la futura Casa de Moneda S.A.?

Expuso que haciendo un análisis más preciso del punto nueve y diez, concluyen que todas las empresas privadas, nacionales o internacionales podrán participar, proveer y comprar a la Casa de Moneda S.A. productos, materias primas, equipos, maquinarias, etc., o luego habrá alguna excepción. Si es así, ¿Cuáles serán?

Si las actividades incluidas en el objetivo social de empresa Casa de Moneda S.A. no se entenderán de exclusividad de la empresa que se autoriza crear por ley, ¿Para qué se crea si todas estas actividades pueden ser licitadas en imprentas nacionales o extranjeras?

Manifestó que conociendo la estrechez de la rentabilidad de la industria gráfica y el mercado nacional e internacional, es válido preguntarse responsablemente si este proyecto tiene una evaluación de factibilidad económica que lo justifique y sustente en el tiempo. Si existe, recomendamos a ustedes Honorables Senadores analizarlo. 

Se preguntó ¿Por qué el Banco Central licita internacionalmente sus monedas teniendo una industria especializada dentro de Santiago y qué ventajas comparativas distintas o desconocidas para el resto de la industria gráfica tiene Casa de Moneda S.A. para competir a nivel internacional? 

Finalmente, recordó que hace cinco años este proyecto quedó detenido por las mismas razones que comenta hoy, su impresión es que aun no existe una completa evaluación de los efectos sociales que podía tener tanto en el personal de Casa de Moneda como en los micros, pequeños y medianos empresarios que conforman la Industria Gráfica Nacional.

El Honorable Senador señor Ominami consultó por el volumen del consumo gráfico y editorial en Chile, en relación a cuánto se produce en el país y cuánto en el exterior, y cuáles son los principales competidores.

El Vicepresidente de la Asociación, señor Tapia, indicó que el 98% del total se produce en Chile y el otro 2% en China. Agregó que respecto de Argentina, hasta hace unos años, eramos fuertes competidores, además de haber sido sus abastecedores hasta el año 1978, pero el año pasado Argentina llegó a ser un 7% más barato que Chile. Manifestó que la industria chilena no es competitiva frente a países como Perú, Colombia y Brasil.

El Honorable Senador señor Ominami inquirió acerca de qué parte de la industria gráfica nacional representa Casa de Moneda.

El Vicepresidente de la Asociación, señor Tapia, sostuvo que, actualmente, Casa de Moneda representa un porcentaje muy bajo, pero una vez que se transforme en sociedad anónima, con el capital inicial, la reestructuración del personal y la renovación de la tecnología, formaría parte de las tres imprentas más grandes del sector, pudiendo dominar el mercado en un breve plazo.

El Honorable Senador señor Ominami preguntó cuál es la explicación que tiene la Asociación para las licitaciones efectuadas por el Banco Central.

El Vicepresidente de la Asociación, señor Tapia, manifestó que se debía a una cuestión de precio y calidad.

El Honorable Senador señor Ominami consultó si estaban seguros de que no existe alguna definición de especies valoradas en la legislación chilena, porque de ser así planteó que la misma no podía quedar entregada al arbitrio de cualquier persona.

El Vicepresidente de la Asociación, señor Tapia, expresó que no habían encontrado alguna.

El Gerente de la Asociación, señor Ojeda, señaló que al dejar de ser el Banco Central cliente exclusivo de Casa de Moneda, ésta quedó en una situación crítica, por lo que ahora el Estado debe encontrar una solución para la misma, la que significará subvencionarla perjudicando al sector privado involucrado en la industria gráfica y sin que exista un beneficio para el Fisco.

El Honorable Senador señor Ominami observó que existe un dictamen de la Contraloría General de la República en la que se define lo que se entiende por especies valoradas, y que sería útil incorporar la definición en la ley. Agregó que el referido dictamen señala que especies valoradas son aquellas a las cuales por ley se les asigna un valor muy superior al que tienen los elementos o materias que conforman su naturaleza intrínseca y requieren que su emisión sea realizada por la Casa de Moneda.

El Gerente de la Asociación, señor Ojeda, reiteró que si se permite que Casa de Moneda tenga atribuciones para competir con los privados se le causará un tremendo daño a la Industria que representa la Asociación.

La Subsecretaria de Hacienda, señora Recart, expuso que en el año 2003 mantuvieron conversaciones con el Presidente de ASIMPRES, en la que se llegó a un acuerdo para reemplazar la redacción y el contenido de los artículos 1º y 3º del proyecto, lo que se ve reflejado en los artículos mencionados de la iniciativa que ahora se discute.

En cuanto a las Asociaciones Gremiales, señaló que las cifras de asociados a veces no cuadran porque el número que no pertenece a alguna Asociación es muy variable, dado que incluso se producen cambios de afiliados de una Asociación a la otra. Además, ofreció acompañar una planilla con las remuneraciones que recibe cada funcionario. 

El Honorable Senador señor García consultó por la situación planteada del cambio completo de los billetes para el año 2010 y si la intención del Ejecutivo es que los nuevos billetes sean fabricados por Casa de Moneda.

La Subsecretaria de Hacienda, señora Recart, expresó que esa es la intención del Gobierno, pensando además en que la inversión que se haga sea para adquirir la tecnología necesaria para imprimir billetes plásticos y efectuar el control automático de los mismos. Agregó que el Banco Central está esperando el cambio jurídico de Casa de Moneda para volver a trabajar con ellos en forma más acabada.

En la siguiente sesión la Comisión recibió a los representantes del Banco Central, cuyo Fiscal, señor Nacrur, realizó una exposición del siguiente tenor:

Comenzó agradeciendo, en representación del Consejo del Banco Central de Chile, la oportunidad que se les confiere para referirse al proyecto de ley que transforma a Casa de Moneda de Chile en sociedad anónima, la que pasará a regirse por las normas de las sociedades anónimas abiertas, quedando sometida a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

En primer término, respecto de aquellas disposiciones del proyecto que incidan o puedan incidir en las condiciones de servicio que la nueva sociedad anónima, que se crea bajo el nombre de Casa de Moneda de Chile S.A., en carácter de continuadora legal del servicio público Casa de Moneda de Chile, prestaría al Banco Central de Chile, corresponde indicar que en su objeto social establecido en el artículo 3° del proyecto se contempla la realización por cuenta propia o ajena de las mismas prestaciones que el Instituto Emisor requiere actualmente de Casa de Moneda de Chile, esto es, de la fabricación de cuños y la acuñación de monedas, como también la fabricación de planchas y la impresión de billetes, por lo que puede decirse que se permite la posibilidad de continuar con esas mismas prestaciones, incluyendo también la custodia y distribución de las monedas acuñadas y de los billetes impresos por el Banco Central de Chile, en uso de su potestad emisora, en los términos del numeral 8 del referido artículo 3° en que se autoriza a Casa de Moneda de Chile S.A. a: la prestación de servicios, desarrollo de proyectos, realización de consultorías y asesorías y la realización de todas aquellas actividades derivadas de la especialidad que le otorgue a la empresa el desarrollo de las tareas y actividades referidas en este artículo.

De esta manera, en su opinión, no resultaría estrictamente necesario proceder conforme a lo previsto en el artículo 9° del proyecto, para que tenga aplicación en esa materia el N° 10 del artículo 3°, el cual establece que la referida sociedad que se crearía, pueda realizar por cuenta propia o ajena: “Otros servicios conexos, complementarios y auxiliares que se indiquen en los estatutos y que digan estricta relación con el objeto social contenido en este artículo”. 

Indicó que en el inciso segundo de dicho numeral se prescribe que “las actividades incluidas en el objeto social no se entenderán de exclusividad de la empresa que se autoriza crear por esta ley”, como también, en la norma del inciso final se autoriza a “Casa de Moneda de Chile S.A. para celebrar toda clase de actos y contratos relacionados con el objeto social”, por lo que el ámbito de actuación de la entidad que se crea, no representa impedimentos para continuar ejerciendo las funciones de impresión de billetes y acuñación de monedas, como también la custodia y distribución del circulante legal por cuenta del Banco Central de Chile, al encontrarse incorporadas en  su objeto social ya citado.

Aclarados estos aspectos, que el Banco considera de importancia que queden reflejados en la historia de la ley, de manera que puedan servir para interpretar sus disposiciones, estima del caso referirse al ejercicio de la potestad emisora, exclusiva y excluyente, que le ha conferido el Estado para emitir billetes y acuñar monedas según lo dispuesto en las normas del párrafo segundo del Título III de la Ley Orgánica Constitucional que lo rige y el rol que ejerce Casa de Moneda de Chile en relación con esta materia.

En conformidad con la facultad que se otorga al Banco en el artículo 29 de la Ley Orgánica Constitucional que lo rige, para contratar dentro o fuera del país, la impresión de billetes y la acuñación de monedas, el Consejo a contar del programa de impresión de billetes correspondiente al año 1994, contempló la posibilidad de licitar nacional e internacionalmente el suministro de billetes y monedas correspondiente a los programas periódicos de emisión de circulante legal que establece, considerando especialmente la aplicación de los principios sobre diversificación de riesgos de proveedores; eficiencia económica basada en la competencia; y, la de preservar y adecuar los estándares de calidad de los billetes que emite y las monedas que acuña el Banco, en uso de su potestad emisora.

Esta decisión fue informada oportunamente a Casa de Moneda de Chile y junto con ello, y para permitir el proceso de adaptación de esa Institución a los nuevos requerimientos de competencia, se estableció un período de transición para los programas de emisión a contar de esa fecha y que concluyó el año 2004. Para estos efectos, se contempló para dicho período un porcentaje decreciente de cotización directa con Casa de Moneda de Chile, alcanzándose, a contar del año 2004, que todo el programa de emisión fuera objeto de licitación nacional e internacional y con la finalidad de asegurar la transparencia de estos procesos, se contempló la exigencia de bases de licitación y de contratos con requisitos comunes a todos los participantes, de manera de evitar cualquier tratamiento discriminatorio o preferencial entre éstos.

Al respecto, cabe señalar que en materia de impresión de billetes, el proceso de licitación ha considerado la participación de las empresas de mayor prestigio y reconocimiento internacional, y que corresponden a De La Rue de Inglaterra, Giessecke and Devrient de Alemania, Francois Charles Oberthure de Francia, Fábrica Nacional de Moneda y Timbre de España y Canadian Bank Note de Canadá, entre otras, y en cuanto a monedas, se ha invitado a participar a South Africa Mint de Sudáfrica, Fábrica Nacional de Moneda y Timbre de España y Royal Canadian Mint de Canadá. 

Paralelamente y para el desarrollo tecnológico del sustrato de polímero que se utiliza con éxito en otros países, a contar del año 2004, el Consejo determinó que la impresión de los billetes de la denominación de $2.000 se hiciera exclusivamente en ese sustrato, de manera de poder comprobar sus beneficios técnicos, económicos y de seguridad. La impresión de dichos billetes se efectúa directamente por Note Printing Australia de Australia, empresa dependiente del Banco de la Reserva de ese país, luego de haberse realizado un proceso de licitación que no prosperó por razones de índole económica.

El resultado de las decisiones adoptadas por el Consejo, implica que parte de la emisión haya sido impresa o acuñada en los siguientes países: Alemania, Australia, Canadá, Francia, Inglaterra y Sudáfrica, y que en el programa correspondiente a los años 2008 y 2009, los billetes de las denominaciones de $20.000, $5.000 y $1.000, lo que corresponde aproximadamente al 50% de dicho programa sean impresos por Casa de Moneda de Chile y el resto, en cuanto a la denominación de $10.000 se encuentre a cargo de Giessecke and Devrient, de Alemania y el de $2.000 por Note Printing Australia, de Australia.

Por otra parte, cabe considerar también que por Acuerdo de Consejo, adoptado en Sesión N° 1364 de fecha 11 de octubre de 2007, se aprobaron los requisitos técnicos y características esenciales de la nueva serie de billetes chilenos que se tiene previsto que comiencen a circular hacia fines del año 2009, teniendo presente que para estos efectos el Banco realizó previamente un completo y exhaustivo análisis técnico que consideró para el desarrollo de la nueva serie de billetes chilenos y en carácter de objetivo prioritario, las condiciones de seguridad y funcionalidad de los mismos, consistentes en dotar de mayores medidas de resguardo a los billetes, de manera de facilitar su reconocimiento por el público, su autenticación por sistemas de procesos y máquinas expendedoras de productos, como también y muy especialmente, el de mitigar los riesgos de falsificación, considerando el notable avance tecnológico experimentado en los últimos años y la comprobación por parte del Banco, de la utilización de técnicas sofisticadas que han sido utilizadas por bandas internacionales para falsificar el circulante chileno. 

Junto con ello, se consideró también el criterio de eficiencia económica en orden a obtener, por una parte, un adecuado equilibrio entre el costo y la duración de los nuevos billetes, como también el de lograr condiciones de precio más favorables, lo que se ha reflejado en los distintos procesos de licitación nacional e internacional realizados por el Banco en los últimos años. Dentro de este contexto, cabe precisar que las especificaciones técnicas de la nueva serie de billetes tienen por finalidad única la de poner a disposición del público circulante con características apropiadas a los avances tecnológicos, para cautelar la fe pública involucrada en el uso del billete como medio de pago de curso legal.

En tal sentido, se ha considerado que los billetes de las denominaciones de $1.000, $2.000 y $5.000, se impriman en adelante en sustrato de polímero y que los restantes continúen emitiéndose en papel de algodón con medidas de seguridad acordes con la tecnología que se utiliza por parte de otros bancos centrales, cuyo signo monetario tiene el carácter de divisa internacional. Por otra parte, las principales medidas de seguridad de que se dotará al circulante dicen relación, en general, con la incorporación en los billetes de características adicionales para prevenir su reproducción digital. 

En cuanto a la participación actual de Casa de Moneda de Chile en los procesos de emisión de circulante legal, cabe complementar lo expuesto, señalando que también se encuentra a su cargo el proceso de acuñación de las monedas de las distintas denominaciones, teniendo presente que durante los últimos tres años Casa de Moneda en esta materia ha alcanzado una participación entre el 50% y el 80%, y tratándose de billetes del orden de 50% aproximadamente, teniendo comprometidos procesos de suministro de billetes y monedas con el Banco hasta fines del año 2009.

En lo referente a la posibilidad de que Casa de Moneda de Chile pueda seguir participando en los procesos asociados al diseño y suministro de billetes correspondientes a los nuevos diseños que se tiene previsto que entren en circulación en los años 2010 y 2011, cabe señalar que dicha empresa por Oficio Reservado N° 162 de fecha 7 de diciembre de 2007, informó al Banco Central de Chile, sobre la imposibilidad que le asiste de dar cumplimiento a las exigencias técnicas de la nueva serie de billetes chilenos, razón por la cual desistió de su participación en el proceso de licitación nacional e internacional al que fuera invitada para la impresión de los nuevos billetes a que convocó el Banco, limitando su concurrencia exclusivamente al proceso de diseño de dichos billetes

En este sentido, me permito también informar que a contar del año 2006, el Banco anunció a Casa de Moneda de Chile y a las demás empresas interesadas que tenía contemplado desarrollar el programa de actualización de los billetes chilenos, dándoles a conocer que para dichos efectos se iban a considerar las especificaciones que a esa fecha se exigían en materia de circulante en diversos países que cuentan con un sistema monetario estable y, en particular, a los personeros de Casa de Moneda de Chile se les informó sobre los antecedentes técnicos específicos que se podrían requerir para dichos efectos, de manera que pudieran realizar con la debida antelación la adecuación de sus procesos, lo que quedó reflejado expresamente en la respuesta enviada al Director de Casa de Moneda de Chile, por Oficio Reservado N° 1.032 de fecha 17 de enero de 2008, cuyo texto se acompaña para conocimiento de la Comisión de Hacienda en los términos del mismo. 

Por último y para efectos de concluir esta síntesis, cabe señalar que el Banco mantiene también vigente con Casa de Moneda de Chile, un contrato de prestación de servicios de custodia y de distribución de billetes y monedas desde la bóveda que se mantiene en los recintos de esa Institución, y que permite la entrega de circulante a las empresas transportadoras de valores por cuenta de las empresas bancarias, haciendo presente que dicho servicio se presta por Casa de Moneda de Chile desde comienzos de los años noventa, lo que representa alrededor del 50% del circulante que se mantiene en bóvedas del Banco Central de Chile. Sobre este particular, el Banco no cuenta actualmente con otra alternativa que le permita prestar este mismo servicio con prescindencia de sus propias bóvedas de custodia ubicadas en sus dependencias institucionales. 

En conclusión, de lo expuesto precedentemente, consta que para el Banco Central de Chile la participación de la Casa de Moneda de Chile en el proceso de impresión de billetes y acuñación de monedas, contribuye a la adecuada administración de los riesgos que conlleva la emisión del circulante legal, ya que le permite contar con los servicios de una empresa chilena especializada en esta materia, con la cual ha mantenido una larga relación en lo referente al ejercicio de la potestad que se le ha confiado por parte del Estado de Chile.

El Honorable Senador señor Frei consultó si Casa de Moneda posee la tecnología necesaria para imprimir billetes en sustrato de polímero.

El Fiscal, señor Nacrur, sostuvo que Casa de Moneda no cuenta con dicha tecnología.

El Honorable Senador señor Frei preguntó si todos los países tienen una Casa de Moneda e inquirió sobre que ocurre con la emisión del dólar y el euro.

El Fiscal, señor Nacrur, informó que no todos los estados cuentan con una Casa de Moneda propia, que el dólar se produce en los Estados Unidos y en el caso del euro distintos países europeos producen distintas denominaciones del mismo.

El Honorable Senador señor Frei consultó si desde el punto de vista tecnológico las empresas chilenas o Casa de Moneda tendrían que hacer grandes inversiones para ser competitivas.

El Gerente General, señor Zurbuchen, expuso que, en el caso de las monedas, Casa de Moneda posee la tecnología necesaria para acuñar cualquier tipo de las mismas, incluso de la generación nueva que se denomina de electrochapeado que permite su identificación electrónica, la única tecnología que no tiene es la requerida para identificar el origen de la moneda desde su primera etapa. En el caso de los billetes, manifestó que la distancia existente es muy grande, de modo que se requiere un tiempo prolongado, de aproximadamente dos años, para actualizarla y poder operarla. En cuanto a los montos de inversión necesarios, indicó que se requieren un mínimo de entre 50 y 70 millones de dólares para operar dos líneas de producción.

Agregó que el control de calidad requerido es electrónico, y el control efectuado en Casa de Moneda es manual.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó si, en cuanto a la acuñación, Casa de Moneda es más competitiva que las otras entidades del rubro, y de ser así, a cuanto asciende la cifra o porcentaje que exprese dicha mayor competitividad, y cuánto más barata es Casa de Moneda para el Banco Central. Además, inquirió acerca de cuánto es lo que gasta el Banco Central en la compra de monedas y billetes, y qué alternativas cercanas a Chile posee la institución para efectos de adquisiciones. Finalmente pidió mayores antecedentes sobre la función de custodia y bodegaje que efectúa Casa de Moneda para el Banco Central.

El Gerente General, señor Zurbuchen, expresó que en el rubro monedas, Casa de Moneda no tiene una ventaja competitiva relevante que vaya más allá del rango del 5% en materia de costos, lo que se demuestra con el hecho de que se adjudicaron partidas a Royal Canadian Mint en el año 2006. Agregó que cuando se producen licitaciones internacionales que provocan competencia entre los oferentes, Casa de Moneda baja sus precios en alrededor de un 5%. En materia de logística, informó que la situación es diferente, dado que Casa de Moneda representa una muy buena alternativa y solución para los problemas que se presentan, porque en caso de que falle un proveedor internacional se requieren de 6 y 4 meses para reaccionar respecto de billetes y monedas, y Casa de Moneda puede demorar entre 2 y 3 meses en lograr lo mismo.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que la posibilidad de recurrir a Casa de Moneda en el caso de los billetes con sustrato de polímero no existe, lo que fue corroborado por los representantes del Banco Central.

El Gerente General continuó informando que no existen alternativas de producción de moneda en los países cercanos a Chile, siendo la opción más próxima la Royal Canadian Mint.

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó a qué lugar mandan a hacer sus monedas países como Argentina, Brasil, Colombia o Perú.

El Gerente General, señor Zurbuchen, sostuvo que Argentina y Perú producen dentro del país, y otros, como Bolivia y Uruguay, compran en el extranjero, incluyendo Casa de Moneda de Chile. Agregó que los países recién mencionados como productores no son una alternativa para los requerimientos de Chile, por cuanto no cuentan con la tecnología necesaria, siendo aquella de Casa de Moneda superior, en cuanto a la moneda, a la de los países referidos.

El Honorable Senador señor Frei consultó si las empresas productoras de moneda extranjeras son completamente privadas o cuentan con participación del Estado.

El Gerente General, señor Zurbuchen, señaló que son todas compañías privadas excepto Fábrica Nacional de Moneda y Timbre de España y Note Printing Australia que son estatales.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que por los servicios, funciones y nivel de inversión de las empresas de acuñación de monedas, probablemente Casa de Moneda deba crecer mucho y prestar variados servicios a diversos países o simplemente desaparecerá.

Además consultó cuanto es lo que gasta anualmente en billetes y monedas el Banco Central.

El Gerente General indicó que en monedas para el período 2008-2009 gastarán 60 millones de dólares y 25 millones de dólares en billetes.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que con una utilidad calculada del 10% Casa de Monedas demoraría muchísimos años en recuperar la inversión que requiere efectuar para modernizarse.

El Honorable Senador señor Frei inquirió si Estados Unidos utiliza el sustrato polímero para la producción de dólares.

El Gerente General del Banco Central expresó que en dicho país los billetes son de algodón mezclado con lino, pero que la tendencia mundial es fabricar con polímero en las bajas denominaciones por la relación costo duración en que, por ejemplo, el billete de 2.000 pesos dura 11 meses fabricado con algodón y 2 años con polímero.

El Fiscal, señor Nacrur, expuso que, en cuanto a la bóveda y la custodia que Casa de Moneda presta al Banco Central, hasta 1992 el Banco entregaba directamente el dinero en sus sucursales repartidas por el país, después de dicho año la distribución se efectúa a través de las empresas de transporte especializadas y el Banco les entrega el dinero por cuenta de las empresas bancarias. Asimismo, la bóveda del Banco Central, a pesar de ser muy segura, tiene el problema de su ubicación que muchas veces dificulta la entrega de los billetes y monedas, por lo que se convino con Casa de Moneda para que parte de la entrega del circulante se haga en una bóveda de su propiedad, operando bajo medidas de seguridad impuestas por el Banco Central, y se rige por un contrato de prestación de servicios que abarca aproximadamente el 50% del circulante.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó si el mencionado servicio lo podrían contratar con otra entidad.

El Fiscal del Banco Central señaló que no ha sido posible porque los Bancos no han querido hacerse cargo y las empresas de  custodia y transporte de valores no tienen capacidad para dicho efecto. Agregó que el Banco ha pensado en tener su propia bóveda pero en este momento no tienen otra alternativa que Casa de Moneda.

El Honorable Senador señor García inquirió acerca de cuanto representa el servicio mencionado precedentemente en los ingresos de Casa de Moneda.

El Fiscal, señor Nacrur, señaló que es un monto marginal en el presupuesto de Casa de Moneda, cercano a las 1.000 Unidades de Fomento.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que de ser Casa de Moneda una sociedad anónima podría cobrar mucho más por dicho servicio y que de cierta forma está subsidiando al Banco Central.

En la siguiente sesión la Comisión escuchó a los representantes del Ministerio de Hacienda, cuya asesora, señora Agnic, realizó una exposición del siguiente tenor:

ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY:

El proyecto ingresó al Congreso el año 2002, el último conjunto de indicaciones se presentó durante el año 2007 y fue aprobado en su primer trámite constitucional en abril de 2008.

OBJETIVOS:

- Transformación en Sociedad Anónima

- Cambiar marco jurídico de Servicio Público establecido por DFL Nº 228, del año 1960, del Ministerio de Hacienda.

- Aplicar normas propias de las sociedades anónimas.

- Supervisión a través de la Superintendencia de Valores y Seguros.

- Garantizar fiscalización rigurosa y con normas adecuadas a su giro.

- Integrar la futura empresa al SEP.

JUSTIFICACIÓN:
- Rigidez normativa actual impide eficiencia y competitividad.

- Es una empresa productiva sometida a las normas de derecho público aplicables a los servicios públicos. 

- Escasa flexibilidad, que le impide cumplir eficientemente el rol que le asigna su ley orgánica.

DEBILIDADES:
- Financiamiento e inversión. Los procedimientos para financiamiento en el ámbito presupuestario limitan sus posibilidades de inversión en maquinaria y tecnología.

- Producción. Los métodos de producción no permiten ofrecer productos que se ajusten a las especificaciones técnicas requeridas por el cliente.

- Tecnología. Alejamiento de clientes hacia proveedores de productos con mejor desarrollo tecnológico y calidad.

- Maquinarias y equipos. Antigüedad en los equipos genera altos costos de mantención, mermas y discontinuidad en los procesos productivos, encareciendo los costos de fabricación.

- Recursos humanos. Estructura legal del personal no se ajusta a los requerimientos de una actividad productiva, dado que existen trabajadores de planta, a contrata, a honorarios y aquellos que se rigen por la normativa del Código del Trabajo.

- Comercialización. Existen dificultades para participar en el mercado internacional, porque no existe la posibilidad de nombrar representantes en el extranjero.

- Clientes. Reducido grupo de clientes,  concentran el 80% de los ingresos. Su principal cliente – Banco Central de Chile (44% ingresos) – tiene amplia facultad para contratar dentro y fuera del país la impresión de billetes, acuñación de monedas y otras especies. 

- Proveedores. La ley de Compras Públicas no se ajusta a la realidad y necesidades de la institución. 

EN RESUMEN:
El proyecto pretende entregar a la Casa de Moneda de Chile el estatuto jurídico que le corresponde de acuerdo a su actividad y función, dado que está definida como un Servicio Público, en circunstancias que es una fábrica que requiere un marco jurídico de “empresa”.

SOCIEDAD ANÓNIMA:
¿Por qué Sociedad Anónima?: Figura jurídica que entrega un carácter de mayor eficiencia y transparencia en la ejecución de la actividad empresarial que le correspondería realizar. Estas actividades estarán sometidas a la legislación común aplicable a los particulares, sin perjuicio de las excepciones que por motivos justificados establezca la ley. 

Sociedad Anónima v/s Empresa del Estado, diferencias en cuanto a normativa, personal y remuneraciones, supervisión y fiscalización y facultades del administrador, que implicarían legislar cada una de las actividades de esta empresa y aprobar con quórum calificado cada uno de los artículos de la respectiva ley, si se hubiera optado por transformarla en una Empresa del Estado.
OPORTUNIDADES:
- Consolidar imagen nacional e internacional.

- Nuevos mercados. Interés de Instituciones externas para  realizar alianzas estratégicas con Casa de Moneda, con el fin de participar en nuevos mercados y/o productos de manera conjunta.

- Productos estratégicos. Existencia de nichos de mercados en el extranjero que demandan los productos de Casa de Moneda, como pasaportes, placas patentes, billetes, monedas, etc.

- Exigencias de confianza y seguridad. La demanda por instrumentos de Fe Pública y Especies Valoradas privilegia la antigüedad y trayectoria como sinónimo de confianza y seguridad.

PROPIEDAD DE LA EMPRESA:
La futura empresa será 100% de propiedad pública, donde sus accionistas serán el Fisco con el 1% del capital social y la CORFO con el 99%. Cualquier cambio referido a la propiedad de la empresa requerirá ley de quórum calificado.

Además, las normas del proyecto de ley contemplan que los socios fundadores, por las materias y productos de la empresa, deberán mantener la propiedad de las acciones representativas de la participación en la empresa.

CONTINUIDAD LEGAL:
El proyecto de ley, por tratarse de una continuidad legal entre un servicio público y una empresa, contiene las normas de continuidad necesarias, para que el patrimonio e inscripciones que en la actualidad posee Casa de Moneda, pasen a la Sociedad Anónima que se crea.

PROYECCION DE NEGOCIO:

Una vez transformada Casa de Moneda, se espera potenciar el negocio hacia el extranjero a través de sus propios representantes.

La exportación directa de monedas, billetes y placas patentes, nichos en los que Casa de Moneda tiene alto prestigio en el mercado internacional, justificará las inversiones necesarias que le permitan modernizar sus líneas de producción y competir en mejores condiciones en las futuras licitaciones tanto a nivel nacional como internacional.

Paralelamente se implementará un plan de renovación tecnológica y se espera que a partir del año 2014, Casa de Moneda como empresa S.A., complete su desarrollo de producción en todas las líneas y, por tanto el Banco Central vuelva a incorporar a Casa de Moneda dentro de sus licitaciones para la producción de billetes.
BENEFICIOS TRABAJADORES:
1. ESTABILIDAD

- Se garantiza estabilidad para los trabajadores.

- La propiedad permanecerá en el Estado.

- Se reconocen los años de servicio prestados en Casa de Moneda a todos los trabajadores. 

- Las remuneraciones no podrán ser inferiores a las actuales para los trabajadores traspasados. 

- Se crea una planta adscrita en la Subsecretaría de Hacienda, la que tendrá un cupo máximo de un 30% de los funcionarios de carrera de la Casa de Moneda.
2. DERECHOS DE LOS TRABAJADORES 

- Primera Negociación colectiva voluntaria y no reglada dentro de los 120 días siguientes a la conformación del Directorio o de la transformación o creación de los sindicatos.

- Continuidad legal de las Asociaciones de Trabajadores como Sindicatos en la nueva empresa. 

- La nueva empresa deberá iniciar los trámites necesarios para obtener la calificación de las labores desempeñadas como trabajos pesados, lo que permitirá a algunos trabajadores jubilar anticipadamente.

- Los trabajadores mantendrán el régimen previsional al que se encuentran adscritos, sin perjuicio de poder optar a afiliarse a una AFP, y aquellos que estuvieran afectos al régimen de desahucio, podrán hacerlo efectivo al momento de retirarse de la empresa.

3. BONOS Y COMPENSACIONES EN DINERO

- Mantención del Bono contenido en la Ley N° 20.212 o Ley ANEF para los trabajadores que cumplan con los requisitos.
- Se dan por bien pagados los bonos de producción impugnados por la Contraloría. 

- Existirá una compensación monetaria, en la remuneración de los trabajadores, si se produce una disminución del feriado legal por efecto del traspaso.

- Otorgamiento de un bono por cambio jurídico, por una sola vez de acuerdo con la antigüedad en la empresa a todos los trabajadores.
- El proyecto estipula un bono por retiro o por despido, para aquellos trabajadores que no puedan optar a los beneficios de la Ley ANEF y que tengan los requisitos para jubilar cumplidos.

COMPARACION SITUACIÓN TRABAJADORES 
SIN CAMBIO Y CON CAMBIO JURÍDICO:
SIN CAMBIO JURÍDICO

	
	DESPIDO
	RETIRO VOLUNTARIO

EN EDAD DE JUBILAR

	Estatuto
	SIN INDEMNIZACION
	CON BONO ANEF  y ley Nº 19.882

	Código trabajo
	CON INDEMNIZACION

De acuerdo a regla general
	CON BONO ANEF  y ley Nº 19.882

	Honorarios
	SIN INDEMNIZACION
	SIN BONO ANEF y ley Nº 19.882


CON CAMBIO JURÍDICO

	
	P.de L. Casa de Moneda y Ley ANEF

Despido por Art. 161CT
	P. de L. Casa de Moneda y Ley ANEF

Retiro Voluntario
	RETIRO VOLUNTARIO O DESPIDO

DENTRO 90 DIAS EN EDAD DE JUBILAR

	Estatuto
	CON INDEMNIZACION

c/tope

BONO ANEF
	Bono ANEF

Ley 19882
	Bono especial de

11 meses + 6, 4, 2

	Código trabajo
	CON INDEMNIZACION

De acuerdo a regla general

Bono ANEF
	Bono ANEF

Ley 19882
	Bono especial de

11 meses + 6, 4, 2

	Honorarios
	CON INDEMNIZACION

c/tope
	----------
	Bono especial de

11 meses + 6, 4, 2


CONCLUSIONES:

- Es imprescindible una nueva estructura legal, para proyectar la actividad de Casa de Moneda.

- Existe una real necesidad de renovación de equipos productivos, con el fin de lograr mayores niveles de seguridad y productividad, que permita enfrentar el mundo global competitivo con mayor eficiencia.
- Casa de Moneda estaría en condiciones de incursionar en el mercado internacional al poder efectuar inversiones tendientes a la innovación tecnológica, renovación de equipos, mejorar sus sistemas de gestión, invertir en investigación y desarrollo en consideración a la evolución tecnológica de sus productos estratégicos. 

- Asimismo, posterior a la renovación tecnológica se espera estar en condiciones de ser considerado nuevamente por el Banco Central en las licitaciones de la nueva familia de billetes (2012-2014 aproximadamente).

La Subsecretaria de Hacienda, señora Recart, reiteró que la presente iniciativa es la única posibilidad de que Casa de Moneda subsista y se mantenga en el tiempo, caso contrario, de mantenerse la situación actual, inevitablemente deberá desaparecer.

El Honorable Senador señor García sostuvo que para que Casa de Moneda pueda competir internacionalmente y producir los billetes que el país necesita se requiere un aporte de recursos importante, que no se verifica en el proyecto y no sabe si se hará a través de créditos o de otra forma. En virtud de lo anteriormente expuesto preguntó de qué forma se hará el mencionado aporte de capital que Casa de Moneda requiere.

La asesora del Ministerio, señora Agnic, señaló que una de las indicaciones presentadas en la Cámara de Diputados hizo que se modificara el patrimonio del Servicio pasando del capital suscrito a dicho capital más las utilidades retenidas que lo hacen llegar a 23.000 millones de pesos que le permitirán endeudarse con el sistema financiero y adquirir los créditos en función de los proyectos que generen.

El Honorable Senador señor García observó que las mencionadas acciones serán ejecutadas con el patrimonio actual de Casa de Moneda, que corresponden aproximadamente a 45 millones de dólares, lo que hace difícil la adquisición de máquinas que cuestan 70 millones de dólares como se ha planteado ante la Comisión. Agregó que es en el punto mencionado precedentemente donde ve la mayor dificultad para el éxito de Casa de Moneda, porque deberá endeudarse, y si no conquista nuevos mercados en definitiva fracasará en uno o dos años más.

La asesora del Ministerio, señora Agnic, indicó  que se ha pensado en una inversión paulatina, por lo que las maquinarias no tienen que adquirirse en una primera etapa, y se puede hacer posteriormente de acuerdo a las utilidades que la empresa genere.

El Honorable Senador señor García consultó si Casa de Moneda aporta recursos al Fisco.

El representante de la Dirección de Presupuestos, señor Valladares, manifestó que el Servicio genera utilidades pero las retiene sin aportarlas al Fisco.

La Subsecretaria, señora Recart, destacó que el proyecto es la única  forma en que Casa de Moneda subsistirá, y que Chile no puede carecer de una Institución como ésta porque el Banco Central se ha visto afectado por situaciones en que los proveedores no cumplen con sus encargos y Casa de Moneda ha solucionado esas emergencias.

El Honorable Senador señor Frei planteó tener dudas porque el proyecto no asume en cabalidad las soluciones que Casa de Moneda requiere, dado que se plantean como opuesto lo público y lo privado, y en la actualidad el mejor resultado se obtiene con empresas mixtas, como Petrobrás, que en su concepto es lo que debiera darse en Casa de Moneda. En todo caso, observó que si va a ser una empresa pública, debiera hacerse la inversión necesaria, porque si no la empresa no prosperará, más tomando en cuenta que en dos años los billetes que produce ya no los producirá más, desapareciendo la mitad de los ingresos que provienen del Banco Central. 

Manifestó que no todos los países tienen una Casa de Moneda que emita el circulante, y agregó que en la iniciativa que se propone no ve que se le den a Casa de Moneda las herramientas que necesita para poder competir y sobrevivir, por lo que arriesgan que en uno o dos años se estén pidiendo nuevos recursos nada más que para salvarla de su extinción.

Reiteró su deseo de que si se define que sea una empresa pública se le entreguen los recursos para salir a competir internacionalmente, y que ojalá en tres o cuatro años exista la cultura requerida para buscar la asociatividad con los privados, como ocurrió con las grandes empresas del rubro de Alemania, Francia, Inglaterra o Canadá, que en su inicio recibieron fondos del Estado para después consolidar su situación internacionalmente. Propuso, como ejemplo, que Casa de Moneda abra un 35% de su propiedad a inversión de privados y el restante 65% se mantenga en manos del Estado.

La Honorable Senadora señora Matthei expresó que en materia de competitividad no se ve como pueda mejorar mucho la situación del Servicio si Casa de Moneda, teniendo costos de transporte mucho menores a los de los otros oferentes, es apenas 2 ó 3% más competitiva en los precios planteados al Banco Central.

En cuanto a los billetes, indicó que en dos años más no estarán en condiciones de fabricar los requeridos por el Banco Central, salvo los de 10.000 y 20.000.

Respecto de la ventaja logística que representa Casa de Moneda para el Banco Central, en cuanto a la opción de fabricar billetes en caso de que un oferente no cumple un encargo, simplemente el Banco tendría que aumentar sus existencias para hacer frente a un incumplimiento de un proveedor.

Además, sostuvo que en este nicho no tienen competitividad internacional, a menos que se inviertan 70 millones de dólares para tener las máquinas que se requieren internacionalmente. Agregó que como la empresa se verá limitada en su actuar al no poder competir, ampliará su giro hacia otras actividades, como ocurre con ENAP, compitiendo con los privados y, posiblemente, pidiendo créditos cuyo costo generalmente termina asumiendo el Estado. 

Concluyó que, o se la transforma dotándola de los recursos para competir en igualdad de condiciones internacionalmente, o sólo se le estará cambiando la estructura para darle una sobrevida y terminar cerrándola en 5 años más con cuantiosas pérdidas.

Coincidió con el Presidente de la Comisión en que Casa de Moneda sólo es viable, y así debiera reflejarse en el proyecto, si hay privados que estén dispuestos a invertir en ella.

El Honorable Senador señor Escalona consultó cuántos son los trabajadores de Casa de Moneda y cuántos quedarían con la iniciativa convertida en ley.

La Subsecretaria, señora Recart, manifestó que son entre 350 y 400 los trabajadores de Casa de Moneda, los que serán requeridos en su totalidad para la primera etapa de Casa de Moneda S.A., existiendo además una planta adscrita que permanecerá en el Ministerio de Hacienda, correspondiente al 30% de los funcionarios de planta, lo que equivale a unos 35 servidores.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que el paso de las personas contratadas en base a honorarios a ser trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo, significará un aumento del costo por concepto de lo que perciben de al menos un 20%.

El Honorable Senador señor Ominami reparó en que la iniciativa podría contemplar la facultad que permita a la empresa explorar algún tipo de asociación con capitales privados en los próximos años.

La Honorable Senadora señora Matthei señaló que además debería contemplarse una disposición que permita el endeudamiento de la empresa sólo previa búsqueda de capitales privados.

La Subsecretaria, señora Recart, expresó que la propuesta de los Honorables Senadores en cuanto a buscar participación de capitales privados debe ser estudiada y es válida, pero señaló que no es este el sector productivo en que se tiene que resolver el problema de falta de asociatividad entre sector público y sector privado. Agregó que dieron una señal en el sentido de otorgar herramientas a Casa de Moneda al aumentar su patrimonio de 7.000 a 23.000 millones de pesos.

El Honorable Senador señor García consultó cómo se llegó de 7.000 a 23.000 millones de pesos de patrimonio, y comentó que el Banco Central expuso que Casa de Moneda presta un servicio de custodia que se paga en una cifra muy inferior a la que sería de mercado si éste existiese, dado que Bancos y entidades de custodia no han querido ofrecer el mencionado servicio. 

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que el Banco Central expuso que Casa de Moneda cobra un precio bajo con motivo de los trabajos de fabricación de monedas y billetes que le encarga el mencionado Banco, dado que representan buena parte de sus ingresos y son cifras cuantiosas. Agregó que si Casa de Moneda subiera mucho el precio que cobra por bóveda, el Banco Central en poco tiempo se decidiría por construir una propia.

Consultó por el gobierno corporativo, en cuanto a la nominación de los directores de la sociedad. Asimismo, preguntó por la edad promedio de los trabajadores.

El Honorable Senador señor Escalona se pronunció a favor de la idea de legislar en razón de que todos los problemas que se han mencionado precedentemente, se producirán justamente si Casa de Moneda sigue como hasta hoy, ya que la misma se hará inviable y todos los costos de su cierre, entre ellos remuneraciones e indemnizaciones de los trabajadores, tendrá que asumirlos el Estado a través de la Ley de Presupuestos.

El Honorable Senador señor Ominami planteó que debía aprobarse el proyecto en general, esperando que se hagan ciertas modificaciones que el proyecto requiere, a propósito de la discusión en particular.

La Subsecretaria, señora Recart, expuso que el promedio de edad de los trabajadores es de 42 años, siendo ese promedio mayor tratándose sólo de los funcionarios de planta.

Señaló que el patrimonio de Casa de Moneda se aumentó sumando al puro capital suscrito las utilidades retenidas y la valorización de los activos como inmuebles, maquinarias, marcas y patentes.

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó a cuánto ascienden las utilidades anuales del Servicio, para saber si cubren el mayor costo que representará el cambio de la situación laboral de quienes actualmente están contratados a honorarios.

La asesora del Ministerio, señora Agnic, expresó que son aproximadamente 400 millones de pesos.

El Honorable Senador señor Frei manifestó que antes de votar en general el proyecto le gustaría saber si el Ejecutivo está dispuesto a introducir los cambios que necesita la iniciativa para lograr su objetivo, ya que sólo existiendo esa voluntad votaría a favor.

El Honorable Senador señor Ominami señaló estar dispuesto a votar a favor sobre la base de un compromiso respecto de un plan de inversiones, de mejoramiento del gobierno corporativo y de la posibilidad de apertura a algún tipo de inversionista privado.

La Subsecretaria, señora Recart, sostuvo que el Ejecutivo está dispuesto a efectuar las modificaciones que se necesiten, ya sea en cuanto a la inversión de capitales privados como en cuanto al gobierno corporativo y a todos los otros problemas que se detecten.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Ominami, y las abstenciones de  los Honorables Senadores señora Matthei y señor García.
- - -
INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 19 de marzo de 2008,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“1) Objetivo del Proyecto de Ley.
El objetivo fundamental del Proyecto de Ley es transformar la “Casa de Moneda de Chile” en sociedad anónima, dado que en la actualidad dicha institución se rige por el DFL N° 228 de 1960 que le otorga la naturaleza jurídica de servicio público, normativa que dada su rigidez, le impide actuar con eficiencia y competitividad en sus negocios.

La transformación de “Casa de Moneda de Chile” en sociedad anónima implica que dicha sociedad se regirá por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas y estará sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Valores y Seguros, con lo cual se logra un control más eficiente para el desarrollo de sus negocios.

En materia de relacionadas con empresas del Estado, sólo les serán aplicables las normas que establecen los artículos 11 de la Ley N° 18.196 y 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

2) Costo del Proyecto de Ley.
El costo asociado al proyecto de ley está determinado por la creación de la planta transitoria del artículo 16° y por los beneficios económicos que se otorgan a un determinado grupo de trabajadores, de acuerdo a lo establecido en el artículo 1° transitorio.

2.1 La mantención de la planta transitoria a que se refiere el artículo 16° del proyecto, podría significar un mayor gasto para la Subsecretaría de Hacienda de $148.213 miles, por los 6 meses, que conforme al artículo 17°, permanecerían como máximo en dicha planta, considerando un número de hasta 36 funcionarios, que corresponde al 30% de un total a la fecha de 120 cargos provistos con funcionarios en calidad de titulares y una renta promedio de $686.169.

2.2 El artículo 1° transitorio, en sus letras a), b) y c) dispone que los trabajadores que a la fecha de constitución de la empresa se hubiesen desempeñado en el servicio “Casa de Moneda de Chile”, en calidad de planta o contrata o aquellos trabajadores contratados bajo las normas del Código del Trabajo, a lo menos durante los 10 últimos años, tuvieren 60 o más años de edad si son mujeres y 65 o más años, si son hombres y reúnan los requisitos para obtener jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional, tendrán derecho a percibir un beneficio económico que se determinará como se indica:

a) Para aquellos trabajadores cuya remuneración, incluidas las contraprestaciones variables promedio de los tres meses anteriores al término de sus contratos, sea igual o inferior a $ 472.000 mensuales, el beneficio será equivalente a seis meses de las referidas remuneraciones y contraprestaciones.

b) Para aquellos cuya remuneración y demás contraprestaciones sea superior a $ 472.000 y que no excedan de $780.000 el beneficio será de cuatro meses.

c) Para aquellos cuya remuneración y demás contraprestaciones sea superior a $780.000, el beneficio será de dos meses.

En el siguiente cuadro se presenta el costo fiscal de este artículo, desagregado por grupo de trabajadores de acuerdo a los tramos establecidos en las letras a), b) y c) precedentes.

	Grupo de trabajadores
	N° de trabajadores
	Antigüedad promedio Años
	Renta promedio (1) Miles de $
	Beneficio N° de meses
	Costo (2) Miles de $

	Trabajadores con renta menor o igual a $472.000
	3
	20
	403
	6
	21.076

	Trabajadores con renta mayor a $472.000 y que no excede $780.000
	13
	40
	685
	4
	133.632

	Trabajadores con renta superior a $780.000
	3
	34
	1178
	2
	50.101

	Costo Total
	19
	
	
	
	204.809


(1) Últimos 3 meses

(2) Los valores se calcularon con los antecedentes individuales

De acuerdo a lo anterior, el costo de esto bono para el fisco alcanzaría los $204.809 miles.

2.3 El Artículo 8° transitorio que permite a todos los trabajadores y funcionarios que sean traspasados a la nueva empresa optar al bono al retiro que contempla la Ley N°20.212, no irrogará mayor gasto fiscal, pues este ya fue contemplado en la tramitación de la mencionada ley.

2.4 En resumen, el costo total estimado del referido Proyecto Ley, según los conceptos anteriores es de:

Miles $

Planta adscrita para un potencial de 36 trabajadores por 6 meses
148.213.-
Bono Incentivo al retiro






204.809.-

Total potencial estimado






353.022.-

3) Financiamiento del Proyecto de Ley.
El costo señalado en 2.1 será de cargo fiscal, el que se financiará mediante transferencia del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Ley de Presupuestos vigente, y el correspondiente a 2.2 será financiado con cargo a recursos generados por la propia “Casa de Moneda de Chile”.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -
TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DE LA AUTORIZACIÓN PARA DESARROLLAR ACTIVIDAD ECONÓMICA

Artículo 1°.- Autorízase al Estado para desarrollar actividades empresariales de carácter industrial y mercantil en materias gráficas, o de aquellas que hagan sus veces, y metalúrgicas, en conformidad y con estricta sujeción al artículo 3° de esta ley, a través de una sociedad anónima que constituirán el Fisco y la Corporación de Fomento de la Producción, quienes deberán mantener permanentemente la propiedad de las acciones representativas de su capital social.

Artículo 2°.- De acuerdo con la autorización establecida en el artículo anterior, el Fisco, representado por el Tesorero General de la República, y la Corporación de Fomento de la Producción en conformidad a su ley orgánica, constituirán, dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de esta ley, una sociedad anónima que se denominará Casa de Moneda de Chile S.A., la que se regirá por las normas de las sociedades anónimas abiertas, quedando sometida a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, a la empresa Casa de Moneda de Chile S.A., en materias relacionadas con empresas del Estado, sólo les serán aplicables las normas que establecen los artículos 11 de la ley N° 18.196 y 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Artículo 3°.- El objeto de esta sociedad será realizar por cuenta propia o ajena:

1) La fabricación de cuños y la elaboración de monedas;

2) La fabricación de planchas y la elaboración de billetes;

3) La impresión de especies valoradas y documentos de fe pública que requieran de seguridad especial;

4) La fabricación de placas patentes para vehículos o para el control de otros impuestos;

5) La aposición de timbres en documentos públicos y privados gravados con tributos;

6) La refinación de oro y plata para las actividades relacionadas directamente con el giro social;

7) La fabricación, desarrollo, distribución y comercialización de elementos que constituyan instrumentos de fe pública y las respectivas certificaciones;

8) La prestación de servicios, desarrollo de proyectos, realización de consultorías y asesorías y la realización de todas aquellas actividades derivadas de la especialidad que le otorgue a la empresa el desarrollo de las tareas y actividades referidas en este artículo;

9) La compraventa, importación y exportación de todo tipo de bienes y servicios relacionados directamente con las actividades referidas precedentemente; el suministro, distribución y comercialización de aquéllos, y

10) Otros servicios conexos, complementarios y auxiliares que se indiquen en los estatutos y que digan estricta relación con el objeto social contenido en este artículo.

Las actividades incluidas en el objeto social no se entenderán de exclusividad de la empresa que se autoriza crear por esta ley.

Casa de Moneda de Chile S.A. podrá celebrar toda clase de actos y contratos relacionados con el objeto social.

Artículo 4°.- En la constitución de la sociedad anónima, corresponderá al Fisco una participación del 1% del capital social y a la Corporación de Fomento de la Producción una participación del 99%.

Los socios deberán mantener de modo permanente, la propiedad de las acciones representativas de la participación social señalada en el inciso anterior. En caso de que se propongan aumentos de capital, sólo podrán votar a favor de dicha proposición si cuentan con los recursos necesarios para suscribir las cantidades requeridas que les aseguren la mantención de dichos porcentajes. Las acciones en referencia serán inembargables.

Artículo 5°.- El capital inicial de la sociedad que se crea por esta ley será una cantidad igual a la suma del valor libro, al 31 de diciembre de 2006, de los bienes fiscales que estén destinados o en uso  por el servicio público Casa de Moneda de Chile regido por el decreto con fuerza de ley Nº 228, de 1960, de acuerdo a lo que determine el balance a dicha fecha. La determinación  del valor libro de tales bienes se efectuará por decreto supremo expedido por el Ministerio de Hacienda, el cual se deberá dictar dentro del plazo de 30 días contado desde la entrada en vigencia de esta ley.

El patrimonio de la sociedad estará constituido por el capital inicial y por los activos y pasivos, derechos, rentas y beneficios, cualquiera sea su naturaleza, que perciba o posea a cualquier título, y por las obligaciones legalmente contraídas por el servicio público Casa de Moneda de Chile en uso de su giro.

El patrimonio final de la sociedad, se tendrá por suscrito, aportado y enterado, en un 99% por la Corporación de Fomento de la Producción y en un 1% por el Fisco de Chile.

Dentro de los 120 días siguientes a la constitución de la sociedad, la empresa deberá realizar un balance de acuerdo a las normas dictadas por la Superintendencia de Valores y Seguros para las sociedades anónimas abiertas, con el objeto de determinar las diferencias existentes a aquella fecha entre los derechos, obligaciones y patrimonio, en relación a los asignados por el decreto supremo aludido en los incisos anteriores.

Dichas diferencias de tipo contable o ajustes que pudieran surgir, se adecuarán conforme a las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas, y se entenderán traspasadas de pleno derecho, desde la fecha de aprobación del referido balance, a la sociedad continuadora legal del servicio público Casa de Moneda de Chile, por medio de un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, en el plazo de 30 días contado desde la aprobación del balance referido en este inciso.

Autorízase al Tesorero General de la República para que suscriba las acciones a nombre del Fisco.

Artículo 6º.- La sociedad anónima que se ordena constituir por esta ley será la continuadora legal del servicio público Casa de Moneda de Chile, a contar de la fecha en que inicie su existencia legal.

Artículo 7°.- Las inscripciones, subinscripciones y anotaciones existentes a nombre o con relación al servicio público Casa de Moneda de Chile, respecto de inmuebles, vehículos, marcas comerciales y otros bienes objeto de inscripción en algún registro, se entenderán vigentes y para todos los efectos, de pleno derecho y por el solo imperio de la ley, a nombre de la sociedad anónima que se autoriza constituir, debiendo los respectivos Conservadores o encargados de tales registros, proceder a practicar las nuevas inscripciones, subinscripciones y anotaciones a nombre de Casa de Moneda de Chile S.A., con la sola solicitud que al respecto le presente el Gerente General de esta sociedad.

Artículo 8°.- Todos los actos, contratos, publicaciones, inscripciones y subinscripciones que tengan por objeto llevar a cabo la transferencia de los activos y pasivos de bienes de cualquier naturaleza, desde el servicio público Casa de Moneda de Chile a la sociedad anónima que le sucede, estarán exentos de todo impuesto o derecho.

Artículo 9º.- Facúltase al Ministro de Hacienda para que, en representación del Fisco y conjuntamente con el Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, concurra a la aprobación de los estatutos sociales, de sus modificaciones posteriores y suscriba los documentos pertinentes.

Los referidos estatutos y sus modificaciones deberán ajustarse estrictamente a las normas contenidas en esta ley.

Corresponderá al directorio, conferir poderes generales al gerente general y especiales a otros ejecutivos o a abogados de la empresa y, para casos específicos y determinados, a terceras personas. Estos poderes los podrá revocar o limitar en cualquier momento sin expresión de causa.

TÍTULO II

DEL PERSONAL DE LA CASA DE MONEDA DE CHILE

Artículo 10.- El personal de Casa de Moneda de Chile, cualquiera sea la calidad jurídica y el régimen laboral a que esté afecto, continuará desempeñándose, sin solución de continuidad, en la sociedad anónima a que se refiere esta ley y se regirá por las normas de la legislación laboral y previsional aplicables a los trabajadores del sector privado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente.

Del mismo modo, se incorporarán a la nueva sociedad las personas que estén proporcionando servicios a Casa de Moneda contratadas sobre la base de honorarios, en forma continua, a lo menos durante los dos años previos a la fecha de publicación de esta ley.

Los contratos de trabajo que corresponda celebrar entre la nueva empresa y los trabajadores, deberán constar por escrito dentro de los 60 días siguientes a la constitución de la sociedad. El total de haberes y demás beneficios económicos que se consignen, no podrá ser inferior, en su monto final mensual, al que perciban los trabajadores de Casa de Moneda de Chile en el mes anterior al de la creación de la empresa, considerando en lo que respecta a las contraprestaciones variables, el promedio de los últimos tres meses.

Artículo 11.- El personal en actual servicio podrá mantenerse en el régimen previsional al que se encuentra adscrito, sin perjuicio de su derecho a optar por el régimen establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.

Quienes, a la fecha del traspaso, reunieran las condiciones habilitantes para los efectos de lo dispuesto en el artículo 132 del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960, las mantendrán, no obstante los cambios que producirá la aplicación de la presente ley.

Artículo 12.- Los trabajadores que en virtud del artículo 14 transitorio de la ley N° 18.834, se han mantenido afectos al régimen de desahucio, podrán hacerlo efectivo solamente cuando se retiren definitivamente del empleo que sirvan en la empresa.

Para ello, se les considerará como tiempo servido únicamente el que se habría computado de percibirlo al momento de la incorporación en la nueva empresa. Al impetrarlo, se pagará aplicando como remuneración la que corresponda al efecto, según la legislación vigente a dicha fecha, expresada en unidades de fomento.

A contar del día primero del mes siguiente a su incorporación a la sociedad anónima, cesa la obligación del interesado a cotizar al fondo de desahucio, aun cuando opte por mantener su régimen previsional.

Artículo 13.- El personal a que se refiere el inciso primero del artículo 10 tendrá derecho a las indemnizaciones que les correspondan por término de la relación laboral, de conformidad con el Código del Trabajo y, para tal efecto, se le considerarán los años de servicio prestados en Casa de Moneda de Chile. Sin embargo, no les será aplicable el artículo 7° transitorio de dicho Código.

No obstante lo anterior, se aplicará lo dispuesto en el artículo 7° transitorio del Código del Trabajo, al personal a que se refiere este artículo, cuya relación laboral con Casa de Moneda de Chile se encontraba regida por dicho Código, sin solución de continuidad, desde antes del 14 de agosto de 1981 hasta la fecha.

Artículo 14.- A las personas a que se refiere el inciso segundo del artículo 10, les será computado, además del período trabajado en la nueva empresa, los años servidos en Casa de Moneda de Chile contratadas sobre la base de honorarios y que se hayan desempeñado en esa calidad de forma continua e ininterrumpida a lo menos durante los veinticuatro meses previos a la fecha de constitución de la sociedad, contabilizándose al efecto 30 días de indemnización por cada año de servicio, en el evento que la empresa ponga término a la relación laboral por aplicación de alguna de las causales del artículo 161 del Código del Trabajo, no siéndole aplicable el artículo 7° transitorio de dicho Código. Lo dispuesto en el presente artículo no será considerado, en ningún caso, como antecedente de una relación de trabajo dependiente con dicho Servicio.

Artículo 15.- Los trabajadores de la Empresa que, con motivo del cambio de régimen laboral, vean disminuida la duración del feriado que tuvieren reconocido de conformidad con el artículo 98 de la ley N° 18.834, tendrán derecho a que dicha disminución les sea recompensada proporcionalmente en la remuneración que pacten con aquélla.

Artículo 16.- Durante los 60 días, contados desde la publicación de esta ley, el Director de Casa de Moneda de Chile o el Gerente General de la nueva sociedad, según corresponda, podrá disponer el traspaso de funcionarios que desempeñen cargos de carrera en calidad de titulares, a una planta transitoria que se constituirá adscrita a la Subsecretaría de Hacienda con dicho personal.

Los funcionarios traspasados mantendrán su régimen estatutario, previsional, nivel de remuneraciones, antigüedad, planta y grado de Escala Única de Sueldos.

Una planilla suplementaria, que se reajustará en la misma proporción y oportunidad en que lo sean las remuneraciones del sector público, complementará dicha remuneración en el evento que el total de haberes resulte inferior a la última remuneración que, con carácter de permanente, percibiera el titular en Casa de Moneda más el promedio de las remuneraciones variables de los 3 meses previos al traspaso. Dicha planilla suplementaria será imponible en la misma proporción en que lo sean las remuneraciones que compensa.

El personal que reúna las condiciones señaladas en el inciso primero de este artículo podrá postular, dentro del plazo que allí se señala, a ser incorporado a la referida planta transitoria. El Director de Casa de Moneda o el Gerente General de la nueva sociedad resolverá fundadamente dichas postulaciones.

Los funcionarios que se integren a esta planta, no serán considerados en la dotación máxima de personal establecida para dicha Secretaría de Estado y los cargos que sirvan, se suprimirán de pleno derecho al quedar vacantes por cualquier causa.

El número de personas traspasadas a la planta transitoria, no podrá exceder del 30% del total de cargos provistos con funcionarios en calidad de titulares a la fecha de publicación de la presente ley.

Artículo 17.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de 6 meses contados desde la fecha de traspaso del personal de Casa de Moneda de Chile a la planta transitoria adscrita a la Subsecretaría de Hacienda, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por medio del Ministerio de Hacienda, traspase, mediante nombramiento o encasillamiento y sin solución de continuidad, al personal de la referida planta transitoria a cualquier órgano o servicio de los referidos en el inciso primero del artículo 21 de la ley N° 18.575, para desempeñar labores propias del cargo que detente y en empleos de la misma jerarquía. Estos nombramientos o encasillamientos no podrán significarle menor renta, para lo cual, cualquier diferencia se pagará por planilla suplementaria de similares características de la concedida en el artículo 15.

Los traspasos que impliquen cambio de la residencia habitual, fuera de la Región Metropolitana de Santiago requerirán de la aceptación del funcionario, la cual deberá constar por escrito.

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá modificar, en los servicios a los cuales traspase funcionarios, las plantas y dotaciones de personal, creando los cargos necesarios y estableciendo, de ser pertinente, sus requisitos específicos. El Presidente de la República, de preferencia, traspasará personal a los cargos vacantes de las plantas de funcionarios de los servicios a los que se incorpora.

Los traspasos que se dispongan, no serán considerados como causal de término de servicios, ni supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

Las personas traspasadas conservarán el número de bienios que tengan reconocidos, como también el tiempo computable para uno nuevo.

Artículo 18.- El personal que haya percibido indemnización por separación de su empleo, en virtud de lo establecido en los artículos 13, 14 permanentes y 1° transitorio, no podrá ser recontratado, ni aun sobre la base de honorarios, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelva la indemnización percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.

No obstante, podrán efectuarse reincorporaciones de personas que hayan percibido indemnización, en casos calificados por el Gerente General fundados en la especialización alcanzada por el trabajador, sin que estas situaciones puedan exceder del 5% de los beneficiarios.

La aplicación de la presente ley será incompatible con lo dispuesto en el artículo 148 de la ley N° 18.834.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° transitorio.- Otórgase por única vez, un bono al retiro a los trabajadores y funcionarios de Casa de Moneda de Chile, de acuerdo a lo que se establece a continuación:

1.
Los trabajadores que a la fecha de constitución de la empresa, se hubieran desempeñado en calidad de planta o contrata conforme a las normas del Estatuto Administrativo o aquellos trabajadores contratados bajo las normas del Código del Trabajo en el servicio Casa de Moneda de Chile, y que cesen en el cargo o terminen su contrato de trabajo por renuncia voluntaria y no pudieran acceder al bono por retiro establecido en la ley Nº 20.212, por aplicación de lo dispuesto en el inciso final del artículo 6º transitorio o que no cumplan con el requisito de antigüedad exigido en el Nº 1 del artículo 7º transitorio del mencionado cuerpo legal, recibirán un bono por término de la relación laboral equivalente a un mes de remuneraciones por año de servicio, con un tope máximo de 11 meses, calculado sobre el promedio de las últimas doce remuneraciones y además tendrán derecho a un beneficio económico cuyo monto será el que se pasa a señalar:

a.
Para aquellos cuya remuneración, incluidas las contraprestaciones variables promedio de los tres meses anteriores al término de sus contratos, sea igual o inferior $472.000 mensuales, el beneficio será equivalente a seis meses de las referidas remuneraciones y contraprestaciones;

b.
Para aquellos cuya remuneración y demás contraprestaciones sea superior a $472.000 y que no excedan de $780.000 mensuales, el beneficio será de cuatro meses, y

c.
Para aquellos cuya remuneración y demás contraprestaciones sea superior a $780.000 mensuales, el beneficio será de dos meses.

Para acceder a los beneficios señalados en el inciso anterior, los trabajadores deberán cumplir los siguientes requisitos:

1.
Haberse desempeñado en el Servicio Casa de Moneda de Chile a lo menos por 10 años ininterrumpidos e inmediatamente previos a la constitución de la Empresa, a la fecha de publicación de la ley;

2.
Que tuvieren 60 o más años de edad, si son mujeres y 65 o más años, si son hombres, a la fecha de publicación de la ley.

Este bono será compatible con el bono al retiro contemplado en el artículo séptimo de la ley Nº 19.882, en las mismas condiciones y con los mismos requisitos mencionados en dicho cuerpo legal.

Los beneficios de que trata este número procederán respecto de aquellos trabajadores, que renuncien voluntariamente a sus cargos dentro de los 120 días siguientes a la constitución de la empresa, y no serán imponible ni tributable, ni constituirá renta para ningún efecto legal.

2.
Los trabajadores que a la fecha de constitución de la empresa, se hubieran desempeñado en calidad de planta o contrata conforme a las normas del Estatuto Administrativo o aquellos trabajadores contratados bajo las normas del Código del Trabajo en el servicio Casa de Moneda de Chile, y que cesen en el cargo o se les termine el contrato de trabajo, por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo y no pudieran acceder al bono por retiro establecido en la ley Nº 20.212, por aplicación de lo dispuesto en el inciso final del artículo 6º transitorio o que no cumplan con el requisito de antigüedad exigido en el Nº 1 del artículo 7º transitorio del mencionado cuerpo legal, recibirán como complemento a la indemnización por años de servicio que corresponda de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley, un bono cuyo monto será el que se pasa a señalar:

a.
Para aquellos cuya remuneración, incluidas las contraprestaciones variables promedio de los tres meses anteriores al término de sus contratos, sea igual o inferior $472.000 mensuales, el beneficio será equivalente a seis meses de las referidas remuneraciones y contraprestaciones;

b.
Para aquellos cuya remuneración y demás contraprestaciones sea superior a $472.000 y que no excedan de $780.000 mensuales, el beneficio será de cuatro meses, y

c.
Para aquellos cuya remuneración y demás contraprestaciones sea superior a $780.000 mensuales, el beneficio será de dos meses.

Para acceder a los beneficios señalados en el inciso anterior, los trabajadores deberán cumplir los siguientes requisitos:

1.
Haberse desempeñado en el Servicio Casa de Moneda de Chile a lo menos por 10 años ininterrumpidos e inmediatamente previos a la constitución de la Empresa, a la fecha de publicación de la ley.

2.
Que tuvieren 60 o más años de edad, si son mujeres y 65 o más años, si son hombres, a la fecha de publicación de la ley.

El beneficio de que trata este número procederá respecto de aquellos trabajadores, a quienes se les ponga término a sus contratos dentro de los 120 días siguientes a la constitución de la empresa, y no será imponible ni tributable, ni constituirá renta para ningún efecto legal. No obstante lo dispuesto anteriormente, no podrá acceder a este beneficio el personal del Servicio Casa de Moneda de Chile que se encontraba regido por las normas del Código del Trabajo al que se le aplique lo dispuesto en el artículo 7º transitorio de dicho cuerpo legal y que se haya desempeñado sin solución de continuidad desde antes del 14 de agosto de 1981 hasta la fecha.

El bono al retiro de que trata este artículo será incompatible con el bono al retiro establecido en el artículo 6º transitorio de la ley Nº 20.212.

Artículo 2° transitorio.- Derógase a contar de la fecha de constitución de la sociedad Casa de Moneda de Chile S.A., el decreto con fuerza de ley N° 228, de 1960, del  Ministerio de Hacienda y las normas complementarias del mismo.

Artículo 3° transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente en el año 2008 la aplicación del  artículo 16 de esta ley se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.

Artículo 4° transitorio.- Autorízase al Presidente de la República para transferir a la empresa Casa de Moneda de Chile S.A. la suma necesaria para financiar el pago de bonificaciones y demás gastos que pudiera irrogar la aplicación de la presente ley en el año 2008 con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.

Artículo 5º transitorio.- Las asociaciones o agrupaciones de funcionarios de Casa de Moneda de Chile, regidas por la ley Nº 19.296, que se encontraren con personalidad jurídica vigente a la fecha de Constitución de la Sociedad, deberán, en el plazo de un año contado desde dicha fecha, adecuar sus estatutos a lo establecido en el Libro III del Código del Trabajo. El incumplimiento de esta obligación dentro del plazo señalado, significará la caducidad de la personalidad jurídica de la respectiva organización por el solo ministerio de la ley.

Cada organización sindical que comience a regirse por el Libro III del Código del Trabajo, será la sucesora legal de la respectiva asociación o agrupación de la Casa de Moneda de Chile.

Artículo 6º transitorio.- La primera negociación colectiva de carácter no reglada entre los sindicatos legalmente constituidos en la nueva empresa y el directorio de ella, se podrá llevar a cabo a partir del plazo de 120 días contado desde, ocurrido que sea, el primero de los siguientes hechos: el nombramiento del directorio de la empresa o la conformación de los sindicatos de la nueva empresa.

Artículo 7º transitorio.- La nueva empresa deberá iniciar los trámites necesarios para obtener la calificación de las labores desempeñadas en Casa de Moneda como trabajos pesados, de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 19.404 y su reglamento.

Los trabajadores y funcionarios de Casa de Moneda de Chile, que por efectos de esta ley sean traspasados a la nueva empresa, podrán iniciar los trámites necesarios para el reconocimiento del tiempo trabajado en el servicio como trabajos pesados de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 19.404, para lo cual se computará dentro de dicho plazo la totalidad del tiempo trabajado por estas personas en las labores calificadas como pesadas de acuerdo a la ley.

Artículo 8º transitorio.- Todos los trabajadores y funcionarios que sean traspasados a la nueva empresa que crea esta ley, podrán optar al bono al retiro que contempla la ley Nº 20.212 siempre que cumplan con los plazos, requisitos y condiciones establecidas en el mencionado cuerpo legal.

Artículo 9° transitorio.-  Decláranse bien pagados, al momento de publicación de la ley, los montos percibidos por los funcionarios de Casa de Moneda de Chile por concepto de la asignación sustitutiva de los artículos 17 y 18 de la ley N°19.185; de la bonificación compensatoria de los artículos 10 y 11 de la ley N° 18.675; de la planilla suplementaria a que se refiere el artículo septuagésimo de la ley N° 19.882; de la asignación de producción del artículo 2° del decreto ley N° 632, de 1974; los incentivos de producción a todo el personal de Casa de Moneda de Chile incluidos supervisores, vigilantes privados, personal de planta operativa y a honorarios; así como de las horas extraordinarias que haya efectuado el personal de la planta operativa contenida en el artículo 20 de la ley N°18.827 y aquellas pagadas a vigilantes privados regidos por el decreto ley Nº 3067, de 1981 y por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo.

Asimismo, téngase por bien pagada respecto de todo el personal de Casa de Moneda de Chile, incluidos supervisores, vigilantes privados, personal de la planta operativa y a honorarios, la suma de $ 24.000, que mensualmente ha percibido hasta el momento de publicación de la ley, a título de bonificación especial.

En consecuencia, decláranse ajustados a derecho los pagos indicados en los incisos precedentes efectuados por la Casa de Moneda al personal que en cada caso se señala.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 7 de mayo, 4 y 11 de junio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet, y señores Camilo Escalona Medina (Jaime Naranjo Ortiz y Pedro Muñoz Aburto), José García Ruminot y Carlos Ominami Pascual. 


Sala de la Comisión, a 13 de junio de 2008.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de la Comisión

8

INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ÁVILA, QUE SANCIONA EL SOBRECONSUMO DE AGUA POTABLE DE USO DOMICILIARIO

(4837-09)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en Moción del Honorable Senador señor Nelson Ávila Contreras.

- - - - - -


Se deja constancia de que vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 del Reglamento del Honorable Senado, acordó proponer a la Sala discutir sólo en general este proyecto de ley, no obstante ser de artículo único, por haber sido rechazado en la Comisión.
- - - - - -



A algunas de las sesiones en que se consideró esta iniciativa legal asistieron, los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech y Hosain Sabag Castillo.


Durante el estudio de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la participación y colaboración del Jefe de la División Legal de la Dirección General de Aguas, señor Fernando Valdés; de la Superintendente de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa; del Fiscal de la Superintendecia de Servicios Sanitarios, señor David Peralta y del Ingeniero de esa Repartición, señor Mario Derout.


Además fue especialmente invitada la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios (ANDESS-CHILE), concurriendo su Presidente, señor Guillermo Pickering; su Gerente de Estudios, señor Patricio Herrada y su Secretario, señor Mario Mira. 

- - - - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO


La Moción en informe tiene por objetivo establecer un tratamiento sancionatorio, con multas a beneficio fiscal para desincentivar el descuido y la irresponsabilidad de los usuarios en el consumo del agua.
FUNDAMENTOS DE LA MOCIÓN


El autor de la moción señala que el consumo de agua potable ha subido a través del tiempo, por lo que se hace indispensable, aparte de racionalizar su uso, establecer sanciones a quienes no tengan un cuidado consciente del preciado recurso.

Cabe recordar que la Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS) es el órgano encargado de garantizar a los consumidores de agua potable que el servicio corresponde en cantidad y calidad al ofrecido; que su precio es justo y sostenible en el largo plazo y, asegurar a la comunidad, que el agua una vez utilizada será tratada para ser devuelta a la naturaleza de forma compatible con un desarrollo sustentable. Esta responsabilidad debe ser cumplida buscando promover la transparencia en el mercado, el autocontrol por parte de las empresas y desarrollando una actuación eficiente.


El sobreconsumo es un asunto regulado en la ley y fiscalizado por la SISS. La norma opera de la siguiente forma: 


La “tarifa de sobreconsumo” representa el costo de operación, mantención y reposición de las instalaciones necesarias para satisfacer exclusivamente la sobredemanda del período punta, generalmente en época estival. Por lo que corresponde que sus costos los financien quienes generan esta necesidad. No se debe afectar a los clientes que mantienen un consumo constante durante todo el año. 


Existen determinadas zonas geográficas donde se producen diferencias notorias de consumo en los meses de verano versus el resto del año. En estos casos, la normativa establece que deberán existir dos períodos con tarifas diferenciadas, uno "punta" y otro "no punta" o normal.


En ese sentido, durante el "período punta" regirá la tarifa de sobreconsumo. Eso significa que si el consumo de agua sobrepasa un límite predeterminado (el que está fijado por la normativa) o bien se excede el consumo promedio registrado en el último tiempo, el exceso se cobrará con tarifa de sobreconsumo, la cual es más cara que el m3 "normal".


El período punta no es igual en todas las compañías. Por ejemplo, Aguas Andinas -la principal sanitaria del país- aplica la tarifa de sobreconsumo entre el 1 de diciembre y el 31 de marzo, Aguas Cordillera entre el 1 de noviembre y 30 de abril. 


El cobro de sobreconsumo afecta a los metros cúbicos que exceden el límite definido para este efecto. Dicho límite, se entiende como el mayor valor resultante de comparar el límite definido en el Decreto tarifario con el promedio de consumos realizados por el cliente en el período no punta.

Ejemplo 1: si el decreto tarifario establece un límite de 40 m3, y el promedio del período no punta del cliente es de 20 m3, el límite que rige para este cliente es 40 m3. En este caso, solo se aplicará la tarifa de sobreconsumo a aquellos m3 que excedan el límite de 40. 


Ejemplo 2: si el decreto tarifario establece un límite de 40 m3, y el promedio del período no punta del cliente es de 76 m3, el límite que rige para este cliente es 76 m3. En consecuencia, el exceso por sobre 76 m3 estará afecto a la tarifa de sobreconsumo.


El período punta y el límite de sobreconsumo de cada empresa sanitaria se encuentra definido en el respectivo decreto tarifario, y es obligación de la empresa comunicar a sus clientes tanto el inicio de éste, en el cual se aplica la tarifa de sobreconsumo, como también los m3 correspondientes al límite de sobreconsumo de cada cliente. Dicho límite debe consignarse en cada boleta durante la vigencia del período punta.


Las compañías que tienen diferencias importantes en la estructura global de consumo entre verano e invierno, deben tener tarifas para los dos períodos. Así, habrá una "normal" del m3 para el período punta y no punta, y estará la tarifa de sobreconsumo (que sólo se aplica en el período punta).


La tarifa de sobreconsumo es mucho más cara que la normal, de allí que no es menor el uso que usted haga del agua. Por ejemplo, para el caso de Aguas Andinas, la tarifa "normal" en el período punta es de $207,74 (todos los valores con IVA) por m3, mientras que la tarifa de sobreconsumo llega a $529,98. Para Esval (V Región), en tanto, el sobreconsumo llega a $843,96 por m3, mientras que en Essbío (VIII Región) el sobreconsumo cuesta $493,55.


Sin embargo, si el usuario es disciplinado, puede que en el período punta pague menos por la cuenta del agua o no incremente significativamente la cuenta, pese al mayor consumo. Ello porque durante el período punta el m3 "normal" en general es un poco más barato que en el período no punta (eso está establecido por ley). Por tanto, si consume los mismos m3, incluso ahorrará dinero.


Por ejemplo, en Esval el m3 normal no punta vale $448,60, mientras que en período punta cuesta $435,27. En Essbío, en tanto, en no punta vale $239,97, y en punta cuesta $234,08.


En síntesis, la tarifa de sobreconsumo implica el pago de un servicio, escaso, y que por escaso es más caro. 


El actual escenario de escasez de agua, justifica un castigo, y no el mero pago en virtud del sobreconsumo.
ANTECEDENTES JURÍDICOS

La iniciativa legal en informe se relaciona con el decreto con fuerza de ley N° 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios.

- Legislación Comparada:


1.- Principado de Asturias en España: 


En mayo de este año, el Principado de Asturias presentó su propuesta a los Ayuntamientos para multar hasta con 3.000 euros el despilfarro en el consumo de agua. En concreto, propone limitaciones en la superficie de césped que deben tener los jardines de más de cinco mil metros, prohibición del vaciado de las piscinas en determinadas épocas del año, recogida de lluvia y medidas para la reutilización del agua de las duchas en los inodoros. El consejero de Medio Ambiente, Francisco González Buendía, destacó que el año pasado Asturias registró un récord de consumo de agua. El consorcio de Cadasa abasteció 55,5 millones de metros cúbicos.

Según los estudios que maneja el Gobierno del Principado, «la mayor parte del consumo, más del 75 por ciento, se debe al uso doméstico». El Gobierno regional quiere dar ejemplo y por eso, además de la ordenanza, pondrá en marcha un plan de mejora de la eficiencia del uso del agua en los edificios públicos que dependen del Principado.


2.- Murcia y las Cuencas del Tajo, Segura y Júcar: 


En septiembre de este año se han puesto en vigor duras multas para el consumidor: en regiones como Murcia habrá que pagar hasta 60.000 euros por vaciar completamente una piscina. Las multas, en caso de los delitos más graves, llegan incluso a los 600.000 euros. La novedad de esta norma reside principalmente en que esta vez no es un ayuntamiento el que emprende la batalla contra los despilfarradores, pues se trata de una ley autonómica. 


La misma multa, de 600.000 euros, llegó a fijar el Consejo de Ministros por derrochar agua en las cuencas del Júcar, el Segura y el Tajo, importe acompañado con la posibilidad de exigir a los usuarios la instalación de dispositivos de control y medición del consumo.


En Murcia, el Gobierno regional estima que se puede disminuir el gasto hídrico hasta en un 8% en una de las regiones donde más aumenta el consumo. Lo hace a un ritmo del 8,10%, lo que le sitúa, pese a la sequía, en el grupo de regiones con mayor aumento del gasto, donde también se encuentran Valencia, Baleares, Extremadura o Canarias, que no descartan seguir la iniciativa murciana.


3.- Gobierno de España: 


El Ministerio de Medio Ambiente propuso el 2006 al Consejo Nacional del Agua que en la reforma de la Ley de Aguas se establezcan unas recomendaciones de consumo de agua en torno a un máximo de 60 litros por persona y día, y que a partir de esa cantidad se pueda penalizar el consumo excesivo.


La ministra de Medio Ambiente, Cristina Narbona, explicó que en la reforma de la Ley de Aguas se prevé introducir "una propuesta de modificación con la cual se reconoce el derecho de todos los ciudadanos a unos mínimos de abastecimiento de agua potable, que en principio, de acuerdo con una sugerencia de Ecologistas en Acción, se plantea que sea de un mínimo de 60 litros por habitante y día”.

Asimismo, en la reforma de la Ley de Aguas prevista por el Gobierno se incorporará también el principio de recuperación de costes que obliga la Directiva Marco de Aguas. En 2001 el decreto que reformó la Ley de Aguas de 1985 incluyó este principio, pero no se estableció una fecha para garantizarlo, que de acuerdo con la directiva debe ser "a más tardar en 2010". 


En la Ley de Aguas ya se recoge desde 2005 que para aplicar el principio de recuperación de costes "establecerá las estructuras tarifarias por tramos de consumo, con la finalidad de atender las necesidades básicas a un precio asequible y desincentivar los consumos excesivos". 


En las obras destinadas a regadío se deben analizar "cuenca a cuenca y cultivo a cultivo", según Narbona, para determinar "en qué medida es factible reducir la subvención que en este momento se realiza de manera implícita en el coste del agua".

ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


Está estructurado sobre la base de un artículo único que propone agregar al decreto con fuerza de ley N° 382, de 1988 del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios, un artículo 57 bis, que sancione el sobreconsumo de agua potable de uso domiciliario con multa, a beneficio fiscal de 1 a 10 UTM, al usuario particular que exceda las tasas de consumo promedio, calculadas en base a la suma de los habitantes de cada hogar, y según los criterios y período determinados por el Reglamento.


En caso de reincidencia dentro del lapso de un año, se sancionará en el doble de la multa ya aplicada, y así sucesivamente, sin tope dentro del año.
DISCUSIÓN EN GENERAL

Durante la discusión en general, la Superintendente de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa, manifestó que entre las consideraciones legales y económicas existentes en el esquema de regulación vigente, donde se separa la función normativa y fiscalizadora del Estado de la función productora, se crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios, ente regulador y fiscalizador del sector. Este organismo es una entidad descentralizada dotada de personalidad jurídica y patrimonio propio, sujeta a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Obras Públicas. Ejerce las funciones reguladoras y fiscalizadoras de la actividad de las empresas que operan en este sector.


El modelo de regulación pone énfasis en dos aspectos cruciales para introducir la racionalidad económica en el funcionamiento del sector: las tarifas y el régimen de concesiones, ambos aspectos están contenidos en el marco legal bajo el cual se norma el funcionamiento del sector, siendo función de la Superintendencia de Servicios Sanitarios aplicar y hacer cumplir lo dispuesto en los cuerpos legales respectivos: el D.F.L. N° 70 de 1988, Ley de Tarifas, y el D.F.L. N° 382 de 1988, Ley General de Servicios Sanitarios.


El marco legal que regula la fijación de tarifas del sector, la ley y su Reglamento el D.S. N° 453 de 1990, tiene su fundamento en los siguientes principios:


Eficiencia Dinámica: Este principio se refleja en el marco legal mediante el concepto de Empresa Modelo, cuyo objetivo es independizar los costos en base a los cuales se tarifica, de los costos de la empresa real. Tal como ocurre en una situación de competencia, en que el precio que enfrenta una empresa es un dato que se determina por el equilibrio de demanda y oferta, debiendo cada empresa ajustar sus costos a los costos eficientes reflejados en el precio.


El concepto de eficiencia dinámica implica también que en cada oportunidad en que se fijan tarifas se van incorporando los mejoramientos de productividad experimentados en la prestación del servicio, lo que se incorpora mediante el diseño de la Empresa Modelo que se tarifica en cada oportunidad.


Empresa Modelo (arts. 27 y 28 del Reglamento): Empresa diseñada con el objeto de prestar en forma eficiente los servicios requeridos por la población, considerando la normativa vigente, las restricciones geográficas, demográficas y tecnológicas en las que se enmarca su operación.


Eficiencia económica: Este principio apunta a tarificar bajo el concepto de costo marginal. En un mercado sin fallas el precio refleja el costo de oportunidad de producir una unidad adicional del bien, representando el sacrificio en recursos que representa para la sociedad la producción de esta unidad adicional. Esta situación es un óptimo en el sentido que refleja una eficiente asignación de los recursos y la maximización del bienestar de toda la sociedad, no siendo posible mejorar el bienestar de un individuo sin empeorar el de otros. En el marco legal este principio se refleja en el concepto de Costo Incremental de Desarrollo, concepto apropiado para reflejar el costo de oportunidad de producción de los servicios sanitarios considerando las economías de escala y la indivisibilidad de las inversiones que caracterizan al sector. Representa el costo incremental promedio de producir unidades incrementales para un horizonte de expansión de 15 años. Las tarifas determinadas mediante la aplicación de este concepto se denominan Tarifas Eficientes, y representan los costos eficientes de operación e inversión de un proyecto de expansión optimizado del prestador, consistente con un valor actualizado neto del proyecto de expansión igual a cero (art. 4 de la Ley y arts. 15, 19 y 20 del reglamento).


Inteligibilidad: La aplicación de este principio se refleja en el marco legal en la formulación de una estructura tarifaria cuyo objetivo es entregar las señales apropiadas para guiar las decisiones de consumo y producción de los agentes económicos (art. 8 de la Ley y arts. 30, 31 y 32 del Reglamento).


Lo anterior permite sostener que la señal de escasez del recurso está claramente incorporada en el modelo actual y ha actuado en el sentido correcto mostrando una disminución del consumo de agua potable expresado en m3 por cliente y por mes. El año 1998 este valor alcanzó a 23,6 m3/cl/mes y el año 2006 a 19,6% m3/cl/mes.


Además, este sector ha invertido significativamente en plantas de tratamiento de aguas servidas que permiten alcanzar una cobertura de tratamiento de 82%, lo que significa que este sector está devolviendo el recurso agua a la naturaleza en forma sustentable con el medio ambiente y el costo de este tratamiento lo está pagando cada cliente a través de las tarifas.


Por otra parte los aumentos de tarifas experimentados por razones de costo, de incorporación del tratamiento de las aguas servidas y por la escasez del recurso agua cruda, han entregado la señal correcta tanto es así que los clientes afectos a tarifa de sobreconsumo sólo alcanzan al 6,5% del total (260.454 clientes) y la cantidad de m3  facturada con tarifa de sobreconsumo es 5,7% del total del consumo del país.


VARIACIONES TARIFARIAS HISTÓRICAS acumuladas desde 1998 (en términos reales).

El cuadro siguiente muestra las variaciones reales experimentadas por la cuenta de 20 m3 de los clientes de Santiago, Temuco y Puerto Montt, correspondientes a las empresas Aguas Andinas, Aguas Araucanía y ESSAL respectivamente, en el período que va desde Dic.98 a Dic. 2006.
Variación de tarifas entre dic 2008 y dic 2006: 8 años
	Empresa

	Aguas Andinas

	Aguas Araucanía

	ESSAL


	Decretos Tarifarios (Tercer y Cuarto Proceso)

	23%

	6%

	24%


	Por incorporación de Plantas de       Tratamiento Aguas Servidas

	27%

	25%

	32%


	Alza real total

	50%

	31%

	56%




Los factores de variación tarifaria corresponden a los siguientes ítems:

"Decretos Tarifarios" corresponde a variaciones por entrada de los decretos tarifarios:

- 2000 para Aguas Andinas y Aguas Araucanía;

- 2001 para ESSAL

- 2005 para Aguas Andinas y Aguas Araucanía;

- 2006 para ESSAL

Por Tratamiento Aguas Servidas: son incrementos de tarifas producto entrada de un nuevo servicio correspondiente al tratamiento de aguas servidas.

La variación real se calcula como la variación de tarifas después de ajustarla por los polinomios de indexación de cada decreto, de forma de obtener la variación real.


El Fiscal de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor David Peralta, ratificó la información entregada en el mes de agosto de 2007 por la Superintendente de Servicios Sanitarios, doña Magali Espinosa, en el sentido de discrepar con la Moción presentada porque las orientaciones del marco legal regulatorio aplicable a esta materia resuelven la situación planteada en esta Moción.


Todos los indicadores apuntan en el sentido inverso a la preocupación manifestada en la Moción según la cual existiría un derroche del recurso hídrico, sin embargo, el sistema sanitario, que es una actividad esencial y básica, funciona en un entorno regulado con normas de orden público que dan sustentabilidad a tres instituciones fundamentales; 


1.- Régimen de concesiones, que otorga el Estado a particulares y que permite el desarrollo de este servicio;


2.- Régimen de tarifas, que es la contraprestación a la obligatoriedad del servicio, y


3.- Regulación de la Superintendencia por medio de la dictación de normas para el cumplimiento de esta normativa.


Dentro del régimen tarifario explicó que hay ciertos principios que otorgan la señal en el sentido de hacer un uso adecuado de las aguas, tanto por parte de los usuarios como de los prestadores, para que se otorgue de manera óptima un mejor destino al recurso hídrico, lo que se ha traducido en que durante todo el período de vigencia de esta marco regulatorio, que data de hace casi 19 años, las tarifas han experimentado incrementos como consecuencia de los costos, de las inversiones que han significado la operación de este sistema, principalmente, en el tratamiento de las aguas servidas en que se ha pasado de 20% a 80% de aguas tratadas y para el año 2010 se espera llegar al 100% de la cobertura de tratamiento.


El costo del agua cruda, que también se considera en el factor de ponderación del costo del sistema, ha tenido un incremento en las tarifas. Estos elementos han motivado por parte de los usuarios un uso más racional del agua y la tendencia ha sido la disminución en el consumo; en el año 1998, el consumo era de 22,3 metro cúbico por cliente, en el año 2006 bajó a 19,6%, fundamentalmente porque los costos han subido.


En seguida, informó los siguientes incrementos tarifarios:


1.- Empresa Aguas Andinas, desde el año 1998 al año 2006 ha incrementado un 50% sus tarifas, considerando el tratamiento de aguas servidas;


2.- Aguas Araucanía, ha incrementado en 31% las tarifas.


3.- Empresa ESSAL, aumentó sus tarifas en 56%, considerando los costos de los servicios, producción de agua potable, distribución, recolección y el tratamiento.


Las circunstancias anteriores han motivado la disminución de los consumos.


Luego, reiteró lo señalado anteriormente, por doña Magaly Espinosa, Superintendente de Servicios Sanitarios, en el sentido de que las tarifas de sobreconsumo alcanzan sólo al 6.5% del total de los usuarios, es decir, 260.500 clientes, a nivel nacional. La cantidad de metros cúbicos que se factura por este consumo sólo alcanza al 5,7%, por lo tanto, la cifra no es muy significativa, con lo cual introducir algunas alteraciones en este marco regulatorio tan acotado no es necesario en consideración a las cifras entregadas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que 260.500 usuarios son muchas personas y el hecho de que sería irrelevante porque la cantidad de metros cúbicos que se facturan por este consumo sólo alcanza al 5,7% es un mal argumento a favor de los consumidores.


A continuación, solicitó información en relación al tipo de barrio en que se ubica ese porcentaje de 6.5% de sobreconsumo, haciendo presente que en otros países se establece un consumo mínimo garantizado de agua per capita. El problema del sobreconsumo es que no considera el tamaño del grupo familiar.


En su opinión, deben establecerse parámetros diferenciados por sobreconsumo, según el grupo familiar, porque hay situaciones de familias de bajos ingresos muy numerosas que terminan robando el agua porque si están obligados a pagar sobreconsumo les significaría gastar casi la totalidad de sus remuneraciones, por lo que solicitó información en relación al grupo familiar modelo que se considera por parte de las empresas y que avala la Superintendencia de Servicios Sanitarios, haciendo presente que en esa determinación se produce la distorsión original, para definir parámetros en esta materia.


Asimismo, consultó cuál es el consumo per capita de personas normales y quién debería regular la progresiva instalación de tecnología e implementos que ahorren el uso del agua. La agricultura y la minería son las actividades que usan más agua, el consumo humano es acotado.


El Honorable Senador señor Romero señaló que se debe escuchar a la Asociación de las Empresas Sanitarias. En cuanto a la determinación en relación al número de habitantes expresó que será un gran dilema porque la fiscalización de esta situación es casi imposible, será muy difícil establecer en qué momento hay más o menos personas en un grupo familiar. Se debe considerar un parámetro más objetivo puesto que de otro modo, se podrían producir declaraciones falsas.


Agregó que si el problema que existe es que no se puede instalar más de un medidor por sitio esa situación debe abordarse y establecer la posibilidad de que en un sitio en que hayan más de 2 o 3 casas se pueda instalar, excepcionalmente, un sub medidor para que cada casa pague lo que corresponde, en lugar de definir el consumo por el número de personas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que el uso del recurso hídrico en el país es un tema muy importante y es necesario definir si el sobreconsumo es para ahorrar agua o para recuperar inversión. La estructura tarifaria está pensada para la industria y no en el recurso hídrico.


El Fiscal de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor David Peralta, expresó que existen ciertos problemas con el sobreconsumo porque algunas personas de escasos recursos viven en comunidades donde hay remarcadores y un medidor general. A veces uno de éstos no funciona y se genera una diferencia entre los medidores generales con lo cual se produce un fenómeno de sobreconsumo que no está resuelto.


En algunas ocasiones aparece un gran sobreconsumo cuando en realidad lo que ocurre es una fuga y por un sistema de cobro mecanizado se incluye en la factura.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que el marcador no evita el sobreconsumo porque todo se va al medidor general, lo mismo sucede con las fugas, con lo cual los consumidores subsidian a las empresas. 


El Presidente de la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios (ANDESS CHILE), señor Guillermo Pickering, manifestó que esta moción parlamentaria busca sancionar el sobreconsumo de agua potable de uso domiciliario con una multa a beneficio fiscal, al usuario particular que exceda las tasas de consumo promedio, calculada en base a la cantidad de habitantes de cada hogar. En caso de reincidencia dentro del lapso de un año, se le sancionará con el doble de la multa aplicada y así sucesivamente, sin tope dentro del año


Los clientes del sector sanitario hasta el mes de diciembre de 2007 eran 4,1 millones de hogares, lo que corresponde aproximadamente a 16.000.000 de personas. El 16% de los hogares, vale decir, 660.000 hogares cuentan con subsidios de agua potable.


En el año 2007, la producción de agua potable fue cercana a 980 millones de metros cúbicos y el consumo promedio ha experimentado una baja sostenida en los últimos años de 12%, pasando de un promedio de 22,6 metros cúbicos/ mes en el año 1998 a un consumo de 19,5 metros cúbicos/ mes en el año 2007, lo que se debe principalmente a un consumo más racional del agua potable producto de las señales económicas de la normativa tarifaria del sector sanitario.


El gasto de agua cruda destinado a la industria sanitaria alcanza sólo a un 5% del agua disponible en el país, con lo cual queda demostrado que no es un sector que efectúe un uso intensivo del recurso hídrico en el país. La mayor parte de los recursos hídricos del país se destinan a la agricultura, que usa el 78% de los recursos; a la industria con un 12% y la minería con un 5%.


En Chile, no existe peligro de desabastecimiento del suministro de agua potable en las áreas urbanas por falta de agua.



Esta Moción se presentó cuando estaba decretada la sequía en el país y seguramente la intención de establecer una multa por el sobreconsumo era para resguardar la reserva de recursos hídricos. Sin embargo, es importante aclarar que esta reserva no resulta afectada por el sobreconsumo de agua potable puesto que el agua que ocupan las empresas sanitarias sólo alcanza al 5%.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Romero, señaló que el fundamento de esta Moción era para evitar la sanción a personas de escasos recursos que habitan en conjuntos habitacionales y que cuentan con un solo medidor y con una cuenta.


El Presidente de ANDESS Chile, señor Guillermo Pickering, expresó que las empresas sanitarias disponen de los derechos de agua suficientes para garantizar el abastecimiento de la demanda actual y proyectada en sus planes de desarrollo. Asimismo, de acuerdo a la normativa legal vigente, los concesionarios deben garantizar que disponen de una cantidad de derechos de agua equivalente a la demanda máxima del 5º año y en caso de sequía la normativa vigente obliga a las concesionarias a celebrar contratos de adquisición de agua cruda, a interconectar servicios y si todo ello no fuere suficiente a establecer mecanismos de racionalización transitoria.


En aquellas localidades desérticas y con escasez estructural de fuentes de agua dulce, como es el caso de Arica y Chañaral, la tecnología disponible y sus actuales costos, cuando ha sido necesario, como ocurrió en Antofagasta, han permitido abastecer a la población mediante plantas desaladoras de agua a un costo equivalente a las fuentes alternativas provenientes de la cordillera.


No existe riesgo de desabastecimiento de agua a la población en las áreas urbanas por falta de agua cruda puesto que la ley entrega los mecanismos para garantizar el agua para el consumo humano.


Por otra parte, la normativa legal vigente sanciona el sobreconsumo estableciendo un costo adicional, que sólo lo pagan los clientes con consumo excesivo en los meses de verano respecto de su consumo promedio del resto del año y que superen un mínimo preestablecido de 40 metros cúbicos mensuales. Esta situación afecta a menos del 10% de los clientes del sector sanitario porque la gran mayoría de los chilenos no se ven afectados por sobreconsumo, en especial, las personas de menores recursos no tienen grandes jardines ni piscinas que llenar.


La normativa sanitaria sanciona el sobreconsumo con un costo que pagan sólo aquellos que consumen más y no son los clientes socialmente más vulnerables. La aplicación de esta multa afectaría desde el punto de vista económico, a la tarificación de los servicios de agua potable, dado que en su concepción sólo pagan sobreconsumo los que más consumen no existiendo subsidios cruzados. Entonces castigar de la forma propuesta, aumenta la tarifa del resto de los usuarios.


El sobreconsumo se calcula como consecuencia del sobredimensionamiento requerido para atender la mayor demanda de los meses de verano (período de punta). Se incrementa la tarifa por m3 de sobreconsumo conforme al mayor costo de la infraestructura adicional que se necesita para satisfacer la demanda de sobreconsumo. Lo anterior, evita que el resto de los usuarios (sin sobreconsumo) vean incrementadas sus tarifas por causa de los usuarios que sobreconsumen. 


Con anterioridad, hace 30 años el Estado subsidiaba la oferta, el precio, lo que significaba un beneficio para el que más consumía y que no eran las personas más pobres, tenían el beneficio del subsidio estatal que subsidiaba el precio a través del control de las empresas y, por lo tanto, para que pudiera haber continuidad y calidad de servicio de las personas que más consumían las obras que las empresas sanitarias ejecutaban requerían el dimensionamiento para esos consumos punta, principalmente durante el verano.


En la actualidad, el marco regulatorio establece otros criterios, no se subsidia la oferta sino que la demanda de los hogares más pobres que no tienen sobreconsumo. En consecuencia, las personas que consumen más, que corresponde a menos del 10% de los clientes, tienen que pagar el valor de las obras necesarias para satisfacer esos consumos en períodos punta durante el verano.


Normalmente, la infraestructura para sobreconsumo permanece ociosa en el período de menos consumo, es decir en el invierno, con lo cual su costo debe distribuirse exclusivamente entre los usuarios que lo requieran durante los períodos de mayor demanda, que es en el verano. Dado lo anterior, el nivel de sobreconsumo se calcula comparando el consumo durante los meses no punta (Abr-Nov) y los meses de punta (Dic-Marz).


En su opinión, esta multa es innecesaria por las siguientes razones: Si se pretende resguardar la sustentabilidad del recurso hídrico en el país, es claro que no existe riesgo, el consumo del sector sanitario, en su conjunto, no representa más del 5% del total, y además, la señal adecuada en este sentido está considerada en la normativa sanitaria vigente que establece una tarifa de sobreconsumo de agua potable muy elevada, que corresponde a dos veces la normal en el mismo período.


Los consumos de agua potable de las personas de escasos recursos no exceden de 25 a 28 metros cúbicos y para que exista sobreconsumo debe existir un consumo sobre 40 metros cúbicos.


Tampoco resulta equitativo, ni razonable económicamente, limitar los consumos de los usuarios, puesto que existen categorías de usuarios con necesidades muy diferentes, tales como industriales, residenciales y otros.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Romero, hizo presente que la Moción en estudio pretende establecer una relación entre el número de habitantes de cada casa y el consumo, con lo cual es muy complejo determinar, en cada caso, cuántas personas viven en forma permanente en una casa.


El Honorable Senador señor Longueira expresó que en esta Moción se puede apreciar una confusión de conceptos. La normativa vigente en esta materia contiene los incentivos correctos para sancionar el sobreconsumo, considerando dos tarifas, una de invierno y otra de verano, diferenciando cuando el recurso es más abundante y cuando es más escaso. Asimismo, el pago por sobreconsumo está considerado en forma adecuada.


El Honorable Senador señor Horvath señaló que la fórmula que propone la Moción para disminuir el sobreconsumo de agua resulta absurda puesto que no se puede sancionar por ley si las personas están de acuerdo en pagarlo. Además, la multa que se propone establecer, de 1 a 10 UTM, según criterio y período determinado sería por un reglamento y no por ley, con lo cual esta Moción no se debería considerar.


El Fiscal de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor David Peralta, expresó que la legislación considera las normas para sancionar el sobreconsumo de agua potable y las estadísticas demuestran que el consumo de agua ha disminuido porque las tarifas incentivan a un menor consumo y a que se cuide más el recurso hídrico.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Romero, señaló que esta Moción apunta a resolver el problema de sobreconsumo que se produce en hogares en que hay allegados y en que vive mucha gente en condiciones de hacinamiento, existiendo un solo medidor de agua potable.


Existen en ciertas poblaciones, situaciones de hecho, que corresponden a tomas y ocupaciones de terrenos, en que hay un medidor que sirve para diversas familias y la Moción intentaría buscar la forma para determinar si el número de personas que está ocupando agua de ese medidor es cuantificable.


En seguida, el señor Senador consultó si en estos casos las empresas de agua potable facilitan la posibilidad de tener sus propios medidores o algún sistema que pueda permitir determinar el pago de una cuenta más razonable para todas estas personas. 


El Secretario de ANDESS, señor Mario Mira, informó que en el caso de las personas que son abastecidas por pilones el pago lo efectúa la municipalidad respectiva, por lo tanto, el hecho de que existan diferencias de consumo entre personas y familias no afecta a ninguno de ellos porque la tarifa es pareja, no se hace distinción por el consumo.


En términos generales, las estadísticas no demuestran la existencia de esa situación, si ocurren se trata de casos excepcionales. Si existiera un problema generalizado de esa envergadura se hubiere producido un conflicto con las empresas sanitarias y con el marco regulatorio del sector sanitario. 


En los sectores de más bajos ingresos, en que se producen las situaciones descritas, existen dos subsidios al agua potable, uno para subsidiar hasta el 80% de los primeros 15 metros cúbicos y un programa de subsidio más focalizado que es el Sistema Chile Solidario que otorga el 100% de subsidio para el pago de los primeros 15 metros cúbicos.


Las empresas sanitarias colaboran con las municipalidades para completar las fichas para el otorgamiento de estos subsidios porque a las empresas les resulta conveniente que se identifique a las personas que cuentan con subsidio de agua potable. Se ha realizado un gran esfuerzo por focalizar el subsidio, por lo tanto, ANDESS no considera que la situación descrita en la Moción sea de normal ocurrencia.


Sin perjuicio de lo anterior señaló que desde el año 1982 existe la obligación legal de instalación de medidores remarcadores, para cada vivienda en particular y para las escasas situaciones que se pueden presentar existen los subsidios para la cobertura de agua potable.


El Honorable Senador señor Horvath consultó si el sector que realiza un sobreconsumo podría obligar a determinadas instalaciones adicionales de los servicios sanitarios y considerando que el sector más vulnerable cuenta con subsidios con lo cual, podría suceder que el sector medio de la sociedad pague una tarifa que no le corresponde.


Se respondió que sólo el 10% de los clientes está afecto al sobreconsumo y la infraestructura adicional la pagan sólo el segmento que tiene sobreconsumo.


El Honorable Senador señor Longueira señaló que el sistema tarifario es correcto, no tiene subsidios cruzados, el que consume más agua paga una cuenta mayor, los subsidios están focalizados en los sectores más necesitados, con lo cual no se entiende la necesidad de establecer una multa a beneficio fiscal.


Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Longueira y Romero.


En consecuencia, vuestra Comisión os propone rechazar en general el proyecto de ley en informe, con la votación anteriormente señalada.

- - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas el día 14 de agosto de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel Silva (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel y Sergio Romero Pizarro, y 20 de mayo y 10 de junio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva (Antonio Horvath Kiss), Pablo Longueira Montes, Sergio Romero Pizarro (Presidente Accidental) y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 12  de junio de 2008.

(Fdo.): ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA, Abogado Secretario

9

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE SALARIOS BASE

(5433-13)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A una o a las dos sesiones en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de los miembros de la Comisión, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el Ministro, señor Osvaldo Andrade, su asesor jurídico, señor Cristián Pumarino, y su asesor legislativo, señor Francisco del Río.


Asimismo concurrieron, en calidad de invitados, los representantes de las entidades que a continuación se indican:


De la Confederación de Trabajadores del Comercio y Servicios, el Secretario General, señor Leandro Cortez, acompañado de los siguientes dirigentes: del Sindicato Hites, la señora Teresa Riquelme; del Sindicato La Polar, el señor Iván Campos; del Sindicato Ripley Crillón, la señora  Ángela Barros; del Sindicato Falabella Valparaíso, la señora Sara León; de la Federación de Sindicatos París, el señor Francisco Álvarez; y de la Federación Johnson, el señor Néstor Rojas.  

De la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, los asesores legales, señora Francisca Gostling y  señor Pedro Pablo Irureta.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: número 2 del artículo único.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: número 3. 

3.-
Indicaciones aprobadas 

con modificaciones: números 2 y 5.

4.-
Indicaciones rechazadas: número 6.

5.-
Indicaciones retiradas: números 1 y 4.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: número 7.

- - -


Previo a la discusión en particular del proyecto, los representantes de las instituciones anteriormente individualizadas acompañaron documentos que contienen sus respectivas exposiciones, los que fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y cuya copia queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


En primer lugar, el Secretario General de la Confederación de Trabajadores del Comercio y Servicios se refirió a la situación de los trabajadores comisionistas que reciben bajos sueldos mensuales, especialmente en el área de los retails, a quienes la modificación que el presente proyecto de ley establece en materia de sueldo base no soluciona la carencia del descanso remunerado, dispuesto en el artículo 45 del Código del Trabajo, que ha sido una de las reivindicaciones más importantes que han sostenido a lo largo del tiempo. 


Hizo hincapié, en este sentido, en que el citado artículo sólo otorga derecho a remuneración en dinero por los días domingo y festivos a los trabajadores remunerados exclusivamente por día, dejando de lado la realidad de los que reciben sueldo mensual o remuneraciones variables.


Puso de manifiesto, por otra parte, que en muchos casos los empleadores descuentan lo que han incrementado por concepto de sueldo base por medio de la disminución de las comisiones que obtienen los trabajadores, lo que contradice el espíritu de la norma. 


Por lo expuesto, se mostró de acuerdo con el ingreso mínimo mensual que el proyecto garantiza, pero siempre que se contemple, además, el descanso remunerado por aquella fracción de los ingresos de los trabajadores que corresponde a comisiones.


Enseguida, el asesor jurídico del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social expresó que ha sido objeto de discusión judicial, durante largo el tiempo, el hecho de que se pacte un sueldo mensual que es muy pequeño. Al respecto, la jurisprudencia está dividida: una parte señala que si hay un sueldo pactado mensual de, por ejemplo, $6 mil, no se está en presencia de un trabajador remunerado exclusivamente por día, que es el requisito habilitante para acceder a la remuneración del día de descanso; otra parte declara que ese sueldo tan bajo constituye, en realidad, un fraude a la ley, por lo que debe de todos modos remunerarse el descanso al trabajador.


Ante esto, prosiguió, es que el Ejecutivo ha presentado una indicación (signada con el número 3, que oportunamente se analizará) que, precisamente, otorga el derecho al descanso remunerado a los trabajadores que perciban un sueldo mensual equivalente al mínimo y remuneraciones variables. Su monto será calculado sobre estas últimas, toda vez que la parte fija del descanso estará remunerada por el ingreso mínimo mensual que el proyecto contempla, de manera que el valor día de descanso sea equivalente al valor día de trabajo. 


A continuación, los integrantes de la Comisión escucharon la intervención de los representantes de la Cámara Nacional de Comercio, quienes resaltaron que la aplicación homogénea de las modificaciones propuestas puede resultar contraproducente con el hecho de que no todas las empresas son iguales y sus particulares características hacen recomendable un tratamiento diverso. En concreto, indicaron, el plazo para realizar el ajuste de las remuneraciones variables establecidas en los contratos debiera ser diferenciado y no fijado exclusivamente en seis meses, en atención a las disímiles repercusiones que pueda significar para una pequeña, mediana o gran empresa.


En segundo lugar, plantearon sus reparos a la indicación presentada por el Honorable Senador señor Muñoz Aburto para introducir una presunción de laboralidad en el artículo 42 del Código del Trabajo, por cuanto, expresaron, dicha presunción debiera ser objeto de calificación judicial y no ser entregada a una regulación legal que sólo contribuye a su rigidización. Ello aparejaría problemas prácticos, como acontecería, por ejemplo, en el caso de los contratos de transportes, en los que las entradas y salidas son constantes y de difícil registro.


Finalmente, respecto del artículo transitorio del proyecto, instaron por una mayor claridad acerca de que la modificación de los contratos de trabajo en que se ha pactado un sueldo inferior al mínimo, constituye un acto exclusivo del empleador que no requiere del concurso de la voluntad de los trabajadores. Esto, indicaron, a objeto de que los empleadores no se vean expuestos a que un trabajador se niegue a firmar el anexo que se incorpore a su contrato, entorpeciendo con ello el procedimiento de modificación y produciendo, a la larga, inconvenientes para el debido cumplimiento de la obligación que la presente iniciativa legal prescribe.


El Honorable Senador señor Allamand realizó las siguientes puntualizaciones: que el proyecto no apunta a generar un aumento de las remuneraciones, sino sólo a la consagración del ingreso mensual mínimo en la ley; que la presunción a que se ha hecho referencia es simplemente legal y no de derecho, por lo que en caso alguno obsta al reclamo que se quiera hacer en sede judicial; y que resulta indudable que la modificación de los contratos, para los efectos previstos en este proyecto, deberá llevarla a cabo de modo exclusivo el empleador, sin participación del trabajador.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social acotó que la aludida presunción no es de laboralidad, sino sólo de cumplimiento de jornada.


El asesor de la Cámara Nacional de Comercio, señor Pedro Irureta, coincidió con que la presunción en comento es simplemente legal. Pero desde el punto de vista laboral, añadió, corresponde que las presunciones sean realizadas por un juez y no por el legislador, por lo que sería deseable que la opción quedara abierta al intérprete.

- - -
DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado -que se transcribe-, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único y un artículo transitorio.

Artículo único

Contiene dos numerales mediante los cuales introduce modificaciones al Código del Trabajo.

Número 1)


Modifica el artículo 42 del Código del Trabajo. Su texto es el siguiente:


“1) Reemplázase el literal a) del artículo 42, por el siguiente:


“a) sueldo, o sueldo base, que es el estipendio obligatorio y fijo, en dinero, pagado por períodos iguales, determinados en el contrato, que recibe el trabajador por la prestación de sus servicios en una jornada ordinaria de trabajo, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 10. El sueldo, no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual. Se exceptúan de esta norma aquellos trabajadores exentos del cumplimiento de jornada.”.”.

Cabe señalar que el artículo 42 del Código del ramo -sobre el cual incide este numeral-, señala los diversos elementos que pueden contemplar las remuneraciones. Dispone literalmente lo siguiente:


“Artículo 42. Constituyen remuneración, entre otras, las siguientes: 

a) sueldo, que es el estipendio fijo, en dinero, pagado por períodos iguales, determinados en el contrato, que recibe el trabajador por la prestación de sus servicios, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10; 

b) sobresueldo, que consiste en la remuneración de horas extraordinarias de trabajo;


c) comisión, que es el porcentaje sobre el precio de las ventas o compras, o sobre el monto de otras operaciones, que el empleador efectúa con la colaboración del trabajador;


d) participación, que es la proporción en las utilidades de un negocio determinado o de una empresa o sólo de la de una o más secciones o sucursales de la misma, y


e) gratificación, que corresponde a la parte de utilidades con que el empleador beneficia el sueldo del trabajador.”.

El numeral 1) del artículo único recibió dos indicaciones.


La indicación número 1, del Honorable Senador señor Allamand, reemplaza, en la letra a) del artículo 42 que se propone, la frase “es el estipendio” por “es todo estipendio”.



El Honorable Senador señor Allamand explicó que el sentido de la indicación es ser inclusiva de todo otro bono de carácter fijo que reciba el trabajador y que forme parte de su remuneración mensual, para que no exista opción de que se rebaje la base del sueldo aduciendo que está compuesto por una serie de bonos.



El Honorable Senador señor Letelier señaló que, por regla general, los bonos no son más que eso, cualquiera sea la denominación que reciban, por lo que no deben entenderse incluidos dentro del concepto de estipendio. Así, graficó, los bonos de transporte o alimentación no son sueldo, sino más bien devoluciones de gastos.



El estipendio, prosiguió, es uno solo y no varios pagos, por lo que ampliar el concepto puede contribuir a su relativización y significar, a la postre, un motivo de confusión.



El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social indicó que la premisa del proyecto de ley es que el ingreso mínimo mensual debe pagar el período de tiempo en que el trabajador se encuentra a disposición del empleador. En consecuencia, en el entendido de que abarca los estipendios fijos vinculados al cumplimiento de la jornada laboral, la indicación no se aleja de la premisa antedicha. Un claro ejemplo en este sentido sería el de un bono que se otorga por la puntualidad en el ingreso o por la asistencia, pues en ambos casos el trabajador no tiene que hacer otra cosa que no sea cumplir con su jornada laboral para hacerse acreedor a ellos. 



El asesor legislativo del señor Ministro sostuvo que históricamente las fiscalizaciones efectuadas por la Dirección del Trabajo se han orientado a evitar que la remuneración fija sea artificialmente segmentada por medio de diferentes bonos, por lo que la voz “todo”, en el sentido reseñado por el señor Ministro, apunta en la misma dirección.



La Comisión tuvo presente que el nuevo literal a) propuesto en el texto del proyecto, al referirse al sueldo, o sueldo base, prescribe de modo expreso que es sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 10 del Código del Trabajo. Esta última disposición, a su turno, aclara que deberán también indicarse en el contrato de trabajo los beneficios adicionales que suministrará el empleador en forma de casa habitación, luz, combustible, alimento u otras prestaciones en especie o servicios. 



El Honorable Senador señor Pérez Varela coincidió con lo expresado por el Honorable Senador señor Letelier, en orden a que podría llegar a interpretarse, en algún litigio, que la sumatoria de bonos con las otras cantidades fijas que se reciban conforman el sueldo base del trabajador.



El Honorable Senador señor Muñoz Aburto manifestó que, de todos modos, debiera de alguna forma recogerse la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Allamand, pues ocurre muchas veces en la práctica que a trabajadores que superan las horas extraordinarias de permanencia en su empresa, se les pagan bonos disfrazados bajo la denominación de producción, asistencia o alguna otra similar, que pasan a formar parte de la remuneración en circunstancias que el sueldo base sigue siendo el mínimo.



El asesor jurídico del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social indicó que el artículo 42 del Código del Trabajo reseña, de un modo no taxativo, las formas de remuneración que pueden resultar más fácilmente identificables. A propósito del sueldo, en particular, se ha desarrollado y acogido, tanto a nivel doctrinario como jurisprudencial (administrativa y judicial) la concepción de la existencia de “prestaciones asimilables al sueldo”, que permite entender que todas aquellas prestaciones que reúnen las características enunciadas en la letra a) del referido artículo, aunque se denominen de otra manera, constituyen sueldo. Tal criterio, uniforme a estas alturas, ha sido ya utilizado en la discusión acerca de la base de cálculo de los sobresueldos.   



El Honorable Senador señor Allamand consignó que el espíritu de la indicación en análisis coincide plenamente con lo expresado, además, por los representantes del Ejecutivo y por el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, no obstante lo cual retiró la indicación número 1.

La indicación número 2, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, agrega, en la letra a) del artículo 42 que se propone, las siguientes oraciones finales: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 22, se presumirá que el trabajador está afecto a cumplimiento de jornada cuando debiere registrar por cualquier medio y en cualquier momento del día el ingreso o egreso a sus labores, o bien cuando el empleador efectuare descuentos por atrasos en que incurriere el trabajador. Igual presunción se establecerá cuando el empleador ejerza una supervisión o control de los servicios prestados mediante la crítica o enjuiciamiento de la labor desarrollada, a través de personal de mayor jerarquía que el trabajador, como supervisores u otros, y que la misma sea ejercida en forma contigua o cercana, es decir, que exista proximidad funcional entre quien supervisa o fiscaliza y quien ejecuta la labor.”.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto explicó que la indicación presentada contiene una presunción legal respecto de dos hipótesis: la primera aplicable a aquellos trabajadores que se desempeñan como vendedores de ISAPRES o AFP, por ejemplo, y que en consecuencia desarrollan sus labores fuera de las dependencias de la empresa. La segunda, cuando existe un superior jerárquico que ejerce supervisión de las labores y exige el cumplimiento de metas a los trabajadores, existiendo, por consiguiente, un vínculo de subordinación y dependencia.


El Honorable Senador señor Allamand se mostró de acuerdo con la primera de las hipótesis reseñadas; no así con la segunda, la que, a su juicio, daría pie a situaciones como que un vendedor que ha sido contratado para que en 5 días visite 5 ciudades distintas y al sexto día se reporte en las oficinas centrales de la empresa, se considere que está cumpliendo una jornada de trabajo. 


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social hizo presente que el inciso primero del artículo 22 del Código del Trabajo establece el límite de 45 horas semanales para la jornada ordinaria de trabajo, mientras que el inciso segundo excluye de dicha limitación a ciertos trabajadores, entre ellos, a quienes aún teniendo un contrato de trabajo, en virtud de su calidad profesional o especialidad se les exigen resultados y rendimientos más que el cumplimiento de una jornada laboral; o aquellos sobre los cuales es imposible controlar la jornada, como los vendedores viajantes. 


El hecho físico, prosiguió, de laborar fuera de las dependencias de la empresa ha dado lugar, sin embargo, a abusos en varios sectores, pues no existiendo imposibilidad de control, como el sentido común nos demuestra sí acontece en los dos ejemplos precedentemente citados, se argumenta pura y simplemente que el trabajador no se encuentra en su lugar de trabajo, en circunstancias que, por ejemplo, en el caso de un vendedor de una ISAPRE sí es factible llevar control de los lugares en que se encuentra, a saber, las oficinas de los potenciales clientes. Tal interpretación, ciertamente, tiene importantes efectos, como que el trabajador no tenga derecho a generar jornada extraordinaria de trabajo.


Ante la realidad descrita, añadió, la Dirección del Trabajo ha avanzado en la delimitación de criterios que permitan determinar qué trabajadores deben entenderse que se encuentran excluidos del cumplimiento de jornada, algunos de los cuales es posible advertir en la indicación formulada por Su Señoría. Así, si se trata de una persona sujeta a supervisión inmediata y a crítica o enjuiciamiento de sus labores por un superior jerárquico, debe entenderse que se encuentra cumpliendo jornada.


Por lo expuesto, y considerando que el objetivo no es incluir en la presunción propuesta la situación de los vendedores viajantes, comprometió el estudio de una nueva redacción para la segunda de las hipótesis planteadas en la indicación en análisis.


El Honorable Senador señor Allamand solicitó votación separada para la primera oración de la indicación número 2.


- En votación la primera parte de la indicación número 2, hasta el punto seguido que sigue a la voz “trabajador”, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto y Pérez Varela.



En la siguiente sesión, los representantes del Ejecutivo presentaron una proposición de nueva redacción para la segunda de las hipótesis contenidas en la indicación número 2, del siguiente tenor:


“Asimismo, el trabajador estará afecto a la jornada ordinaria legal, cuando el empleador a través de un superior jerárquico, ejerciere una supervisión o control funcional y directo sobre la forma y oportunidad en que se desarrollen las labores, entendiéndose que no existe tal funcionalidad cuando el trabajador sólo entrega resultados de sus gestiones y se reporta esporádicamente, especialmente en el caso de desarrollar sus labores en regiones diferentes de la del domicilio del empleador.”.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social resaltó que la nueva redacción pretende salvaguardar situaciones como las aludidas por el Honorable Senador señor Allamand, de personas que sólo se reportan esporádicamente a su empleador, como los vendedores viajeros que envían sus facturas desde otras regiones o prestan ocasionalmente servicios a otros empleadores, de manera de no incluirlos entre quienes están sujetos a la limitación horaria prescrita en el artículo 22 del Código del Trabajo. 


El Honorable Senador señor Allamand expresó que, no obstante compartir el sentido de la redacción propuesta por el Ejecutivo, ésta no se aviene con el objetivo de establecer presunciones, como la indicación original del Honorable Senador señor Muñoz Aburto lo hacía.


El Honorable Senador señor Letelier sugirió agregar, entre las expresiones “Asimismo,” y “el trabajador”, la frase “se presumirá que”, a objeto de dejar claramente sentado que, al igual que la primera hipótesis de la indicación número 2, anteriormente aprobada, se trata de una presunción.


La Comisión estuvo conteste con lo propuesto por Su Señoría. De igual forma, resolvió suprimir la palabra “legal”.  

- En votación la segunda oración de la indicación número 2, fue aprobada en la forma reseñada precedentemente, con el texto que se consigna en el Capítulo de Modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro.
o o o


La indicación número 3, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, incorpora, a continuación del número 2) del artículo único, el siguiente, nuevo:


“3) Agrégase en el inciso primero del artículo 45, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Igual derecho tendrá el trabajador remunerado por sueldo mensual y remuneraciones variables, tales como comisiones o tratos; pero, en este caso, el promedio se calculará sólo en relación a la parte variable de sus remuneraciones.”.


Cabe señalar que el artículo 45 del Código del Trabajo regula el trabajo remunerado por día. Su texto es el siguiente:


“Artículo 45. El trabajador remunerado exclusivamente por día tendrá derecho a la remuneración en dinero por los días domingo y festivos, la que equivaldrá al promedio de lo devengado en el respectivo período de pago, el que se determinará dividiendo la suma total de las remuneraciones diarias devengadas por el número de días en que legalmente debió laborar en la semana. 


No se considerarán para los efectos indicados en el inciso anterior las remuneraciones que tengan carácter accesorio o extraordinario, tales como gratificaciones, aguinaldos, bonificaciones u otras.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 32, el sueldo diario de los trabajadores a que se refiere este artículo, incluirá lo pagado por este título en los días domingo y festivos comprendidos en el período en que se liquiden las horas extraordinarias, cuya base de cálculo en ningún caso podrá ser inferior al ingreso mínimo mensual. Toda estipulación en contrario se tendrá por no escrita. 


Lo dispuesto en los incisos precedentes se aplicará, en cuanto corresponda, a los días de descanso que tienen los trabajadores exceptuados del descanso a que se refiere el artículo 35.”.

- En votación la indicación número 3, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Muñoz Aburto y Pérez Varela.
o o o


Posteriormente, el Honorable Senador señor Letelier consultó por qué, en el cálculo del pago del descanso remunerado, el inciso segundo del artículo 45 excluye toda clase de remuneración que tenga el carácter de accesorio o extraordinario.


El asesor jurídico del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que tal exclusión se debe a que lo que se remunera es el día de descanso calculado sobre una jornada ordinaria de trabajo, lo que excluye las cantidades extraordinarias que se puedan percibir.


Enseguida, el Honorable Senador señor Letelier presentó una proposición con el siguiente texto: 


“Para agregar un nuevo numeral 3) del siguiente tenor:


3) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 45 del Código del Trabajo, por el siguiente:


“Para los efectos del inciso anterior se considerarán todo tipo de remuneraciones de carácter accesorio o extraordinario, tales como gratificaciones, aguinaldos, bonificaciones u otras.”.”.


Los representantes del Ejecutivo manifestaron que revisarían esta proposición, a fin de analizar su posible inclusión en el texto del artículo 45 del Código del Trabajo.


En la siguiente sesión, el asesor jurídico del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social hizo ver la necesidad de distinguir entre dos situaciones que permiten comprender por qué, a juicio del Ejecutivo, la propuesta realizada por el Honorable Senador señor Letelier no debe ser recogida en la presente iniciativa legal, sino en otra diversa. 


En primer lugar, señaló que si se entiende que para acceder al beneficio de la remuneración del día de descanso deben considerarse aquellos ingresos que sean constantes durante el período semanal que se va a remunerar en dicho día, resulta de toda lógica que las remuneraciones de carácter accesorio o extraordinario (como un aguinaldo o un premio por asistencia), que obedecen a  causas exclusivas, no sean incluidas para su cálculo. Igual razonamiento, agregó, debe realizarse respecto de las remuneraciones de las horas extraordinarias, pues lo que se está generando es la remuneración de un día de descanso que debe ser equivalente a la remuneración que tienen los días de jornada ordinaria de trabajo que se han registrado durante la semana.


En segundo lugar, sostuvo que en el caso de los trabajadores que reciben gratificaciones de conformidad a lo dispuesto en el artículo 50 del Código del Trabajo, sí es posible advertir distorsiones  que los afectan. Se verifica, en consecuencia, una discusión similar a la de si las gratificaciones deben ser o no incluidas en la base de cálculo de las indemnizaciones, pues si bien el artículo 172 del mismo Código las excluye de modo expreso, atendido su carácter esporádico, la jurisprudencia ha entendido que deben ser consideradas cuando se pagan semanal o mensualmente, por ejemplo, con lo que dejan de ser ocasionales. Es por esta razón que el Ejecutivo se encuentra afinando un proyecto de ley sobre estas materias, que prontamente será ingresado a tramitación legislativa y que constituirá la oportunidad para abordarlas como un conjunto.


El Honorable Senador Letelier manifestó su acuerdo con que se regularicen legalmente los problemas que hoy se suscitan con las gratificaciones, que entorpecen el objetivo de que los trabajadores participen de las utilidades de sus respectivas empresas. Cuestión similar, añadió, acontece con los bonos, por lo que resultaría también aconsejable revisar su regulación.

Artículo transitorio


Establece lo siguiente:


“Artículo transitorio.- Los empleadores que a la fecha de la entrada en vigencia de la presente ley hubieren pactado sueldos inferiores a un ingreso mínimo mensual, en los respectivos contratos de trabajo, tendrán un plazo de seis meses para ajustar los contratos y las remuneraciones de sus trabajadores a las normas de la presente ley.


Cuando la remuneración del trabajador incluya elementos variables que deban ser ajustados, ello no podrá significar una disminución de la misma. Para estos efectos, se entenderá que hay una disminución de la remuneración cuando, una vez efectuado el ajuste, el trabajador percibiere una menor remuneración que la que habría podido recibir antes del mismo frente a la ocurrencia de iguales operaciones.”.


Fueron presentadas tres indicaciones respecto de esta disposición transitoria. Vuestra Comisión analizó, en primer lugar, las indicaciones números 4 y 5.


La indicación número 4, del Honorable Senador señor Allamand, sustituye el artículo transitorio por el siguiente:


“Artículo transitorio.- Los empleadores que a la fecha de la entrada en vigencia de la presente ley hubieren pactado sueldos inferiores a un ingreso mínimo mensual, en los respectivos contratos de trabajo, tendrán un plazo de seis meses para ajustar las remuneraciones variables establecidas en los contratos, individuales o colectivos de trabajo, de forma tal que la suma de éstas y los estipendios fijos determinados conforme a este artículo, no sean inferiores al promedio de lo percibido por el trabajador en los últimos seis meses.”.


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Pérez Varela, es para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo transitorio.- Los empleadores que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley hubieren pactado sueldos base inferiores a un ingreso mínimo mensual en los contratos de trabajo, sean estos individuales o producto de negociaciones colectivas, deberán, dentro de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley, ajustar la diferencia entre el sueldo base convenido y el ingreso mínimo con cargo a los emolumentos variables, lo que deberá reflejarse en las respectivas liquidaciones de remuneración.


Este ajuste no podrá significar un aumento o disminución de las remuneraciones pactadas. Para estos efectos, se entenderá que hay una disminución de la remuneración cuando, una vez efectuado el ajuste, el trabajador percibiere una menor remuneración que la que habría percibido en las mismas condiciones, antes del ajuste.”.


El Honorable Senador señor Pérez Varela explicó que la indicación pretende ser más explícita respecto de la forma en que han de llevarse a cabo los ajustes contractuales a que el proyecto de ley obliga. Puesto que, si se van a modificar los contratos, sean colectivos o individuales de trabajo, debe quedar meridianamente claro que es la ley la que lo está ordenando y la que, en particular, está facultando al empleador para realizar las modificaciones pertinentes.


Acompañó, al efecto, un cuadro comparativo,  demostrativo de cómo es una liquidación de sueldo en una empresa, de acuerdo con la normativa actualmente en vigor, y cómo sería la situación en caso de aprobarse el artículo transitorio propuesto en su indicación. Dicho cuadro es el siguiente:

	Remuneración Actual
	
	Remuneración según Art. Transitorio Propuesto

	Sueldo base pactado
	       120.000   
	
	Sueldo base pactado
	     120.000   
	 

	Anticipo de gratificación
	          35.665   
	
	Ajuste Ley Sueldo base
	       24.000   
	 

	Otros bonos
	       105.000   
	
	Ingreso mínimo
	 
	    144.000   

	Comisión por productividad
	       638.992   
	
	Anticipo de gratificación
	 
	      35.665   

	 
	 
	
	Otros bonos
	 
	 
	    105.000   

	 
	 
	
	Comisión por productividad
	     638.992   
	 

	 
	 
	
	Ajuste Ley Sueldo base
	- 24.000   
	 

	 
	 
	
	Comisión efectiva
	 
	    614.992   

	 
	 
	
	 
	 
	 
	 

	Total remuneración bruta
	       899.657   
	
	Total remuneración bruta
	 
	    899.657   

	Descuentos legales
	       176.873   
	
	Descuentos legales
	 
	    176.873   

	Total remuneración líquida
	       722.784   
	
	Total remuneración líquida
	 
	    722.784   



Resaltó, enseguida, que el ajuste debe ser realizado con cargo a los emolumentos variables, por cuanto los mayores ingresos para los trabajadores están dados por las comisiones a que tienen acceso, máxime si se considera que en la mayoría de los casos los sueldos base son bajos. De esta manera, además, es posible precaver eventuales conflictos que puedan suscitarse con empresas que no suelen tener malas relaciones con sus sindicatos de trabajadores.


El Honorable Senador señor Letelier remarcó la importancia de que los ajustes contractuales no pueden significar una disminución en las remuneraciones de los trabajadores.


El Honorable Senador señor Allamand planteó la posibilidad de establecer alguna fórmula matemática para la realización de los arreglos contractuales que deberán hacerse, a objeto de uniformar su implementación.  


La Honorable Senadora señora Alvear sostuvo no comprender la limitación, dispuesta en el inciso segundo de la presente indicación, para que los referidos ajustes puedan significar un aumento de las remuneraciones.



El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, coincidiendo con lo expresado por el Honorable Senador señor Pérez Varela, indicó que, efectivamente, los ajustes a los contratos deberán hacerse con cargo a las remuneraciones variables, cuestión que, por lo demás, hará más expedita la fiscalización. 


El asesor jurídico del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social hizo ver que la alusión a las remuneraciones pactadas, en el inciso segundo de esta indicación, puede llevar a equívocos, por cuanto nada obsta a que específicamente estas disminuyan, mientras la remuneración total del trabajador no se vea disminuida. Así, por ejemplo, si antes de la publicación de la ley un trabajador tenía una comisión de 5% como remuneración pactada, con posterioridad a la misma puede ver rebajada dicha comisión a un 2%, sin perjuicio de lo cual su remuneración total no se verá afectada.
  
La Comisión estuvo conteste en modificar el inciso segundo de la indicación número 5, reemplazando la frase “un aumento o disminución de las remuneraciones pactadas” por “una disminución de las remuneraciones”.


En mérito de la discusión precedentemente expuesta, el Honorable Senador señor Allamand retiró la indicación número 4.


Enseguida, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Allamand, puso en votación la indicación número 5, con excepción de las palabras “seis meses”, por ser objeto de la indicación número 6 que será analizada a continuación.


- En votación la indicación número 5, en los términos antedichos, fue aprobada con la modificación transcrita anteriormente y otras de carácter formal, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto y Pérez Varela.

La indicación número 6, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, propone sustituir, en el inciso primero de la norma transitoria, la expresión “seis meses” por “cuatro meses”.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que, en su parecer, seis meses constituye un plazo demasiado amplio y que no se justifica.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social indicó que si bien la propuesta original del Ejecutivo contemplaba un plazo de tres meses para la realización de los ajustes contractuales, luego de la discusión habida en la Cámara de Diputados pareció prudente aumentarlo, en consideración a que existen grandes empresas o consorcios con estructuras remuneracionales no homogéneas y que tienen una importante cantidad de trabajadores, por lo que es conveniente contar con mayor tiempo. Agregó que, además, no se genera por esta razón detrimento alguno para los trabajadores.


Por último, expresó, es altamente probable que la implementación de la ley en proyecto de lugar a un dictamen por parte de la Dirección del Trabajo, por lo que resulta aconsejable contar con un espacio de tiempo que permita absolver las dudas y consultas que, con seguridad, se verificarán.


- En votación la indicación número 6, fue rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votaron por la negativa los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand y Pérez Varela, y por la afirmativa los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto.
o o o


La indicación número 7, del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, propone agregar el siguiente artículo transitorio, nuevo:


“Artículo….- Facúltese al Presidente de la República para que, en el mismo plazo señalado en el artículo precedente, proceda a modificar la Escala Única de Sueldos para el Sector Público y cualquier otro cuerpo normativo que establezca remuneraciones del personal de la Administración del Estado, con el objeto de disponer que el sueldo base para el último grado sea a lo menos equivalente al ingreso mínimo mensual.”.


- Fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Allamand, por recaer en materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 64 y 65, inciso cuarto, número 4º, de la Constitución Política de la República.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO ÚNICO

Número 1)

Agregar, en la letra a) del artículo 42 del Código del Trabajo, que se reemplaza por este numeral, las siguientes oraciones finales: 

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 22, se presumirá que el trabajador está afecto a cumplimiento de jornada cuando debiere registrar por cualquier medio y en cualquier momento del día el ingreso o egreso a sus labores, o bien cuando el empleador efectuare descuentos por atrasos en que incurriere el trabajador. Asimismo, se presumirá que el trabajador está afecto a la jornada ordinaria, cuando el empleador, por intermedio de un superior jerárquico, ejerciere una supervisión o control funcional y directo sobre la forma y oportunidad en que se  desarrollen las labores, entendiéndose que no existe tal funcionalidad cuando el trabajador sólo entrega resultados de sus gestiones y se reporta esporádicamente, especialmente en el caso de desarrollar sus labores en regiones diferentes de la del domicilio del empleador.”.

(Unanimidad 5x0, primera oración de la indicación número 2. Unanimidad 4x0, segunda oración de esa misma indicación).

Número 3), nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“3) Agrégase en el inciso primero del artículo 45, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Igual derecho tendrá el trabajador remunerado por sueldo mensual y remuneraciones variables, tales como comisiones o tratos; pero, en este caso, el promedio se calculará sólo en relación a la parte variable de sus remuneraciones.”. 

(Unanimidad 4x0. Indicación número 3).

ARTÍCULO TRANSITORIO


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo transitorio.- Los empleadores que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley hubieren pactado sueldos base inferiores a un ingreso mínimo mensual en los contratos de trabajo, sean estos individuales o producto de negociaciones colectivas, deberán, dentro de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley, ajustar la diferencia entre el sueldo base convenido y el ingreso mínimo con cargo a los emolumentos variables, lo que deberá reflejarse en las respectivas liquidaciones de remuneraciones.


Este ajuste no podrá significar una disminución de las remuneraciones. Para estos efectos, se entenderá que hay una disminución de la remuneración cuando, una vez efectuado el ajuste, el trabajador percibiere una menor remuneración que la que habría percibido en las mismas condiciones, antes del ajuste.”. 

(Unanimidad 5x0. Indicación número 5. Mayoría de votos 3x2, para los términos “seis meses”). 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el Código del Trabajo:


1) Reemplázase el literal a) del artículo 42, por el siguiente:


“a) sueldo, o sueldo base, que es el estipendio obligatorio y fijo, en dinero, pagado por períodos iguales, determinados en el contrato, que recibe el trabajador por la prestación de sus servicios en una jornada ordinaria de trabajo, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 10. El sueldo, no podrá ser inferior a un ingreso mínimo mensual. Se exceptúan de esta norma aquellos trabajadores exentos del cumplimiento de jornada. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 22, se presumirá que el trabajador está afecto a cumplimiento de jornada cuando debiere registrar por cualquier medio y en cualquier momento del día el ingreso o egreso a sus labores, o bien cuando el empleador efectuare descuentos por atrasos en que incurriere el trabajador. Asimismo, se presumirá que el trabajador está afecto a la jornada ordinaria, cuando el empleador, por intermedio de un superior jerárquico, ejerciere una supervisión o control funcional y directo sobre la forma y oportunidad en que se  desarrollen las labores, entendiéndose que no existe tal funcionalidad cuando el trabajador sólo entrega resultados de sus gestiones y se reporta esporádicamente, especialmente en el caso de desarrollar sus labores en regiones diferentes de la del domicilio del empleador.”. 

2) Modifícase el artículo 44, de la siguiente forma:


a) Agrégase en su inciso primero, antes de su punto aparte, la siguiente oración precedida de una coma (,): “sin perjuicio de lo señalado en la letra a) del artículo 42”.

b) Reemplázase en su inciso tercero, las expresiones “de la remuneración”, “la remuneración” y “a la mínima”, por las expresiones “del sueldo”, “el sueldo”, y “al mínimo”, respectivamente.


3) Agrégase en el inciso primero del artículo 45, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Igual derecho tendrá el trabajador remunerado por sueldo mensual y remuneraciones variables, tales como comisiones o tratos; pero, en este caso, el promedio se calculará sólo en relación a la parte variable de sus remuneraciones.”.


Artículo transitorio.- Los empleadores que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley hubieren pactado sueldos base inferiores a un ingreso mínimo mensual en los contratos de trabajo, sean estos individuales o producto de negociaciones colectivas, deberán, dentro de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley, ajustar la diferencia entre el sueldo base convenido y el ingreso mínimo con cargo a los emolumentos variables, lo que deberá reflejarse en las respectivas liquidaciones de remuneraciones.


Este ajuste no podrá significar una disminución de las remuneraciones. Para estos efectos, se entenderá que hay una disminución de la remuneración cuando, una vez efectuado el ajuste, el trabajador percibiere una menor remuneración que la que habría percibido en las mismas condiciones, antes del ajuste.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 4 y 11 de junio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Allamand Zavala (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela (Jorge Pizarro Muñoz) y señores Juan Pablo Letelier Morel, Pedro Muñoz Aburto y Víctor Pérez Varela.


Sala de la Comisión, a 13 de junio de 2008.

(Fdo.): MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES ESCALONA, GIRARDI Y GÓMEZ, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE INTERPRETA EL ARTÍCULO 93 DEL CÓDIGO PENAL PARA EXCLUIR DE LA EXTINCIÓN DE RESPONSABILIDAD PENAL, POR AMNISTÍA, INDULTO O PRESCRIPCIÓN, A LOS CRÍMENES Y SIMPLES DELITOS QUE CONSTITUYEN GENOCIDIO, CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD Y DE GUERRA, CONTEMPLADOS EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES RATIFICADOS POR CHILE Y QUE SE ENCUENTRAN VIGENTES

(5918-07)

Honorable Senado:

Atendida la necesidad de poner al día nuestro ordenamiento jurídico penal, recogiendo los avances del Derecho Internacional en materia de Derechos Humanos en cuanto a la inamnistiabilidad e imprescriptibilidad de los ilícitos que constituyen genocidio y crímenes de guerra y de lesa humanidad;
Teniendo presente, además, la conveniencia de resolver las disputas jurisprudenciales que reiteradamente se presentan en nuestro medio al juzgarse atropellos a los derechos fundamentales de la persona, y

Recogiendo el mandato de la Corte Interamericana de Derechos Humanos contenido en la sentencia recaída en el caso Almonacid, en orden a marginar de nuestro sistema el Decreto Ley de 1978, sobre Amnistía,
Vengo en proponer la aprobación de la siguiente norma interpretativa del artículo 93 del Código Penal, que constituirá una fórmula efectiva para resolver los problemas precedentemente expuestos:
PROYECTO DE LEY:



"Artículo único.-  Fíjase el verdadero  sentido y alcance de las causales de extinción de la responsabilidad penal que se establecen en el artículo 93 del Código Penal, en orden a que deberá entenderse que la amnistía, el indulto y la prescripción de la acción penal y de la pena no serán aplicables a los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes.".

(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Guido Girardi Lavín.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ADICIONA RECURSOS AL FONDO DE ESTABILIZACIÓN DE PRECIOS DE COMBUSTIBLES DERIVADOS DEL PETRÓLEO, AUTORIZA CAPITALIZACIÓN DE ENAP POR MONTO QUE INDICA E INTRODUCE OTRAS MODIFICACIONES QUE SEÑALA

(5902-05)




Con motivo del Mensaje, Informe, Certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.063, que crea el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo:
1) Intercálase, en el inciso primero del artículo 1º, la frase “el gas licuado de petróleo” precedida de una coma (,) entre las expresiones “el petróleo diesel” y “y el kerosene doméstico”.
2) Sustitúyese, en el inciso segundo de su artículo 3°, la frase “, sin considerar para estos efectos las ventas e importaciones que realice la Empresa Nacional del Petróleo” por la siguiente: “y las ventas que realice la Empresa Nacional del Petróleo respecto de su producción propia de combustibles derivados del petróleo”. 
3) Agrégase, en su artículo 5°, el siguiente inciso final:
“A contar del día 1 de julio de 2008, facúltase al Ministro de Hacienda para incrementar el Fondo en US$ 1.000 millones, mediante una o más transferencias de recursos existentes en el Fondo de Estabilización Económica y Social, creado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2007, del Ministerio de Hacienda.”.
4) Agrégase en el literal b), del inciso primero del artículo 6°, la siguiente oración final:
“Con todo, tratándose del kerosene doméstico, durante los meses de junio, julio, agosto y septiembre de los años de vigencia del Fondo, el monto del crédito será igual al resultante de la diferencia entre el precio de paridad y el de referencia superior, multiplicada por el factor 1,5.”.
5) Modifícase el inciso tercero de su artículo 6°, en el siguiente sentido:
a)
Elimínase la frase “previo informe de la Comisión Nacional de Energía,”, la primera vez que aparece.
b)
Sustitúyese la frase “proyección de importaciones de los derivados a que se refiere esta ley para las próximas 12 semanas multiplicada por los créditos fiscales a que se refiere la letra b) que se encuentren vigentes, sea superior al saldo del fondo” por la siguiente: “estimación del valor total de los créditos proyectados, para el período que reste para la vigencia de la aplicación del mecanismo de estabilización establecido en el artículo 1° de esta ley, fuese superior al saldo del Fondo determinado por la Comisión Nacional de Energía, previo informe de ésta, en el que se contenga la referida estimación”.
c)
Elimínase la frase “Para estos efectos no se considerarán las importaciones de la Empresa Nacional del Petróleo en virtud de lo dispuesto en el artículo 8° de la presente ley.”.
d)
Agrégase a continuación de las palabras “tratándose de las importaciones” la siguiente frase antecedida de una coma (,): “de las ventas de la Empresa Nacional del Petróleo y de los créditos futuros”.

6) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:
a)
Elimínase, en su inciso primero, toda la frase que sigue a continuación del punto seguido (.), pasando éste a ser punto final (.).
b)
Intercálase el siguiente inciso tercero:

“Con todo, los créditos que se acumulen en la cuenta a que se refiere el inciso primero de este artículo a partir del 1 de julio de 2008, serán pagados mensualmente a la Empresa Nacional del Petróleo mediante una o más transferencias del Fondo creado por el artículo 1° de esta ley.”.

c)
Elimínase, en su actual inciso tercero, que pasó a ser cuarto, la expresión inicial “Con todo,” iniciando con mayúscula la conjunción “si” que sigue a continuación.
d)
Sustitúyese, en su inciso final, el vocablo “trimestralmente” por “mensualmente”.
Artículo 2°.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, a contar del primer día del mes siguiente al de entrada en vigencia de esta ley, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, efectúe durante el 2008, y por una sola vez, un aporte extraordinario de capital a la Empresa Nacional del Petróleo por un monto de US$ 250 millones, que se financiará con recursos disponibles en activos financieros del Tesoro Público.
Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.764:
1) Modifícase su artículo 1°, en el siguiente sentido:
a) Reemplázanse, en su inciso segundo, la frase “A partir del 1 de enero de 2003” y el guarismo “20%”, por “A partir del 1 de julio de 2009” y “35%” respectivamente.
b) Agrégase en su inciso segundo, la siguiente oración final:
“La recuperación del 35% regirá respecto de los peajes pagados a partir del 1 de julio de 2009.”.
c) Derógase su inciso cuarto.
2) Derógase el inciso cuarto del artículo 2°.
Disposiciones Transitorias.
Artículo primero transitorio.- Excepcionalmente, durante el período comprendido entre el 1 de julio del año 2008 y el 30 de junio del año 2009, ambas fechas inclusive, el porcentaje de recuperación a que se refiere el inciso segundo del artículo 1° de la ley Nº 19.764, será 45%.
El porcentaje de recuperación a que se refiere el inciso anterior regirá respecto de los peajes pagados a contar del 1 de julio de 2008.
Artículo segundo transitorio.- Excepcionalmente, durante el período comprendido entre el 1 de julio del año 2008 y el 30 de junio del año 2009, ambas fechas inclusive, el porcentaje de 25% a que se refiere el inciso segundo del artículo 2° de la ley Nº 19.764 será de 80%.
Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará al impuesto específico que se encuentre recargado en facturas emitidas por las empresas distribuidoras o expendedoras del combustible a partir del 1 de julio de 2008 y hasta el 30 de junio de 2009.


Artículo tercero transitorio.- Concédese, en los términos y condiciones que establece este artículo, un reembolso de cargo fiscal a los propietarios que, al 16 de junio de 2008, se encuentren inscritos en el Registro Nacional de Servicios de Transportes de Pasajeros a que se refiere los artículos 2° y siguientes del decreto supremo N° 212, de 1992, del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, sea que se trate de propietarios de automóviles de alquiler, cualquiera sea la modalidad de éstos de conformidad al artículo 72 del citado decreto supremo, como de propietarios de buses urbanos y rurales.


Para los efectos de este artículo se entenderá por buses urbanos aquellos inscritos con anterioridad al 16 de junio de 2008 en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros y adscritos a servicios urbanos en una región distinta a la Región Metropolitana.

Igualmente, tendrán derecho al reembolso a que se refiere el inciso primero, los propietarios de vehículos del transporte remunerado de escolares que, al 16 de julio de 2008, se encuentren inscritos en el Registro Nacional de Transporte Remunerado de Escolares a que se refiere el decreto supremo N° 38, de 2003, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

El reembolso será por un monto equivalente a 4 veces el valor del impuesto anual por permiso de circulación, a que se refiere el número 1.- del literal b) del artículo 12 del decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, para el caso de los vehículos de alquiler, y de un monto equivalente a 5 veces el valor de dicho impuesto, para el caso de los buses urbanos y rurales. En el caso de los empresarios de transporte remunerado de escolares el reembolso será de dos unidades tributarias mensuales. Dicho reembolso no será compensable ni retenible.

El reembolso se efectuará en dos cuotas, de conformidad a las reglas siguientes:


1)
Tratándose de los propietarios de automóviles de alquiler, la primera cuota, equivalente a 2 veces el valor del impuesto anual por permiso de circulación, se reembolsará una vez que entre en vigencia el reglamento a que se refiere el inciso séptimo del presente artículo. La segunda cuota, equivalente al valor del primer reembolso expresado en unidades tributarias mensuales, se efectuará en enero de 2009.

En el evento que, con posterioridad al 16 de junio de 2008, se haya cancelado la inscripción del automóvil de alquiler en el registro a que alude el inciso primero de este artículo por aplicación de lo previsto en el artículo 73 bis del decreto supremo N° 212, de 1992, del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, el reembolso se efectuará al propietario del vehículo que ingresa al registro en reemplazo del que sale de éste, siempre que el nuevo vehículo se encuentre con inscripción vigente, de conformidad a lo definido en el reglamento a que se refiere el inciso séptimo del presente artículo, al momento de solicitar el reembolso.

2)
Tratándose de los propietarios de buses urbanos y rurales la primera cuota, equivalente a 2 veces el valor del impuesto anual por permiso de circulación, se reembolsará una vez que entre en vigencia el reglamento a que se refiere el inciso séptimo del presente artículo. La segunda cuota, equivalente a tres veces valor del impuesto anual por permiso de circulación expresado en unidades tributarias mensuales, se efectuará en enero de 2009.

3)
En el caso de los propietarios de vehículos del transporte remunerado de escolares, la primera cuota, equivalente a una unidad tributaria mensual, se reembolsará una vez que entre en vigencia el reglamento a que se refiere el inciso séptimo del presente artículo. La segunda cuota, equivalente a una unidad tributaria mensual, se efectuará en enero de 2009. 

Para acceder al reembolso a que se refiere este artículo tanto los vehículos de alquiler como los buses urbanos y rurales deberán permanecer inscritos en el registro a que se refiere el inciso primero al momento de solicitar el reembolso. Por su parte, los propietarios de vehículos del transporte remunerado de escolares deberán permanecer a igual fecha inscritos en el registro a que alude el inciso tercero de este artículo y, en todos los casos a que se refiere este inciso, haber obtenido, de conformidad a lo establecido en la ley N° 18.290, de tránsito, el permiso de circulación correspondiente al año 2008.

Dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de esta ley, el Ministerio de Hacienda dictará, mediante decreto supremo, un reglamento para la aplicación de este beneficio, en el que establecerá el procedimiento de pago del reembolso, por parte del Servicio de Tesorería. Este Servicio podrá pagarlo mediante cheque nominativo o depósito en la cuenta corriente, de ahorro, a plazo o a la vista que posea el beneficiario. Este reglamento establecerá, también, un cronograma de pagos y las condiciones y modo de acreditar los requisitos para impetrar  el reembolso respectivo, los que podrán incluir, entre otros, la exhibición del permiso de circulación correspondiente al año 2008, el certificado de inscripción y anotaciones vigentes del Registro Nacional de Vehículos Motorizados y el certificado de revisión técnica y de emisión de gases vigentes.

El mayor gasto que represente la aplicación de este artículo durante el año 2008, se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Guillermo Ceroni Fuentes, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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